
 1 

 
 

1.1. Ley 70 de 1993: desarrolla el articulo transitorio 55 de la Constitución Política de 

Colombia  de 1991. Está estructurada en 8 capítulos y 68 artículos. Aun faltan 

por reglamentar los capítulos: IV, V y VII. 

Capítulo  I Objeto y definiciones. 

Capítulo  II Principios. 

Capítulo  III Reconocimiento del derecho a la propiedad colectiva. 

Capítulo  IV 
Uso de la tierra y protección de los recursos naturales y del 
ambiente. 

Capítulo  V Recursos mineros. 

Capítulo  VI 
Mecanismos para la protección y desarrollo de los derechos y de la 
identidad cultural 

Capítulo  VII Planeación y fomento del desarrollo económico y social. 

Capítulo  VIII Disposiciones finales. 

 
 

1.2. Decretos reglamentarios de la ley 70 de 1993 

Ley 70  
Agosto 27 
de 1993 

Mecanismos de protección para las comunidades negras 1993 

D. 1371 
Junio 30 
de 1994 

Por el cual se conforma la comisión consultiva de alto nivel de 
que trata el artículo 45 de la ley 70 de 1993.  

D. 1745 
Octubre 12 
de 1995 

Por el cual se reglamenta el Capítulo III de la Ley 70 de 1993, se 
adopta el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la 
propiedad colectiva de las "Tierras de las Comunidades Negras" y 
se dictan otras disposiciones. CONSEJOS COMUNITARIOS   

D. 2248 
Diciembre 
22 de 1995 

Por el cual se subroga el Decreto 1371 de 1994, se establecen los 
parámetros para el Registro de Organizaciones de base de las 
Comunidades Negras y se dictan otras disposiciones 

D. 1627 
Septiembre 
10 de 1996 

Por el cual se reglamenta el artículo 40 de la Ley 70 de 1993 
(becas condonables para negros) 

D. 1122 
Junio 18 
de 1998 

Por el cual se expiden normas para el desarrollo de la Cátedra de 
Estudios Afrocolombianos, en todos los establecimientos de 
educación formal del país y se dictan otras disposiciones”. 

D. 1320 
Julio de 
1998 

Por el cual se reglamenta la consulta previa con las comunidades 
indígenas y negras para la explotación de los recursos naturales 
dentro de su territorio. Reglamenta Articulo 44 de ley 70 de 1993 

D. 2253 
Noviembre  
9 de 1998 

Por el cual se crea la Comisión de Estudios para formular el Plan 
de Desarrollo de las Comunidades Negras. 

D. 3050 
Diciembre 
12 de 2002 

Por el cual se reglamenta el artículo 57 de la Ley 70 de 1993. 
Comisión de estudios para la formulación de un plan de 
desarrollo de las comunidades negras 

D. 1523 
Junio 6 de 
2003 

Por el cual se reglamenta el procedimiento de elección del 
representante y suplente de las comunidades negras ante los 
consejos directivos de las Corporaciones Autónomas 
Regionales y se adoptan otras disposiciones. Reglamento del 
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articulo 56 de la ley 70 de 1993 

D. 3323 
Septiembre 
21 de 2005 

Por el cual se reglamenta el proceso de selección mediante 
concurso para el ingreso de etnoeducadores afrocolombianos y 
raizales a la carrera docente, se determinan criterios para su 
aplicación y se dictan otras disposiciones. 

D. 4007 
Noviembre 
14 de 2006 

Por el cual se modifican los artículos 2°, 3° y 6° y se deroga el 
artículo 4° del Decreto 3050 de 2002. 

D. 3770 
Septiembre 
25 de 2008 

Por el cual se reglamenta la Comisión Consultiva de Alto Nivel de 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras; 
se establecen los requisitos para el Registro de Consejos 
Comunitarios y Organizaciones de dichas comunidades y se dictan 
otras disposiciones. 
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LEY  70 DE 1993 
 

MECANISMOS DE PROTECCION PARA LAS COMUNIDADES NEGRAS 1993 
 (Agosto 27) 

 
Por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución Política. 

 
El Congreso de Colombia, 

 
DECRETA: 

 
C A P I T U L O   I 

 
Objeto y definiciones. 

 
ARTICULO 1. La presente ley tiene por objeto reconocer a las comunidades negras que han 
venido ocupando tierras baldías en la zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del 
Pacífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción, el derecho a la propiedad 
colectiva, de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes. Así mismo tiene como 
propósito establecer mecanismos para la protección de la identidad cultural y de los derechos de 
las comunidades negras de Colombia como grupo étnico, y el fomento de su desarrollo económico 
y social, con el fin de garantizar que estas comunidades obtengan condiciones reales de igualdad 
de oportunidades frente al resto de la sociedad colombiana. 
 
De acuerdo con lo previsto en el Parágrafo 1o. del artículo transitorio 55 de la Constitución Política, 
esta ley se aplicará también en las zonas baldías, rurales y ribereñas que han venido siendo 
ocupadas por comunidades negras que tengan prácticas tradicionales de producción en otras 
zonas del país y cumplan con los requisitos establecidos en esta ley. 
 
ARTICULO 2. Para los efectos de la presente ley se entiende por: 
 
1. Cuenca del Pacífico. Es la región definida por los siguientes límites geográficos: desde la cima 
del volcán de Chiles en límites con la república del Ecuador, se sigue por la divisoria de aguas de 
la Cordillera Occidental pasando por el volcán Cumbal y el volcán Azufral, hasta la Hoz de 
Minamá; se atraviesa ésta, un poco más abajo de la desembocadura del río Guáitara y se continua 
por la divisoria de aguas de la Cordillera Occidental, pasando por el cerro Munchique, los 
Farallones de Cali, Los cerros Tatamá, Caramanta y Concordia; de este cerro se continua por la 
divisoria de aguas hasta el Nudo de Paramillo; se sigue en dirección hacia el Noroeste hasta el alto 
de Carrizal, para continuar por la divisoria de las aguas que van al Río Sucio y al Caño Tumarandó 
con las que van al río León hasta un punto de Bahía Colombia por la margen izquierda de la 
desembocadura del río Surinque en el Golfo. Se continua por la línea que define la Costa del Golfo 
de Urabá hasta el hito internacional en Cabo Tiburón, desde este punto se sigue por la línea del 
límite internacional entre la República de Panamá y Colombia, hasta el hito equidistante entre 
Punta Ardita (Colombia), y Cocalito (Panamá), sobre la costa del Océano Pacífico, se continúa por 
la costa hasta llegar a la desembocadura del río Mataje, continuando por el límite internacional con 
la República de Ecuador, hasta la cima del volcán de Chiles, punto de partida. 
 
2. Ríos de la Cuenca del Pacífico. Son los ríos de la región Pacífica, que comprende: a) la 
vertiente del Pacífico conformada por las aguas superficiales de los ríos y quebradas que drenan 
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directamente al Océano Pacífico y de sus afluentes; cuenca de los ríos Mira, Rosario, Chaguí, 
Patía, Curay, Sanquianga, Tola, Tapaje, Iscuandé, Guapí, Timbiquí, Bubuey, Saija, Micay, Naya, 
Yurumanguí, Tumba Grande, Tumbita, Cajambre, Mayorquin, Reposo, Anchicayá, Dagua, Bongo, 
San Juan, Ijuá, Docampadó, Capiro, Ordó, Siriví, Dotendó, Usaraga, Baudó, Piliza, Catripre, 
Virudo, Coqui, Nuquí, Tribuga, Chori, el Valle, Huaca, Abega, Cupica, Changuera, Borojó, Curiche, 
Putumia, Juradó y demás cauces menores que drenan directamente al Océano Pacífico; b) las 
cuencas de los ríos Atrato, Acandí y Tolo que pertenecen a la vertiente del Caribe. 
 
3. Zonas rurales ribereñas. Son los terrenos aledaños a las riberas de los ríos señalados en el 
numeral anterior que están por fuera de los perímetros urbanos definidos por los Concejos 
Municipales de los municipios del área en consideración, de acuerdo con lo dispuesto en el Código 
del Régimen Municipal (Decreto 1333 de 1986), y en las normas que lo adicionen, desarrollen o 
reformen, y en las cuales se encuentre asentada la respectiva comunidad. 
 
4. Tierras Baldías. Son los terrenos situados dentro de los límites del territorio nacional que 
pertenecen al estado y que carecen de otro dueño, y los que, habiendo sido adjudicados con ese 
carácter, deban volver a dominio del estado, de acuerdo con lo que dispone el artículo 56 de la ley 
110 de 1913, y las normas que lo adicionen, desarrollen o reformen. 
 
5. Comunidad Negra. Es el conjunto de familias de ascendencia afrocolombiana que poseen una 
cultura propia, comparten una historia y tienen sus propias tradiciones y costumbres dentro de la 
relación campo-poblado, que revelan y conservan conciencia de identidad que las distinguen de 
otros grupos étnicos. 
 
6. Ocupación Colectiva. Es el asentamiento histórico y ancestral de comunidades negaras en 
tierras para su uso colectivo, que constituyen su hábitat, y sobre los cuales desarrollan en la 
actualidad sus prácticas tradicionales de producción. 
 
7. Prácticas Tradicionales de Producción. Son las actividades y técnicas agrícolas, mineras, de 
extracción forestal, pecuarias, de caza, pesca y recolección de productos naturales en general, 
que han utilizado consuetudinariamente las comunidades negras para garantizar la conservación 
de la vida y el desarrollo autosostenible. 
 

CAPITULO II 
 

Principios. 
 
ARTICULO 3.  La presente ley se fundamenta en los siguientes principios: 
 
1. El reconocimiento y la protección de la diversidad étnica y cultural y el derecho a la igualdad de 
todas las culturas que conforman la nacionalidad colombiana. 
 
2. El respeto a la integralidad y la dignidad de la vida cultural de la comunidades negras. 
 
3. La participación de las comunidades negras y sus organizaciones sin detrimento de su 
autonomía, en las decisiones que las afectan y en las de toda la Nación en pie de igualdad, de 
conformidad con la ley. 
 
4. La protección del medio ambiente atendiendo a las relaciones establecidas por las comunidades 
negras con la naturaleza. 
 

CAPITULO III 
 

Reconocimiento del derecho a la propiedad colectiva. 
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ARTICULO 4. El Estado adjudicará a las comunidades negras de que trata esta ley la propiedad 
colectiva sobre las áreas que, de conformidad con las definiciones contenidas en el artículo 
segundo, comprenden las tierras baldías de las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca 
del Pacífico y aquellas ubicadas en las áreas de que trata el inciso segundo del artículo 1o. de la 
presente ley que vienen ocupando de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción.  
 
Los terrenos respecto de los cuales se determine el derecho a la propiedad colectiva se 
denominarán para todos los efectos legales "Tierras de las Comunidades Negras". 
 
ARTICULO 5. Para recibir en propiedad colectiva las tierras adjudicables, cada comunidad formará 
un Consejo Comunitario como forma de administración interna, cuyos requisitos determinará el 
reglamento que expida el Gobierno Nacional.  
 
Además de las que prevea el reglamento, son funciones de los Consejos Comunitarios: delimitar y 
asignar áreas al interior de las tierras adjudicadas; velar por la conservación y protección de los 
derechos de la propiedad colectiva, la preservación de la identidad cultural, el aprovechamiento y 
la conservación de los recursos naturales; escoger al representante legal de la respectiva 
comunidad en cuanto persona jurídica, y hacer de amigables componedores en los conflictos 
internos factibles de conciliación. 
 
ARTICULO 6. Salvo los suelos y los bosques, las adjudicaciones colectivas que se hagan 
conforme a esta ley, no comprenden:  
 
a) El dominio sobre los bienes de uso público.  
 
b) Las áreas urbanas de los municipios.  
 
c) Los recursos naturales renovables y no renovables.  
 
d) Las tierras de resguardos indígenas legalmente constituidos.  
 
e) El subsuelo y los predios rurales en los cuales se acredite propiedad particular conforme a la ley 
200 de 1936. 
 
f) Las áreas reservadas para la seguridad y defensa nacional. g) Áreas del sistema de Parques 
Nacionales. 
 
Con respecto a los suelos y los bosques incluidos en la titulación colectiva, la propiedad se 
ejercerá en función social y le es inherente una función ecológica. En consecuencia, para el uso de 
estos recursos se tendrá en cuenta lo siguiente:  
 
a) Tanto el uso de los bosques que se ejerza por ministerio de ley, como los aprovechamientos 
forestales con fines comerciales deberán garantizar la persistencia del recurso. Para adelantar 
estos últimos se requiere autorización de la entidad competente para el manejo del recurso 
forestal.  
 
b) El uso de los suelos se hará teniendo en cuenta la fragilidad ecológica de la Cuenca del 
Pacífico. En consecuencia los adjudicatarios desarrollarán prácticas de conservación y manejo 
compatibles con las condiciones ecológicas. Para tal efecto se desarrollarán modelos apropiados 
de producción como la agrosilvicultura, la agroforestería u otros similares, diseñando los 
mecanismos idóneos para estimularlos y para desestimular las prácticas ambientalmente 
insostenibles. 
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ARTICULO 7. En cada comunidad, la parte de la tierra de la comunidad negra destinada a su uso 
colectivo es inalienable, imprescriptible e inembargable.  
 
Sólo podrán enajenarse las áreas que sean asignadas a un grupo familiar, por la disolución de 
aquel u otras causas que señale el reglamento, pero el ejercicio del derecho preferencial de 
ocupación o adquisición únicamente podrá recaer en otros miembros de la comunidad y en su 
defecto en otro miembro del grupo étnico, con el propósito de preservar la integridad de las tierras 
de las comunidades negras y la identidad cultural de las mismas. 
 
ARTICULO 8. Para los efectos de la adjudicación de que trata el artículo 4o., cada comunidad 
presentará la respectiva solicitud al Instituto Colombiano de la Reforma Agraria Incora Este podrá 
iniciar de oficio la adjudicación. 
 
Una comisión integrada por el Incora, el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" y el Inderena o la 
entidad que haga sus veces realizará, previo informe del Consejo Comunitario, una evaluación 
técnica de las solicitudes y determinará los límites del área que será otorgada mediante el título de 
propiedad colectiva. 
 
ARTICULO 9. A la solicitud se acompañará la siguiente información:  
 
a) Descripción física del territorio que se pretende titular.  
 
b) Antecedentes etnohistóricos.  
 
c) Descripción demográfica del territorio.  
 
d) Prácticas tradicionales de producción. 
 
ARTICULO 10. Radicada la solicitud el gerente regional respectivo ordenará una visita a la 
comunidad negra interesada, la cual no podrá exceder de sesenta días contados a partir de la 
radicación de la solicitud. La resolución que ordena la visita se le notificará al grupo negro 
interesado, a la organización respectiva y al procurador delegado para asuntos agrarios.  
 
De la visita practicada se levantará un acta que contenga los siguientes puntos:  
 
a) Ubicación del terreno.  
 
b) Extensión aproximada del terreno.  
 
c) Linderos generales del terreno.  
 
d) Número de habitantes negros que vivan en el terreno.  
 
e) Nombre y número de personas extrañas que no pertenezcan a la comunidad establecida, 
indicando el área aproximada que ocupan.  
 
f) Levantamiento planimétrico del territorio a ser titulado. 
 
ARTICULO 11. El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria Incora, en un término improrrogable 
de sesenta (60) días, expedirá los actos administrativos por medio de los cuales se adjudique la 
propiedad colectiva a las comunidades de que trata la presente ley. 
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El correspondiente acto administrativo se notificará al representante de la respectiva comunidad y, 
una vez inscrito en el competente registro, constituirá título suficiente de dominio y prueba de la 
propiedad. 
 
ARTICULO 12. En el procedimiento administrativo de la titulación de las tierras que determine el 
Gobierno mediante reglamento especial se dará preferente aplicación a los principios de eficacia, 
economía y celeridad, con el objeto de lograr la oportuna efectividad de los derechos reconocidos 
en la presente ley. 
 
En los aspectos no contemplados en esta ley o en el reglamento, se aplicará la legislación general 
sobre tierras baldías de la Nación en lo que sea compatible con la naturaleza y finalidades del 
reconocimiento a la propiedad de las comunidades negras de que trata esta ley. 
 
ARTICULO 13. Las tierras adjudicables se someterán a todas las servidumbres que sean 
necesarias para el desarrollo de los terrenos adyacentes. 
 
Recíprocamente, las tierras aledañas que continúen siendo del dominio del estado se someterán a 
las servidumbres indispensables para el beneficio de los terrenos de las comunidades, de acuerdo 
con la legislación vigente. 
 
ARTICULO 14. En el acto administrativo mediante el cual se adjudique la propiedad colectiva de la 
tierra se consignará la obligación de observar las normas sobre conservación, protección y 
utilización racional de los recursos naturales renovables y el ambiente. 
 
ARTICULO 15. Las ocupaciones que se adelanten por personas no pertenecientes al grupo étnico 
negro sobre las tierras adjudicadas en propiedad colectiva a las comunidades negras de que trata 
esta ley no darán derecho al interesado para obtener la titulación ni el reconocimiento de mejoras y 
para todos los efectos legales se considerará como poseedor de mala fe. 
 
ARTICULO 16. Los servicios de titulación colectiva en favor de las comunidades negras de que 
trata la presente ley serán gratuitos y por la inscripción y publicación de las resoluciones de 
adjudicación que expida el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria no se cobrará derecho 
alguno.   
 
ARTICULO 17. A partir de la vigencia de la presente ley, hasta tanto no se haya adjudicado en 
debida forma la propiedad colectiva a una comunidad negra que ocupe un terreno en los términos 
que esta ley establece, no se adjudicarán las tierras ocupadas por dicha comunidad ni se 
otorgarán autorizaciones para explotar en ella recursos naturales sin concepto previo de la 
Comisión de que trata el artículo 8o. 
 
ARTICULO 18. No podrán hacerse adjudicaciones de las tierras de las comunidades negras de 
que trata esta ley, sino con destino a las mismas. 
 
Son nulas las adjudicaciones de tierras que se hagan con violación de lo previsto en el inciso 
anterior. La acción de nulidad contra la respectiva resolución podrá intentarse por el Instituto 
Colombiano de la Reforma Agraria, los procuradores agrarios o cualquier persona ante el 
correspondiente Tribunal Administrativo, dentro de los dos (2) años siguientes a su ejecutoria, o 
desde su publicación en el Diario Oficial, según el caso. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria podrá revocar 
directamente las resoluciones de adjudicación que dicte con violación de lo establecido en el 
presente artículo. En este caso no se exigirá el consentimiento expreso y escrito del respectivo 
titular. En lo demás, el procedimiento de revocación se surtirá con arreglo a lo que dispone el 
Código de lo Contencioso Administrativo. 
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CAPITULO IV 
 

Uso de la tierra y protección de los recursos naturales y del ambiente. 
 
ARTICULO 19. Las prácticas tradicionales que se ejerzan sobre las aguas, las playas o riberas, 
los frutos secundarios del bosque o sobre la fauna y flora terrestre y acuática para fines 
alimenticios o la utilización de recursos naturales renovables para construcción o reparación de 
viviendas, cercados, canoas y otros elementos domésticos para uso de los integrantes de la 
respectiva comunidad negra se consideran usos por ministerio de la ley y en consecuencia no 
requieren permiso. 
 
Estos usos deberán ejercerse de tal manera que se garantice la persistencia de los recursos, tanto 
en cantidad como en calidad. 
 
El ejercicio de la caza, pesca o recolección de productos, para la subsistencia, tendrá prelación 
sobre cualquier aprovechamiento comercial, semi-industrial, industrial o deportivo. 
 
ARTICULO 20. Conforme lo dispone el artículo 58 de la Constitución Política, la propiedad 
colectiva sobre las áreas a que se refiere esta ley, debe ser ejercida de conformidad con la función 
social y ecológica que le es inherente. En consecuencia, los titulares deberán cumplir las 
obligaciones de protección del ambiente y de los recursos naturales renovables y contribuir con las 
autoridades en la defensa de ese patrimonio. 
 
ARTICULO 21. De conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior, los integrantes de las 
comunidades negras, titulares del derecho de propiedad colectiva, continuarán conservando, 
manteniendo o propiciando la regeneración de la vegetación protectora de aguas y garantizando 
mediante un uso adecuado la persistencia de ecosistemas especialmente frágiles, como los 
manglares y humedales, y protegiendo y conservando las especies de fauna y flora silvestre 
amenazadas o en peligro de extinción. 
 
PARAGRAFO. El Gobierno Nacional destinará las partidas necesarias para que la comunidad 
pueda cumplir con lo dispuesto en el presente artículo. 
 
ARTICULO 22. Cuando en las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales ubicados en 
las zonas se encuentren familias o personas de comunidades negras que se hubieran establecido 
en ellas antes de la declaratoria del área-parque, el Inderena o la entidad que haga sus veces 
definirá, en el plan de manejo que se debe expedir, las prácticas tradicionales de dichas 
comunidades que son compatibles con la naturaleza, objetivos y funciones del área de que se 
trate. Para tal efecto, la entidad administradora del Sistema de Parques Nacionales promoverá 
mecanismos de consulta y participación con estas comunidades. 
 
Si las personas a que se refiere el presente artículo no se allanan a cumplir el plan de manejo 
expedido por la entidad, se convendrá con ellas y con el Incora su reubicación a otros sectores en 
los cuales se pueda practicar la titulación colectiva. 
 
ARTICULO 23. El inderena o la entidad que haga sus veces diseñará mecanismos que permitan 
involucrar a integrantes de las comunidades negras del sector en actividades propias de las áreas 
del Sistema de Parques Nacionales, tales como educación, recreación, guías de parques, así 
como en las actividades de turismo ecológico que se permita desarrollar dentro de tales áreas. 
 



 9 

ARTICULO 24. La entidad administradora de los recursos naturales renovables reglamentará 
concertadamente con las comunidades negras el uso colectivo de áreas del bosque a que se 
refiere la presente ley, para el aprovechamiento forestal persistente. 
 
Para efectos del aprovechamiento, el procesamiento o la comercialización de los productos 
forestales que se obtengan en desarrollo de la concesión forestal, la comunidad concesionaria 
podrá entrar en asociación con entidades públicas o privadas. 
 
El Estado garantizará y facilitará la capacitación de los integrantes de la comunidades 
concesionarias en las prácticas y técnicas adecuadas para cada etapa del proceso de producción 
para asegurar el éxito económico y el desarrollo sustentable de los integrantes y de la región. 
 
Para todos los efectos de explotación de los recursos forestales que contempla este artículo se 
priorizarán las propuestas de las gentes comunidades negras de conformidad con el artículo 13 de 
la Constitución. 
 
ARTICULO 25. En áreas adjudicadas colectivamente a las comunidades negras, en las cuales en 
el futuro la autoridad ambiental considere necesaria la protección de especies, ecosistemas o 
biomas, por su significación ecológica, se constituirán reservas naturales especiales en cuya 
delimitación, conservación y manejo participarán las comunidades y las autoridades locales. 
Además, se aplicará lo dispuesto en el artículo 51 de esta ley. El Gobierno reglamentará lo 
dispuesto en el presente artículo. 
 

CAPITULO V 
 

Recursos mineros. 
 
ARTICULO 26. El Ministerio de Minas y Energía de oficio o a petición de las comunidades negras 
de que trata esta ley, podrá señalar y delimitar en las áreas adjudicadas a ellos zonas mineras de 
comunidades negras en las cuales la exploración y la explotación de los recursos naturales no 
renovables deberá realizarse bajo condiciones técnicas especiales sobre protección y participación 
de tales comunidades negras, con el fin de preservar sus especiales características culturales y 
económicas, sin perjuicio de los derechos adquiridos o constituidos a favor de terceros. 
 
ARTICULO 27. Las comunidades negras de que trata la presente ley gozarán del derecho de 
prelación para que el Gobierno, a través del Ministerio de Minas y Energía, les otorgue licencia 
especial de exploración y explotación en zonas mineras de comunidades negras sobre los 
recursos naturales no renovables tradicionalmente aprovechados por tales comunidades. Sin 
embargo, la licencia especial, podrá comprender otros minerales con excepción del carbón, 
minerales radioactivos, sales e hidrocarburos. 
 
ARTICULO 28. Si existieren áreas susceptibles de ser declaradas zonas mineras indígenas y a su 
vez zonas mineras de comunidades negras, el Ministerio de Minas y Energía podrá declarar dichas 
zonas como Zonas Mineras Conjuntas, en las cuales el desarrollo de actividades se realizará de 
común acuerdo entre los dos grupos étnicos y gozarán de los mismos derechos y obligaciones. 
 
ARTICULO 29. Los usos mineros se ejercerán previniendo y controlando los factores de deterioro 
ambiental que puedan derivarse de esa actividad sobre las salud humana, los recursos 
hidrobiológicos, la fauna y demás recursos naturales renovables relacionados. 
 
ARTICULO 30. Las comunidades negras a que se refiere esta ley podrán acudir a los mecanismos 
e instituciones de control y vigilancia ciudadanos sobre los contratos de explotación minera, en los 
términos previstos en el estatuto general de contratación de la administración pública, en la ley 



 10 

estatutaria de mecanismos e instituciones de participación ciudadana, y en las normas que los 
modifiquen o sustituyan. 
 
ARTICULO 31. Para efecto de lo consagrado en los artículos anteriores, el Gobierno reglamentará 
los requisitos y demás condiciones necesarias para su efectiva aplicación, de acuerdo con las 
normas mineras vigentes. 
 

CAPITULO VI 
 

Mecanismos para la protección y desarrollo de los derechos y de la identidad cultural. 
 
ARTICULO 32. El Estado colombiano reconoce y garantiza a las comunidades negras el derecho 
a un proceso educativo acorde con sus necesidades y aspiraciones etnoculturales. 
 
La autoridad competente adoptará las medidas necesarias para que en cada uno de los niveles 
educativos, los currículos se adapten a esta disposición. 
 
ARTICULO 33. El Estado sancionará y evitará todo acto de intimidación, segregación, 
discriminación o racismo contra las comunidades negras en los distintos espacios sociales, de la 
administración pública en sus altos niveles decisorios y en especial en los medios masivos de 
comunicación y en el sistema educativo, y velará para que se ejerzan los principios de igualdad y 
respeto de la diversidad étnica y cultural. 
 
Para estos propósitos, las autoridades competentes aplicarán las sanciones que le corresponden 
de conformidad con lo establecido en el Código Nacional de Policía, en las disposiciones que 
regulen los medios masivos de comunicación y el sistema educativo, y en las demás normas que 
le sean aplicables. 
 
ARTICULO 34. La educación para las comunidades negras debe tener en cuenta el medio 
ambiente, el proceso productivo y toda la vida social y cultural de estas comunidades. En 
consecuencia, los programas curriculares asegurarán y reflejarán el respeto y el fomento de su 
patrimonio económico, natural, cultural y social, sus valores artísticos, sus medios de expresión y 
sus creencias religiosas. Lo currículos deben partir de la cultura de las comunidades negras para 
desarrollar las diferentes actividades y destrezas en los individuos y en el grupo, necesarios para 
desenvolverse en su medio social. 
 
ARTICULO 35. Los programas y los servicios de educación destinados por el Estado a las 
comunidades negras deben desarrollarse y aplicarse en cooperación con ellas, a fin de responder 
a sus necesidades particulares y deben abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus 
sistemas de valores, sus formas lingüísticas y dialectales y todas sus demás aspiraciones sociales, 
económicas y culturales. 
 
El Estado debe reconocer y garantizar el derecho de las comunidades negras a crear sus propias 
instituciones de educación y comunicación, siempre que tales instituciones satisfagan las normas 
establecidas por la autoridad competente. 
 
ARTICULO 36. La educación para las comunidades negras debe desarrollar conocimientos 
generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en condiciones de igualdad en la 
vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional. 
 
ARTICULO 37. El Estado debe adoptar medidas que permitan a las comunidades negras conocer 
sus derechos y obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades 
económicas, a la educación y la salud, a los servicios sociales y a los derechos que surjan de la 
Constitución y las Leyes. 
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A tal fin, se recurrirá, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de los medios de 
comunicación en las lenguas de las comunidades negras. 
 
ARTICULO 38. Los miembros de las comunidades negras deben disponer de medios de formación 
técnica, tecnológica y profesional que los ubiquen en condiciones de igualdad con los demás 
ciudadanos. 
 
El Estado debe tomar medidas para permitir el acceso y promover la participación de las 
comunidades negras en programas de formación técnica, tecnológica y profesional de aplicación 
general. 
 
Estos programas especiales de formación deberán basarse en el entorno económico, las 
condiciones sociales y culturales y las necesidades concretas de las comunidades negras. Todo 
estudio a este respecto deberá realizarse en cooperación con las comunidades negras las cuales 
serán consultadas sobre la organización y funcionamiento de tales programas. Estas comunidades 
asumirán progresivamente la responsabilidad de la organización y el funcionamiento de tales 
programas especiales de formación. 
 
ARTICULO 39. El Estado velará para que en el sistema nacional educativo se conozca y se 
difunda el conocimiento de las prácticas culturales propias de las comunidades negras y sus 
aportes a la historia y a la cultura colombiana, a fin de que ofrezcan una información equitativa y 
formativa de las sociedades y culturas de estas comunidades. 
 

En las áreas de sociales de los diferentes niveles educativos se incluirá la cátedra de estudios 
afrocolombianos conforme con los currículos correspondientes. 

 
ARTICULO 40. El Gobierno destinará las partidas presupuestales para garantizar mayores 
oportunidades de acceso a la educación superior a los miembros de las comunidades negras. 
 
Así mismo, diseñará mecanismos de fomento para la capacitación técnica, tecnológica y superior, 
con destino a las comunidades negras en los distintos niveles de capacitación. Para este efecto, se 
creará, entre otros, un fondo especial de becas para educación superior, administrado por el 
Icetex, destinado a estudiantes en las comunidades negras de escasos recursos y que se 
destaquen por su desempeño académico. 
 
ARTICULO 41. El Estado apoyará mediante la destinación de los recursos necesarios, los 
procesos organizativos de las comunidades negras con el fin de recuperar, preservar y desarrollar 
su identidad cultural. 
 
ARTICULO 42. El Ministerio de Educación formulará y ejecutará una política de etnoeducación 
para las comunidades negras y creará una comisión pedagógica, que asesorará dicha política con 
representantes de las comunidades. 
 
ARTICULO 43. De conformidad con lo previsto en el ordinal 10 del artículo 150 de la Constitución 
Política, revístese al Presidente de la República de facultades extraordinarias para que, dentro del 
término de tres (3) meses contados a partir de la vigencia de la presente ley, reestructure el 
Instituto Colombiano de Antropología -ICAN-, Unidad Administrativa Especial adscrita a 
COLCULTURA, con el propósito de que incorpore dentro de sus estatutos básicos, funciones y 
organización interna los mecanismos necesarios para promover y realizar programas de 
investigación de la cultura afrocolombiana, a fin de que contribuya efectivamente en la 
preservación y el desarrollo de la identidad cultural de las comunidades negras. 
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Créase una Comisión Asesora que conceptuará sobre el proyecto de decreto que el Gobierno 
someterá a su estudio, y que estará integrada por tres (3)representantes a la Cámara y dos (2) 
Senadores escogidos por sus Mesas Directivas y un (1) antropólogo propuesto por la misma 
Comisión. 
 
ARTICULO 44. Como un mecanismo de protección de la identidad cultural, las comunidades 
negras participarán en el diseño, elaboración y evaluación de los estudios de impacto ambiental, 
socio-económico y cultural, que se realicen sobre los proyectos que se pretendan adelantar en las 
áreas a que se refiere esta ley. 
 
ARTICULO 45. El Gobierno Nacional conformará una Comisión Consultiva de alto nivel, con la 
participación de representantes de las comunidades negras de Antioquia, Valle, Cauca, Chocó, 
Nariño, Costa Atlántica y demás regiones del país a que se refiere esta ley y de raizales de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina, para el seguimiento de lo dispuesto en la presente ley. 
 
ARTICULO 46. Los Consejos Comunitarios podrán designar por consenso los representantes de 
los beneficiarios de esta ley para los efectos que se requiera. 
 

CAPITULO VII 
 

Planeación y fomento del desarrollo económico y social. 
 
ARTICULO 47. El Estado adoptará medidas para garantizarle a las comunidades negras de que 
trata esta ley el derecho a desarrollarse económica y socialmente atendiendo los elementos de su 
cultura autónoma. 
 
ARTICULO 48. Las comunidades negras de que trata la presente ley participarán mediante un 
representante nombrado por el Gobierno de una terna que ellas presenten, en el Consejo Nacional 
de Planeación creado por el artículo 340 de la Constitución Nacional. Igualmente, se dará 
representación equitativa a las comunidades negras a que se refiere la presente ley en los 
correspondientes Consejos territoriales de Planeación, de acuerdo a los procedimientos definidos 
en la Ley Orgánica de Planeación. 
 
ARTICULO 49. El diseño, ejecución y coordinación de los planes, programas y proyectos de 
desarrollo económico y social que adelante el gobierno y la Cooperación Técnica Internacional 
para beneficio de las comunidades negras de que trata esta ley, deberá hacerse con la 
participación de los representantes de tales comunidades, a fin de que respondan a sus 
necesidades particulares, a la preservación del medio ambiente, a la conservación y cualificación 
de sus prácticas tradicionales de producción, a la erradicación de la pobreza y al respeto y 
reconocimiento de su vida social y cultural. Estos planes, programas y proyectos deberán reflejar 
las aspiraciones de las comunidades negras en materia de desarrollo. 
 
PARAGRAFO. Las inversiones que adelanten el sector privado en áreas que afecten a las 
comunidades negras de que trata esta ley deberán respetar el ambiente, el interés social y el 
patrimonio cultural de la Nación. 
 
ARTICULO 50. El Gobierno fomentará y financiará actividades de investigación orientadas a la 
promoción de los recursos humanos y al estudio de las realidades y potencialidades de las 
comunidades negras, de manera que se facilite su desarrollo económico y social.  
 
Así mismo, propiciará la participación de estas comunidades en los procesos de planeación, 
coordinación, ejecución y evaluación de dichas investigaciones. 
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ARTICULO 51. Las entidades del Estado en concertación con las comunidades negras, 
adelantarán actividades de investigación, capacitación, fomento, extensión y transferencia de 
tecnologías apropiadas para el aprovechamiento ecológico, cultural, social y económicamente 
sustentable de los recursos naturales, a fin de fortalecer su patrimonio económico y cultural.  
 
ARTICULO 52. El Gobierno Nacional diseñará mecanismos especiales financieros y crediticios 
que permitan a las comunidades negras la creación de formas asociativas y solidarias de 
producción para el aprovechamiento sostenido de sus recursos y para que participen en 
condiciones de equidad en las asociaciones empresariales que con particulares puedan conformar 
dichas comunidades. Para efectos del estimativo de este aporte y para garantizar los créditos, se 
podrá tener en cuenta el valor de los bienes que se autoriza aprovechar. 
 
ARTICULO 53. En las áreas de amortiguación del Sistema de Parques Nacionales ubicados en las 
zonas objeto de esta ley se desarrollarán, conjuntamente con las comunidades negras, modelos 
apropiados de producción, estableciendo estímulos económicos y condiciones especiales para 
acceder al crédito y capacitación. 
 
Igualmente en coordinación con la comunidades locales y sus organizaciones, se desarrollarán 
mecanismos para desestimular la adopción o prosecución de prácticas ambientalmente 
insostenibles. 
 
ARTICULO 54. El Gobierno Nacional diseñará mecanismos adecuados para las comunidades 
negras o integrantes de ellas que hayan desarrollado variedades vegetales o conocimientos con 
respecto al uso medicinal, alimenticio, artesanal o industrial de animales o plantas de su medio 
natural, sean reconocidos como obtentores, en el primer caso, y obtengan, en el segundo, 
beneficios económicos, en cuanto otras personas naturales o jurídicas desarrollen productos para 
el mercado nacional o internacional. 
 
ARTICULO 55. El Gobierno adecuará los programas de crédito y asistencia técnica a las 
particulares condiciones socieconómicas y ambientales de las comunidades negras objeto de esta 
ley. 
 
ARTICULO 56. Las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción sobre las áreas 
donde se adjudiquen las propiedades colectivas a las comunidades negras de que trata el artículo 
transitorio 55 de la Constitución, tendrán un (1) representante de esas comunidades en sus 
consejos directivos en los términos que defina el reglamento que expida el Gobierno Nacional. 
 
ARTICULO 57. El Gobierno Nacional creará una comisión de estudios para la formulación de un 
plan de desarrollo de las comunidades negras. Esta comisión comenzará a operar una vez sea 
elegido el Presidente de la República y hasta la aprobación del plan nacional de desarrollo en el 
Conpes. Este plan propondrá las políticas de largo plazo y será el marco de referencia para que 
las políticas del Plan Nacional de Desarrollo respeten la diversidad étnica de la Nación y 
promuevan el desarrollo sostenible de esas comunidades de acuerdo a la visión que ellas tengan 
del mismo. 
 
Esta será una comisión técnica con amplio conocimiento de las realidades de las comunidades 
negras y para su conformación se tendrá en cuenta las propuestas de las comunidades negras. El 
Departamento Nacional de Planeación será responsable de financiar los gastos para su cabal 
funcionamiento. 
 
ARTICULO 58. En los fondos estatales de inversión social habrá una unidad de gestión de 
proyectos para apoyar a las comunidades negras en los procesos de capacitación, identificación, 
formulación, ejecución y evaluación de proyectos. Para su conformación se consultará a las 
comunidades beneficiarias de esta ley. 
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ARTICULO 59. Las cuencas hidrográficas en que se asienten las comunidades negras 
beneficiarias de la titulación colectiva se constituirán en unidades para efectos de la planificación 
del uso y aprovechamiento de los recursos naturales conforme a reglamentación que expida el 
Gobierno Nacional. 
 

CAPITULO VIII 
 

Disposiciones finales. 
 
ARTICULO 60. La reglamentación de la presente ley se hará teniendo en cuenta las 
recomendaciones de las comunidades negras beneficiarias de ella, a través de la comisión 
consultiva a que se refiere la presente ley. 
 
ARTICULO 61. El Gobierno apropiará los recursos necesarios para la ejecución de la presente ley. 
 
ARTICULO 62. Dentro del año siguiente a la vigencia de la presente ley, el Gobierno Nacional 
destinará las partidas presupuestales necesarias para la puesta en marcha de la Universidad del 
Pacífico creada mediante la ley 65 del 14 de Diciembre de 1988. 
 
ARTICULO 63. Dentro de los dos años siguientes a la vigencia de la presente ley el Gobierno 
Nacional apropiará los recursos necesarios para la construcción de la carretera que une los 
Departamentos del Valle del Cauca y el Huila, entre los Municipios de Palmira y Palermo. Así 
mismo se destinarán los recursos necesarios para la terminación de la carretera Panamericana en 
su último tramo en el departamento del Chocó. 
 
ARTICULO 64. El Gobierno Nacional podrá hacer los traslados presupuestales y para negociar los 
empréstitos que sean necesarios para el cumplimiento de esta ley. 
 
ARTICULO 65. Dentro de los dos años siguientes a la vigencia de la presente ley el Gobierno 
Nacional apropiará los recursos necesarios para la construcción de la vía fluvial del Baudó hasta 
Pizarro, la vía fluvial de Buenaventura hasta Tumaco pasando por Puerto Merizalde y Guapí de 
acuerdo a los proyectos presentados por el Pladeicop. 
 
ARTICULO 66. De conformidad con el artículo 176 de la Constitución Nacional, establécese la 
circunscripción especial para elegir dos (2) miembros de las comunidades negras del país 
asegurando así su participación en la Cámara de Representantes. 
 
El Consejo Nacional electoral reglamentará todo lo relacionado con esta elección . 
 
ARTICULO 67. Créase en el Ministerio de Gobierno, la dirección de asuntos para las comunidades 
negras con asiento en el Consejo de Política económica y social. 
 
ARTICULO 68. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que sean contrarias. 
 
El Presidente del honorable Senado de la República, TITO EDMUNDO RUEDA GUARIN 
 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, CESAR PEREZ GARCIA 
 
El Secretario General del Senado de la República, PEDRO PUMAREJO VEGA 
 
El Secretario General de la Cámara de Representantes, DIEGO VIVAS TAFUR 
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REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 
 
Publíquese y ejecútese.  
Dada en Quibdó, a 27 de agosto 1993.  
 
CESAR GAVIRIA TRUJILLO 
 
El Ministro de Gobierno,  
Fabio Villegas Ramírez.  
 
El Ministro de Agricultura,  
José Antonio Ocampo. 
 
El Ministro de Minas y Energía,  
Guido Nule Amin. 
 
El Ministro de Educación Nacional,  
Maruja Pachón de Villamizar. 
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DIARIO OFICIAL. AÑO CXXVIII. N. 40538. 12, AGOSTO, 1992. PAG. 1 
 
DECRETO NUMERO 1332 DE 1992  (agosto 11) 
 
POR EL CUAL SE CREA LA COMISION ESPECIAL PARA LAS COMUNIDADES 
NEGRAS, DE QUE TRATA EL ARTICULO TRANSITORIO NUMERO 55 DE LA 
CONSTITUCION POLITICA, SOBRE EL RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS 
TERRITORIALES Y CULTURALES; ECONOMICOS, POLITICOS Y SOCIALES DEL 
PUEBLO NEGRO DE COLOMBIA; Y SE ESTABLECEN LAS FUNCIONES Y 
ATRIBUCIONES DE LA MISMA. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades que le  
confiere el artículo 55 transitorio de la Constitución Política, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación,  
de conformidad con lo establecido en el artículo 7°. de la Constitución  
Política; 
 
Que uno de los fines esenciales del Estado, es facilitar la participación de  
todos en las decisiones que les afectan y en la vida económica, política,  
administrativa y cultural de la Nación (artículo 2° de la Constitución  
Política); 
 
Que de conformidad con los artículos 58 y 60 de la Constitución Política, es  
obligación del Estado garantizar la protección, promoción y acceso de los  
ciudadanos a las formas asociativas y solidarias de propiedad; 
 
Que el Estado reconoce el aporte de los pueblos negros de Colombia a la  
formación de nuestra nacionalidad, a la diversidad cultural, a la armonía  
social y ecológica; 
 
Que el artículo transitorio 55 de la Constitución Política ordena al Gobierno  
Nacional la creación de una comisión especial, con participación de los  
representantes de las comunidades interesadas, para efecto de los desarrollos  
legales del mismo; 
 
Que se hace necesaria la unificación de la legislación existente sobre el  
desarrollo del artículo transitorio 55 de la Constitución Política para lograr  
una mayor certeza legislativa. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°. Créase la Comisión Especial para las Comunidades Negras, prevista  
en el artículo transitorio 55 de la Constitución Política, La cual está  
integrada así: 
 
a) El Ministro de Gobierno o su Delegado; quien la presidirá; 
 
b) El Gerente General del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, o  
su delegado; 
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c) El Director del Departamento Nacional de Planeación, DNP, o su  
representante; 
 
d) El Director del Inderena o su representante 
 
e) El Director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o su delegado; 
 
f) El Director del Instituto de Investigaciones Culturales y Antropológicas,  
ICAN o su delegado; 
 
g) Los señores Gustavo de Roux, Jaime Arocha, Otilia Dueñas, Edgar Eulises  
Torres Murillo, Omar Torres Angulo, Jesús Rosero Ruano, Piedad Córdoba de  
Castro, Guillermo Panchano, Silvio Garcés y Luis Jaime Perea Ramos; 
 
h) Tres (3) representantes por cada una de las comisiones consultivas de que  
trata el artículo 3°. del presente Decreto, designados por ellas. 
 
Artículo 2°. La Comisión tendrá las siguientes funciones: 
 
a) Darse su propio reglamento, el cual será aprobado por mayoría; 
 
b) Cumplir las funciones previstas en el artículo transitorio 55 de la  
Constitución Política; 
 
c) Identificar y proponer mecanismos para la protección de la identidad  
cultural y los derechos de las Comunidades Negras; 
 
d) Proponer a las autoridades competentes programas de fomento del desarrollo  
económico y social de las Comunidades Negras. 
 
Artículo 3°. En cada uno de los Departamentos de Chocó. Valle. Cauca y Nariño  
habrá una Comisión Consultiva, conformada por las organizaciones que se señalan  
más adelante, la cual tendrá por objeto hacerle recomendaciones particulares a  
la Comisión Especial para el cumplimiento de sus funciones en relación con  
particularidades de las Comunidades Negras en cada uno de dichos Departamentos. 
 
 
Las Comisiones Consultivas serán las siguientes: 
 
a) Comisión Consultiva del Departamento del Chocó la cual estará integrada por:  
Asociación Campesina Integral del Atrato, ACIA; Asociación Campesina del San  
Juan, Acadesan; Organización de Población Negra de la Costa Pacifica;  
Asociación Campesina del Alto Baudó, Acaba; Organización Campesina del Bajo  
Atrato, Ocaba; Organización de Barrios Populares del Chocó, Obapo; Asociación  
Departamental de Usuarios Campesinos, ADUC; 
 
 
b) Comisión Consultiva del Departamento del Valle, la cual estará integrada  
por: Comité de Defensa de los intereses del río Cajambre, Codinca; Asociación  
Popular de Negros Unidos del río Yurumanguí, Aponury; Organización por la  
Defensa de los intereses de las comunidades Negras del río Naya, Odeincan;  
Comité Campesino de río Raposo; Comité Pro-defensa del río Anchicayá; Comité  
Campesino de Papayal El Progreso y dos (2) representantes elegidos por el  
Concejo de Buenaventura; 
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c) Comisión Consultiva del Departamento del Cauca la cual estará integrada por:  
Movimiento Cultural Cinecio Mina, Asociación Prodesarrollo del Saija, Comité  
Prodesarrollo del Municipio de López de Micay, Cauca, Comité Prointereses de la  
Costa Caucana, "Coprica" y por la Fundación para el desarrollo de la Costa  
Pacífica Caucana; 
 
d) Comisión Consultiva del Departamento del Nariño, La cual está integrada por:  
Coagro Pacífico Tumaco; Asociación Campesina del Río Satinga; Asociación  
Campesina del Patía; Asociación Campesina de Barbacoa; Asociación Campesina del  
Río Mira; Asociación de Campesinos de San José Payán; Asociación de Campesinos  
Negros de Mosquera; Asociación de Campesinos de Francisco Pizarro; Asociación  
Campesina de Iscuandé; Asociación Campesina de Tolá; Asociación Campesina del  
Charco y por la Asociación de Carboneros y Leñaderos de Tumaco. 
 
Parágrafo. Previo estudio y concepto favorable de la Comisión Especial, podrán  
crearse comisiones consultivas en otras zonas del país que presenten similares  
condiciones a las de las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del  
Pacífico. 
 
Artículo 4°. La Comisión podrá celebrar audiencias para escuchar a los voceros  
de las organizaciones sociales interesadas en formularle propuestas en relación  
con los temas de su competencia. Las solicitudes de audiencia serán tramitadas  
por conducto de la Secretaria Técnica. 
 
El trámite de las solicitudes de audiencia y la realización de las mismas  
cuando a ello hubiere lugar, serán regulados en el reglamento interno de la  
Comisión. 
 
Artículo 5°. ADSCRIPCION. La Comisión a que se refiere el presente Decreto,  
estará adscrita al Ministerio de Gobierno, el cual podrá, en consecuencia,  
desarrollar toda clase de actividades para permitir el cabal cumplimiento de  
las funciones de dicha Comisión. 
 
La Secretaria Técnica de la Comisión estará a cargo del Instituto de  
Investigaciones Culturales y Antropológicas, ICAN. 
 
Artículo 6°. DOMICILIO. La Comisión funcionará con sede principal en la ciudad  
de Santafé de Bogotá, D. C., y podrá sesionar en cualquier lugar del territorio  
nacional. 
 
Artículo 7°. DURACION. La Comisión Especial para las Comunidades Negras  
sesionará hasta el día 7 de julio de 1993. 
 
Artículo 8°.VIGENCIA. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su  
publicación y subroga los Decretos 555 y 726 de 1992. 
 
Publíquese y cúmplase. 
Dado en Santafé de Bogotá, D. C., a 11 de agosto de 1992. 
 
CESAR GAVIRIA TRUJILLO   El Ministro de Gobierno, 
HUMBERTO DE LA CALLE LOMBANA. 
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DIARIO OFICIAL. AÑO CXXX. N. 41417. 1, JULIO, 1994. PAG. 2 
 

DECRETO NUMERO 1371 DE 1994  (junio 30) 

 
 
por el cual se conforma la Comisión Consultiva de Alto Nivel de que trata el  
artículo 45 de la Ley 70 de 1993. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades  
constitucionales y legales, y en especial las que le confieren los artículos  
189 numeral 11 de la Constitución Política y 45 de la Ley 70 de 1993, y 
 
 
C O N S I D E R A N D O : 
 
Que el artículo 45 de la Ley 70 de 1993 estableció que el Gobierno Nacional  
conformará una Comisión Consultiva de Alto Nivel, con la participación de  
representantes de las comunidades negras de Antioquia, Valle, Cauca, Chocó,  
Nariño, Costa Atlántica y demás regiones a que se refiere la misma ley y de  
raizales de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, para el seguimiento de lo  
dispuesto en ella. 
 
 
Que el artículo 60 de la misma Ley 70 de 1993 estableció que su reglamentación  
se haría teniendo en cuenta las recomendaciones de las comunidades negras  
beneficiarias de ella, a través de la Comisión Consultiva de Alto Nivel. 
 
 
Que la Comisión Consultiva de Alto Nivel debe constituirse además en espacio de  
interlocución permanente para la atención de los asuntos de carácter regional y  
nacional que interesan a las comunidades negras beneficiarias de la Ley 70 de  
1993, 
 
 
D E C R E T A : 
 
CAPITULO I 
DE LA COMISION CONSULTIVA DE ALTO NIVEL 
 
Artículo 1° Conformación. Confórmase la Comisión Consultiva de Alto Nivel para  
las Comunidades Negras prevista en el artículo 45 de la Ley 70 de 1993, la cual  
se integrará de la siguiente manera:  
 
 
- El Viceministro de Gobierno, quien la presidirá; 
 
- El Viceministro del Medio Ambiente; 
 
- El Viceministro de Vivienda y Desarrollo Urbano del Ministerio de Desarrollo  
Económico; 
 
 
- El Viceministro de Minas y Energía; 
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- El Director del Incora; 
 
- El Director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi; 
 
- El Director del Instituto Colombiano de Antropología; 
 
- El Director Ejecutivo del Fondo de Solidaridad y Emergencia Social de la  
Presidencia de la República; 
 

- El Jefe de la Unidad de Planeación Regional y Urbana del Departamento  
Nacional de Planeación; 
 
 
- El Director de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio de  
Gobierno; 
 
 
- Cinco (5) representantes de las Comunidades Negras por el Departamento del  
Chocó; 
 
 
- Cuatro (4) representantes de las Comunidades Negras por la Costa Atlántica; 
 
- Tres (3) representantes de las comunidades Negras por cada uno de los  
Departamentos de Valle, Cauca y Nariño; 
 
 
- Un (1) representante de las Comunidades Negras por el Departamento de  
Antioquia; 
 
 
- Un (1) representante de los raizales de San Andrés, Providencia y Santa  
Catalina; 
 
 
- Un (1) representante de las comunidades negras por cada uno de los  
Departamentos distintos de los mencionados que constituyan Comisiones  
Consultivas Departamentales de conformidad con lo establecido en el Capítulo II  
del presente Decreto; 
 
 
- Dos (2) representantes a la Cámara elegidos por circunscripción especial para  
las comunidades negras, de conformidad con el artículo 66 de la Ley 70 de 1993. 
 
 
Parágrafo 1° Las comunidades negras residentes en el Distrito Capital de  
Santafé de Bogotá podrán designar a un representante ante la Comisión  
Consultiva de Alto Nivel, siempre que constituyan una Comisión Consultiva  
Distrital, con sujeción a lo establecido en el Capítulo II del presente  
Decreto. 
 
 
Parágrafo 2° La Comisión Consultiva de Alto Nivel podrá invitar a sus sesiones  
a los servidores públicos del orden nacional y a las demás personas que  
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considere puedan contribuir en el adecuado desarrollo de sus funciones. 
 
 
Artículo 2° Representantes de las Comunidades Negras ante la Comision de Alto  
Nivel. Los representantes nombrados por las organizaciones de base de las  
comunidades negras ante las Comisiones Consultivas Departamentales, de  
conformidad con el Capítulo II del presente Decreto, designarán entre sus  
miembros y para períodos de dos (2) años los representantes de las mismas  
comunidades ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel. 
 
No obstante el período establecido, la representación ante la Comisión  
Consultiva de Alto Nivel puede ser revocada, en cualquier tiempo, por los  
representantes nombrados por las organizaciones de base de las Comunidades  
Negras ante la respectiva Comisión Consultiva Departamental que realizó la  
designación. 
 
Cada Comisión Consultiva Departamental comunicará al Ministerio de Gobierno  
las designaciones de los representantes de las comunidades negras ante la  
Comisión Consultiva de Alto Nivel, para los efectos de su integración. 
 
 
Artículo 3° Funciones de la Comisión Consultiva de Alto Nivel. La Comisión  
Consultiva de Alto Nivel tendrá las siguientes funciones:  
 
1. Servir de instancia de diálogo entre las Comunidades Negras y el Gobierno  
Nacional;  
 
2. Constituirse en mecanismo de difusión de la información oficial hacia las  
comunidades negras y de interlocución con niveles directivos del orden  
nacional;  
 
3. Promover, impulsar, hacer seguimiento y evaluación a las normas que  
desarrollan los derechos de las comunidades negras; 
 
4. Contribuir a la solución de los problemas de tierras que afectan a las  
Comunidades Negras, para impulsar programas de titulación y dotación de tierras  
en su beneficio, de acuerdo con la ley; 
 
5. Establecer mecanismos de coordinación con las autoridades y entidades  
nacionales y territoriales para hacer efectivo el cumplimiento de los derechos  
sociales, económicos, políticos, culturales y territoriales de las Comunidades  
Negras; 

 
6. Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades negras y el Estado, dentro  
del marco y sin detrimento de la autonomía de la administración pública y de la  
utilización de los mecanismos de participación ciudadana; 
 

 
7. En materia de reglamentación de la Ley 70 de 1993, constituirse en el  
espacio para que las Comunidades Negras presenten y debatan con los  
representantes del Gobierno Nacional las recomendaciones pertinentes, antes de  
que los proyectos respectivos sean expedidos por el Presidente de la República. 
 
Dentro de estos parámetros, la Comisión Consultiva de Alto Nivel deberá  
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promover la difusión, consulta y participación de las Comunidades Negras y sus  
organizaciones en la reglamentación de la Ley 70 de 1993. Así mismo realizará  
el seguimiento y evaluación del desarrollo de la Ley. 
 
 
Artículo 4° Funcionamiento. La Comisión Consultiva de Alto Nivel establecerá en  
un reglamento interno aprobado por las autoridades del Gobierno Nacional y los  
representantes de las comunidades sus reglas de funcionamiento, y determinará  
en el mismo las condiciones y épocas para sesionar y la manera de realizar las  
convocatorias. 
 
Artículo 5° Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de la Comisión Consultiva  
de Alto Nivel será ejercida por el Plan Nacional de Rehabilitación de la  
Presidencia de la República, mientras entra en funcionamiento la Dirección para  
Asuntos de las Comunidades Negras del Ministerio de Gobierno. 
 
CAPITULO II 
DE LAS COMISIONES CONSULTIVAS DEPARTAMENTALES 
 
Artículo 6° Conformación. En cada Departamento en donde existan organizaciones  
de base que representen a las Comunidades Negras definidas en el artículo 2°,  
numeral 5° de la Ley 70 de 1993 y en el Departamento de San Andrés, Providencia  
y Santa Catalina se conformará una Comisión Consultiva Departamental, integrada  
de la siguiente manera: 
 
- El Gobernador del respectivo Departamento o el Secretario de Gobierno, quien  
la presidirá; 
 
- Un representante de los alcaldes del respectivo Departamento; 
 
- El Gerente Regional del Incora; 
 
- El Director de la respectiva Corporación Autónoma Regional o su delegado; 
 
- Un representante del Corpes regional respectivo; 
 
- El delegado departamental o coordinador zonal del Plan Nacional de  
Rehabilitación; 
 
- Dos (2) representantes de cada una de las organizaciones de base que  
representan a las Comunidades Negras definidas en el artículo 2° numeral 5° de  
la Ley 70 de 1993 en el respectivo Departamento, nombrados por éstas para  
períodos de dos (2) años. 
 
En el caso de San Andrés, Providencia y Santa Catalina los representantes serán  
nombrados por las organizaciones que representan a los raizales en el mismo  
Departamento. 
 
 
Parágrafo 1° La Comisión Consultiva Distrital de Santafé de Bogotá se  
conformará, en su caso, por el Alcalde Mayor, el Secretario de Gobierno o el  
Secretario General, quien la presidirá; un (1) representante de los alcaldes  
locales; el Director de la CAR; el delegado departamental para Cundinamarca del  
Plan Nacional de Rehabilitación, y dos (2) representantes de cada una de las  
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organizaciones de base que representan a las Comunidades Negras definidas en el  
artículo 2° numeral 5° de la Ley 70 de 1993 en el Distrito Capital. El Delegado  
Departamental para Cundinamarca del Plan Nacional de Rehabilitación ejercerá  
además de la Secretaría Técnica de la respectiva Comisión. 
 
Paráfrago 2° Para efectos del nombramiento de delegados a las Comisiones  
Consultivas Departamentales, la Secretaría Técnica de la Comisión Consultiva de  
Alto Nivel, llevará un registro y expedirá las constancias que acrediten a las  
organizaciones de las Comunidades Negras que correspondan a los parámetros  
establecidos en el numeral 5 del artículo 2 de la Ley 70 de 1993 y los raizales  
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, atendiendo a su representatividad  
étnica y respetando las dinámicas regionales. 
 
Paráfrago 3° En todo caso, la designación de los representantes de las  
Comunidades Negras y de los raizales de San Andrés, Providencia y Santa  
Catalina podrá ser revocada por la organización que la realizó. 
 
Paráfrago 4° Las Comisiones Consultivas Departamentales podrán invitar a sus  
sesiones a los servidores públicos del orden departamental o municipal y a las  
demás personas que considere pueden contribuir en el adecuado desarrollo de sus  
funciones. 

 
Artículo 7° Funciones. Las Comisiones Consultivas Departamentales constituirán  
escenarios de diálogo y búsqueda de acuerdos en torno a proyectos de desarrollo  
regionales, de búsqueda de soluciones a los problemas y conflictos que se  
presenten en el respectivo Departamento y afecten a las Comunidades Negras y  
de apoyo a la divulgación y aplicación de los avances de la Ley 70 de 1993,  
todo ello dentro del marco y sin detrimento de la autonomía de la  
administración pública y de la utilización de los mecanismos de participación  
ciudadana. Constituirán así mismo las Comisiones Consultivas Departamentales  
espacios de interlocución entre las instancias territoriales y nacionales para  
transmitir a estas últimas, a través de la Comisión Consultiva de Alto Nivel,  
los asuntos regionales que sean de competencia de la Nación y que requieran de  
su atención. 
 
Artículo 8°- Funcionamiento. Cada Comisión Consultiva Departamental y la del  
Distrito Capital de Santafé de Bogotá, en su caso, establecerá en un reglamento  
interno aprobado por las autoridades departamentales o distritales, según sea  
el caso, y por los representantes de las organizaciones de base de las  
Comunidades Negras o de los raizales de San Andrés, Providencia y Santa  
Catalina, sus reglas de funcionamiento, y determinará en el mismo las  
condiciones y épocas para sesionar y la manera de realizar las convocatorias. 
 
Artículo 9° Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de las Comisiones  
Consultivas Departamentales será ejercida por los delegados departamentales o  
coordinadores zonales del Plan Nacional de Rehabilitación. En San Andrés,  
Providencia y Santa Catalina la Secretaría Técnica será designada por la  
gobernación respectiva. 
 
 
CAPITULO III  DISPOSICIONES FINALES 
 
Artículo 10. Carácter y domicilio de las comisiones. La Comisión Consultiva de  
Alto Nivel y las Comisiones Consultivas Departamentales tendrán carácter  
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permanente y su domicilio principal, en su orden, estará ubicado en la ciudad  
de Santafé de Bogotá, D.C., y en el municipio que señale cada reglamento de las  
Comisiones Consultivas Departamentales, pero podrán sesionar en cualquier lugar  
del país o del Departamento respectivo. 
 
Artículo 11. Vigencia. El presente Decreto comienza a regir en la fecha de su  
publicación.  
 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 30 de junio de 1994. 
 
CESAR GAVIRIA TRUJILLO 
 
El Ministro de Gobierno, 
 
Fabio Villegas Ramírez. 
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DECRETO NUMERO 1745 DE 1995 
(octubre 12) 

 
Por el cual se reglamenta el Capítulo III de la Ley 70 de 1993, se adopta el procedimiento para el 
reconocimiento del derecho a la propiedad colectiva de las "Tierras de las Comunidades Negras" y se 
dictan otras disposiciones. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, 
en especial las que le confiere el numera 11 del artículo 189 de la Constitución Política, y 
 

CONSIDERANDO 
 
Que es deber del Estado reconocer y proteger la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana, 
para lo cual debe propender por el reconocimiento, protección y desarrollo autónomo de las culturas y 
de las personas que la conforman; 
 
Que el inciso segundo del artículo 13 de la Constitución Nacional establece que el Estado debe 
promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptar medidas en favor de 
grupos discriminados o marginados; 
 
Que de conformidad con la Ley 70 de 1993 y en cumplimiento de la función social y ecológica de la 
propiedad, se reconoce a las Comunidades Negras el derecho a la propiedad colectiva de las tierras 
baldías que han venido ocupando en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del 
Pacífico, y en otras zonas del país, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 1º 
de esa ley; 
 
Que de conformidad con el artículo 5º de la Ley 70 de 1993, para recibir en propiedad colectiva las 
tierras titulables, cada comunidad deber formar un Consejo Comunitario, de acuerdo con los 
requisitos que reglamente el Gobierno Nacional; 
 
Que de conformidad con los Artículos 8º y 17 de la Ley 70 de 1993, se conformará una Comisión 
integrada por el Ministerio del Medio Ambiente, el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, 
y el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi", IGAC, con el objeto de evaluar técnicamente las 
solicitudes para la adjudicación de Tierras de las Comunidades Negras y para emitir concepto previo 
sobre las solicitudes de aprovechamiento, exploración y explotación de los recursos naturales en 
ellas; 
 
Que uno de los fines esenciales del Estado es facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación, como lo disponen el 
artículo 2º de la Constitución Política, la Ley 21 de 1991 y demás normas vigentes sobre la materia. 
 
Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 60 de la Ley 70 de 1993: "La reglamentación de la 
presente ley se hará teniendo en cuenta las recomendaciones de las comunidades beneficiarias de 
ella a través de la Comisión Consultiva a que se refiere la presente ley"; 
 
Que la Comisión Consultiva de Alto Nivel, de la cual hacen parte representantes de las comunidades 
negras, en sesión del día 16 de junio del presente año, acogió el texto de reglamentación del Capítulo 
III de la Ley 70 de 1993 que por el presente Decreto se adopta. 
 

DECRETA: 
 

CAPITULO I 
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PRINCIPIOS Y AMBITO DE APLICACION 

 
Artículo 1º.  Principios. El presente Decreto se fundamenta en los principios y derechos de que trata 
la Constitución Política y las leyes 70 de 1993 y 21 de 1991, y dará aplicación a los principios de 
eficacia, economía y celeridad, con el objeto de lograr la oportuna efectividad de los derechos 
reconocidos en dichas normas. 
 
Artículo 2º.  Ámbito de la aplicación. El presente Decreto se aplicará en las zonas señaladas en la 
Ley 70 de 1993. 
 

CAPÍTULO II 
 

DE LOS CONSEJOS COMUNITARIOS 
 
Artículo 3º.  Definición. Una comunidad negra podrá constituirse en Consejo Comunitario, que como 
persona jurídica ejerce la máxima autoridad de administración interna dentro de las Tierras de las 
Comunidades Negras, de acuerdo con los mandatos constitucionales y legales que lo rigen y los 
demás que le asigne el sistema de derecho propio de cada comunidad. 
 
En los términos del numeral 5º, artículo 2º de la Ley 70 de 1993, Comunidad Negra es el conjunto de 
familias de ascendencia afrocolombiana que poseen una cultura propia, comparten una historia y 
tienen sus propias tradiciones y costumbres dentro de la relación campo-poblado, que revelan y 
conservan conciencia e identidad que las distinguen de otros grupos étnicos. 
 
Al Consejo Comunitario lo integran la Asamblea General y la Junta del Consejo Comunitario. 
 
Artículo 4º.  La Asamblea General. Para los efectos del presente Decreto, la Asamblea General es la 
máxima autoridad del Consejo Comunitario y estará conformada por las personas reconocidas por 
éste, de acuerdo con su sistema de derecho propio y registradas en el censo interno. 
 
La Asamblea se reunirá ordinariamente cada año para la toma de decisiones, para el seguimiento y 
evaluación de las labores de la Junta del Consejo Comunitario y para tratar temas de interés general 
y, extraordinariamente, cuando vaya a solicitar el título colectivo o cuando lo estime conveniente. 
 
La Asamblea en la cual se elija la primera Junta del Consejo Comunitario, será convocada por las 
organizaciones comunitarias existentes reconocidas por la comunidad. En adelante, convoca la Junta 
del Consejo Comunitario, si ésta no lo hiciera oportunamente, lo hará la tercera parte de los miembros 
de la Asamblea General de acuerdo con el sistema de derecho propio de la misma. Las convocatorias 
deberán hacerse con un mínimo de treinta (30) días de anticipación. 
 
La toma de decisiones en la Asamblea General del Consejo Comunitario se hará, preferiblemente, por 
consenso. De no lograrse éste, se procederá a decidir por la mayoría de los asistentes. 
 
Artículo 5º.  Quórum de la Asamblea General. El quórum mínimo para sesionar la Asamblea General 
será de la mitad más uno de sus integrantes. En el evento de no existir quórum en la fecha y hora 
convocadas, los asistentes podrán fijar fecha y hora para una nueva Asamblea, la cual sesionará con 
la tercera parte de los asambleístas reconocidos y registrados en el censo interno. 
 
Artículo 6º.  Funciones de la Asamblea General: 
 
1. Nombrar las personas que la presidan, las cuales deberán ser diferentes a los miembros de la 
Junta del Consejo Comunitario. 
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2. Elegir los miembros de la Junta del Consejo Comunitario y revocar su mandato de acuerdo con el 
reglamento que establezca la Asamblea. 
 
3. Determinar el régimen de inhabilidades, incompatibilidades y disciplinario de la Junta del Consejo 
Comunitario. 
 
4. Aprobar el reglamento de usos y traspasos del usufructo de las tierras asignadas a los individuos o 
a las familias, cumpliendo las condiciones previstas en el artículo 7º de la Ley 70 de 1993 y de 
acuerdo con el sistema de derecho propio de la comunidad. 
 
5. Aprobar o improbar los planes de desarrollo económico, social y cultural que formule la Junta del 
Consejo Comunitario. 
 
6. Decidir sobre las temas que por mandato de este decreto y los reglamentos internos de la 
comunidad sean de su competencia. 
 
7. Aprobar la delimitación de las Tierras de las Comunidades Negras que serán solicitadas en 
propiedad colectiva, con base en la propuesta formulada por la Junta del Consejo Comunitario. 
 
8. Proponer mecanismos y estrategias de resolución de conflictos de acuerdo con las costumbres 
tradicionales de la comunidad. 
 
9. Reglamentar y velar por la aplicación de normas del sistema de derecho propio de las 
comunidades negras. 
 
10. Determinar mecanismos internos que fortalezcan la identidad étnico-cultural y que promuevan la 
organización comunitaria. 
 
11. Velar por el aprovechamiento y conservación de los recursos naturales de conformidad con la 
legislación ambiental y las prácticas tradicionales de producción y demás que garanticen el manejo 
sustentable de los recursos naturales. 
 
12. Elegir al representante legal de la comunidad, en cuanto persona jurídica. 
 
13. Darse su propio reglamento. 
 
Artículo 7º.  La Junta del Consejo Comunitario. La Junta del Consejo Comunitario es la autoridad de 
dirección, coordinación, ejecución y administración interna de la comunidad que ha conformado un 
Consejo Comunitario para ejercer las funciones que le atribuye la Ley 70 de 1993, sus decretos 
reglamentarios y las demás que le asigne el sistema de derecho propio de la comunidad. Sus 
integrantes son miembros del Consejo Comunitario, elegidos y reconocidos por éste. 
 
Artículo 8º.  Conformación y período de la Junta del Consejo Comunitario. El período de la Junta del 
Consejo Comunitario vence el 31 de diciembre de cada tres (3) años a partir del primero de enero de 
1996. 
 
Debe ser representativa y será conformada teniendo en cuenta las particularidades de cada 
comunidad negra, sus estructuras de autoridad y la organización social de las mismas. 
 
Artículo 9º.  Elección. La elección de los miembros de la Junta del Consejo Comunitario se hará por 
consenso. En caso de no darse, se elegirá por mayoría de los asistentes a la Asamblea General del 
Consejo Comunitario. La elección se llevará a cabo en la primera quincena del mes de diciembre, de 
la cual se dejará constancia en el acta respectiva. 
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Sus miembros sólo podrán ser reelegidos por una vez consecutiva. 
 
Parágrafo 1º.  Las Actas de Elección de la Junta del Consejo Comunitario se presentarán ante el 
alcalde municipal donde se localice la mayor parte de su territorio, quien la firmará y registrará en un 
libro que llevará para tal efecto, en un término no mayor de cinco (5) días. Dicha acta constituirá 
documento suficiente para los efectos de representación legal. 
 
La Alcaldía Municipal enviará copia de las actas a los Gobernadores y alcaldes de las entidades 
territoriales involucradas y a la Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del 
Interior. 
 
Parágrafo 2º.  La Alcaldía Municipal respectiva resolverá en primera instancia sobre las solicitudes de 
impugnación de los actos de elección de que trata el presente artículo, las cuales deberán ser 
presentadas dentro de los dos (2) meses siguientes a dicha elección. 
 
La Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior conocerá en 
segunda instancia las solicitudes de impugnación y se hará seguimiento a los procedimientos y 
trámites que sobre esta materia se adelanten ante el tribunal Contencioso Administrativo competente. 
 
Artículo 10.  Requisitos para ser elegido miembro de la Junta del Consejo Comunitario. 
 
1. Pertenecer a la comunidad negra respectiva. 
 
2. Ser nativo del territorio de la comunidad para la cual se elige, reconocido por ésta y registrado en el 
censo interno, o tener residencia permanente por un período no inferior a diez (10) años y haber 
asumido las prácticas culturales de la misma. 
 
3. No estar desempeñando cargos públicos con excepción de la labor docente. 
 
4. Ser mayor de edad y ciudadano en ejercicio. 
 
5. Las que definan los reglamentos internos de las comunidades, que no sean contrarias a la 
Constitución y la Ley. 
 
Artículo 11.  Funciones de la Junta del Consejo Comunitario. Son funciones de la Junta del Consejo 
Comunitario, entre otras, las siguientes. 
 
1. Elaborar el informe que debe acompañar la solicitud de titulación, según lo dispuesto en los 
artículos 8º y 9º de la Ley 70 de 1993. 
 
2. Presentar a la Asamblea General del Consejo Comunitario, para su aprobación, la propuesta de 
delimitación del territorio que será solicitado en titulación colectiva. 
 
3. Diligenciar ante el Incora la titulación colectiva de las tierras de la comunidad negra respectiva. 
 
4. Velar por la conservación y protección de los derechos de la propiedad colectiva y por la integridad 
de los territorios titulados a la comunidad. 
 
5. Ejercer el gobierno económico de las Tierras de las Comunidades Negras según sus sistemas de 
derecho propio y la legislación vigente. 
 
6. Delimitar y asignar en usufructo áreas de uso y aprovechamiento individual, familiar y comunitario 
en el territorio titulado colectivamente, reconociendo las que han venido ocupando tradicionalmente y 
con base en el reglamento que expida la Asamblea General del Consejo Comunitario. 
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7. Presentar y gestionar planes de desarrollo para su comunidad, previa autorización de la Asamblea 
General del Consejo Comunitario. 
 
8. Crear y conservar el archivo de la comunidad, llevar libros de actas, cuentas y de registro de las 
áreas asignadas y los cambios que al respecto se realicen; y hacer entrega de esta información a la 
siguiente Junta del Consejo Comunitario al finalizar su período. 
 
9. Presentar a consideración de la Asamblea General del Consejo Comunitario, para su aprobación, 
el reglamento de administración territorial y manejo de los recursos naturales, y velar por su 
cumplimiento. 
 
10. Administrar, con base en el reglamento y las normas vigentes, el uso, aprovechamiento y 
conservación de los recursos naturales, y concertar la investigación en las Tierras de las 
Comunidades Negras. 
 
11. Presentar, concertar, ejecutar y hacer seguimiento a proyectos y programas con entidades 
públicas y privadas para el desarrollo económico, social y cultural de su comunidad. 
 
12. Hacer de amigables componedores en los conflictos internos, ejercer funciones de conciliación en 
equidad y aplicar los métodos de control social propios de su tradición cultural. 
 
13. Propender por el establecimiento de relaciones de entendimiento intercultural. 
 
14. Citar a reuniones ordinarias y extraordinarias de la Asamblea General del Consejo Comunitario. 
 
15. Determinar mecanismos de coordinación con las diferentes autoridades, con otras comunidades y 
con grupos organizados existentes en la comunidad. 
 
16. Darse su propio reglamento y establecer las funciones de cada uno de sus miembros. 
 
17. Las demás que le fije la Asamblea General del Consejo Comunitario y el reglamento interno. 
 
Artículo 12.  Funciones del Representante Legal del Consejo Comunitario. Son funciones del 
Representante Legal del Consejo Comunitario, entre otras, las siguientes: 
 
1. Representar a la comunidad, en cuanto persona jurídica. 
 
2. Presentar ante el Incora, previo aval de la Asamblea General y de la Junta del Consejo 
Comunitario, la solicitud de titulación colectiva del territorio de la comunidad que representa. 
 
3. Presentar, ante la autoridad ambiental competente y ante el Ministerio de Minas y Energía, las 
solicitudes de aprovechamiento, exploración y explotación de recursos naturales, en beneficio de la 
comunidad, previa aprobación de la Junta del Consejo Comunitario; exceptuándose, los usos por 
ministerio de la Ley, respecto de los recursos naturales renovables. 
 
4. Las demás que le asigne la ley y el reglamento interno. 
 
5. Previa aprobación de la Junta del Consejo Comunitario, celebrar convenio o contratos y administrar 
los beneficios derivados de los mismos. 
 

CAPITULO III 
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DE LA COMISION TECNICA 
 
Artículo 13.  Conformación, carácter y sede. Para los efectos de la aplicación de los artículos 8º y 17 
de la Ley 70 de 1993, en un término improrrogable de treinta (30) días a partir de la vigencia del 
presente Decreto, el Ministro del Medio Ambiente, el Gerente General del Instituto Colombiano de la 
Reforma Agraria, Incora, y el Director General del Instituto Geográfico "Agustín Codazzi", IGAC, 
designarán los funcionarios de las respectivas entidades que la integran. 
 
La Comisión tiene carácter técnico y transitorio, con sede en la capital de la República y puede 
sesionar en cualquier lugar del ámbito de aplicación del presente Decreto, cuando las circunstancias 
lo ameriten. 
 
Artículo 14.  Unidades de apoyo de la Comisión Técnica. Para mayor operatividad, se integrarán 
Unidades de Apoyo conformadas por funcionarios designados tanto por el ministro, los gerentes o 
directores de las entidades que hacen parte de la Comisión Técnica, como por el Director General de 
la Corporación Autónoma Regional competente. 
 
A las Unidades de Apoyo les corresponde, de manera subsidiaria, allegar la información y realizar las 
diligencias que la Comisión Técnica considere necesarias para hacer la evaluación y emitir los 
conceptos de que trata la ley. 
 
En ningún caso estas Unidades de Apoyo están facultadas para emitir el concepto previo a qye hacen 
referencia los artículos 8º y 17 de la Ley 70 de 1993. 
 
Parágrafo.  Cuando las solicitudes traten sobre recursos naturales no renovables, harán parte de las 
Unidades de Apoyo funcionarios designados por el Ministro de Minas y Energía. 
 
Artículo 15.  Funciones de la Comisión Técnica. En territorios ocupados por una comunidad negra, 
en los términos que establece la Ley 70 de 1993, y hasta tanto no se le haya adjudicado a ésta en 
debida forma la propiedad colectiva, a la Comisión le corresponde: 
 
1. Evaluar técnicamente y emitir concepto previo sobre. 
 
a) Las solicitudes de titulación colectiva de las Tierras de las Comunidades Negras; 
 
b) El otorgamiento de licencia ambiental, autorización, concesión o permiso para la ejecución de 
proyectos, obras o actividades que lo requieran y cuya competencia corresponda al Ministerio del 
Medio Ambiente, a las Corporaciones Autónomas Regionales, a las entidades territoriales o a 
cualquier otra autoridad del Sistema Nacional Ambiental; 
 
c) La celebración de cualquie contrato u otorgamiento de título que tenga por objeto el 
aprovechamiento de los recursos naturales; 
 
d) El acceso, por cualquier medio legal, a los recursos genéticos ubicados dentro del ámbito de 
aplicación de la Ley 70 de 1993. 
 
2. Determinar los límites del territorio que será otorgado mediante el título de propiedad colectiva, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 23 de este Decreto; 
 
3. Verificar que las solicitudes de titulación individual no se encuentran en territorios ocupados por una 
comunidad negra, y sean susceptibles de ser titulados colectivamente. 
 
Parágrafo 1º.  La entidad que recibe las solicitudes de que tratan los literales b), c) y d) del numeral 1º 
de este artículo deberá verificar preliminarmente si se encuentran dentro de un territorio susceptible 
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de ser titulado colectivamente a una comunidad negra y, en caso positivo, procederá a remitirlo a la 
Comisión Técnica para que emita el concepto respectivo. 
 
En todo caso, la comunidad involucrada podrá hacer valer sus derechos ante la entidad competente o 
ante la Comisión Técnica. 
 
Parágrafo 2º.  Se entiende como explotación de los recursos naturales el uso, aprovechamiento o 
comercialización de cualquier recurso natural renovable o no renovable, así como el acceso a los 
recursos genéticos. 
 
Para todos los casos señalados en los literales b), c) y d) del numeral 1ºdel presente artículo, se debe 
hacer, además, la consulta previa a la comunidad involucrada, de confomidad con lo dispuesto en el 
atículo 76 de la Ley 99 de 1993. 
 
Artículo 16.  Reglamento. La Comisión Técnica elaborará su reglamento, en un término máximo de 
dos (2) meses, contados a partir de la fecha de su instalación en el cual establecerá su procedimiento 
operativo. 
 

CAPITULO IV 
 
PROCEDIMIENTO DE TITULACION COLECTIVA A COMUNIDADES NEGRAS 
 
Artículo 17.  Competencia. De conformidad con lo establecido en la Ley 70 de 1993, la Ley 160 de 
1994 en sus disposiciones concordantes y el atículo 1º, inciso tercero, del Decreto 2664 de 1994, 
corresponde al Incora titular colectivamente tierras baldías a Comunidades Negras, en calidad de 
"Tierras de las Comunidades Negras". 
 
Artículo 18.  Areas adjudicables. Son adnjudicables las áreas ocupadas por la comunidad de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 2º de la Ley 70 de 1993, con especial consideración a la 
dinámica poblacional, sus prácticas tradicionales y las características particulares de productividad de 
los ecosistemas. 
 
Parágrafo.  Dentro del título colectivo podrán incluirse áreas tituladas individualmente con 
anterioridad a miembros de la comunidad respectiva si los interesados así lo solicitaren. 
 
Artículo 19.  Areas inadjudicables. Las titulaciones de que trata el presente Decreto comprenden. 
 
1. Los bienes de uso público. 
 
2. Las áreas urbanas de los municipios. 
 
3. Las tierras de resguardos indígenas. 
 
4. El subsuelo. 
 
5. Los predios de propiedad privada. 
 
6. Las áreas reservadas para la seguridad y defensa nacional. 
 
7. Las áreas del sistema de parques nacionales. 
 
8. Los baldíos que hubieren sido destinados por entidades públicas para adelantar planes viales u 
otros de igual significación para el desarrollo económico y social del país o de la región, previo 
cumplimiento de la legislación ambiental vigente. 
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9. Los baldíos que constituyan reserva territorial del Estado (Decreto 2664 de 1995, art. 9º, literal d). 
 
10. Los baldíos donde estén establecidas comunidades indígenas o que constituyan su hábitad (Ley 
160 de 1994, art. 69, inciso final), y 
 
11. Las reservas indígenas y los territorios tradicionales utilizados por pueblos indígenas nómadas y 
seminómadas o agricultores intinerantes para la caza, recolección u horticultura que se hallaren 
ubicados en zona de reserva forestal a la fecha de vigencia de la ley 160 de 1994 (Ley 160 de 1994, 
art. 85, parágrafos 5 y 6). 
 
Artículo 20.  Solicitud de titulación. Para iniciar el trámite de titulación colectiva de Tierras de las 
Comunidades Negras, la comunidad presentará por escrito la solicitud respectiva ante la regional del 
Incora correspondiente, a través de su representante legal, previa autorización de la Asamblea 
General del Consejo Comunitario. 
 
Se anexará copia del acta de elección de la Junta del Consejo Comunitario, con la constancia de 
registro del alcalde respectivo de que trata el artículo 9º de este Decreto; del acta donde se autoriza al 
representante legal para presentar dicha solicitud y del informe que debe contener los siguientes 
pasos: 
 
1. La descripción física del territorio que se solicita en titulación, indicando: 
 
a) Nombre de la comunidad o comunidades, ubicación, vías y medios de acceso; especificando 
departamento, municipio, corregimiento y veredas. 
 
b) Afirmación de ser baldío ocupado colectivamente por Comunidades Negras; 
 
c) Descripción general de los linderos con relación a los puntos cardinales, con su croquis respectivo, 
relacionando los nombres de las personas o comunidades colindantes y determinación aproximada 
del área; 
 
d) Composición física del área, señalando accidentes geográficos; 
 
2. Antecedentes etnohistóricos. narración histórica de cómo se formó la comunidad, cuáles fueron sus 
primeros pobladores, formas de organización que se han dado y sus relaciones socioculturales. 
 
3. Organización social: especificando relaciones de parentesco y formas de organización interna de la 
comunidad. 
 
4. Descripción demográfica de la comunidad: nombre de las comunidades beneficiarias y estimativo 
de la población que las conforman. 
 
5. Tenencia de la tierra dentro del área solicitada: 
 
a) Tipo de tenencia de personas de la comunidad; 
 
b) Formas de tenencia de personas ajenas a la misma. 
 
6. Situaciones de conflicto: problemas que existan por territorio o uso y aprovechamiento de los 
recursos naturales, indicando sus causas y posibles soluciones. 
 
7. Prácticas tradicionales de producción, especificando: 
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a) Formas de uso y aprovechamiento individual y colectivo de los recursos naturales; 
 
b) Formas de trabajo de los miembros de la comunidad; 
 
c) Otras formas de uso y apropiación cultural del territorio. 
 
Parágrafo.  El Incora podrá iniciar de oficio el trámite de titulación, para lo cual la Gerencia Regional 
solicitará por escrito, a la Junta del Consejo Comunitario respectivo, el informe de que trata este 
artículo, dando cumplimiento a lo establecido en el presente Decreto, e informará a la Dirección de 
Asuntos para las Comunidades Negras, al Instituto Colombiano de Antropología y a la Comisión 
Consultiva Departamental o regional respectiva, con el fin de que presten su colaboración en la 
elaboración del contenido de la solicitud. 
 
Artículo 21.  Iniciación del trámite y publicidad de la solicitud. Radicada la solicitud por el Incora, el 
Gerente Regional ordenará, en un plazo no superior a cinco (5) días, mediante auto iniciar las 
diligencias administrativas tendientes a la titulación de Tierras de las Comunidades Negras y hacer la 
publicación de la solicitud. Dentro de esta etapa se ordenarán las siguientes diligencias; 
 
1. Publicar la solicitud por una (1) vez, en emisora radial con sintonía en el lugar de ubicación del 
inmueble, o en su defecto, en la misma forma en un periódico de amplia circulación, en la región 
donde se encuentre ubicado el territorio solicitado en titulación. 
 
2. Fijar un término de cinco (5) días hábiles el aviso de la solicitud en un lugar visible y público de la 
alcaldía municipal, de la inspección de policía o del corregimiento, a los que corresponda el territorio 
solicitado en titulación y en la respectiva oficina del Incora que adelante el trámite. 
 
El aviso contendrá: 
 
a) El nombre de la comunidad peticionaria; 
 
b) El nombre del territorio solicitado en titulación colectiva; 
 
c) El carácter legal en el que se solicita la titulación; 
 
d) La extensión aproximada; 
 
e) Los linderos y nombres de los colindantes del inmueble. 
 
Parágrafo.  En el expediente se dejará constancia de las diligencias anteriores, debiendo agregarse 
los ejemplares de los avisos de la solicitud, la certificación expedida por el administrador de la emisora 
o el representante local o regional del diario, según el caso, debidamente autenticadas, y una 
constancia de autoridad competente en el caso de no existir oficinas de inspección de policía o 
corregidurías, si a ello hubiere lugar. 
 
Artículo 22.  Visita. Dentro de los diez (10) días siguientes de cumplida la publicación de la solicitud, 
el Gerente Regional del Incora expedirá la resolución mediante la cual se ordenará la visita a la 
comunidad, señalando la fecha, que no podrá exceder los sesenta (60) días contados a partir de la 
radicación de la solicitud, y los funcionarios que la efectuarán. Dicha resolución se notificará al 
representante legal del Consejo Comunitario interesado y al Procurador Delegado para Asuntos 
Ambientales y Agrarios, y contra ella no procede recurso alguno. Cuando aparezcan involucradas 
comunidades indígenas, deberá notificarse la visita a su representante legal. Además se notificará por 
edicto el cual deberá contener la naturaleza del trámite administativo, el nombre de la comunidad 
solicitante, la denominación, ubicación, linderos y colindantes del bien solicitado en titulación y la 
fecha señalada para la práctica de la visita. El edicto se fijará en un lugar visible y público de la 



 34 

correspondiente oficina del Incora, de la alcaldía municipal y del corregimiento o inspección de policía, 
por un término de cinco (5) días hábiles que se comenzarán a contar desde la primera hora hábil del 
respectivo día que se fije, y se desfijará al finalizar la hora laborable del correspondiente despacho. 
Los originales se agregarán al expediente. 
 
La visita tendrá como fin: 
 
1. Delimitar el territorio susceptible de titularse como Tierras de las Comunidades Negras. 
 
2. Recopilar la información sociocultural, histórica y económica del grupo en estudio. 
 
3. Realizar el censo de la población negra que incluya familias y personas por edad, sexo y tiempo de 
permanencia en el territorio. 
 
4. Determinar terceros ocupantes del territorio dentro de las Tierras de las Comunidades Negras, 
señalando: ubicación, área, explotación, tiempo de ocupación y tenencia de la tierra. 
 
5. Concertar con los habitantes de la zona la delimitación de las Tierras de las Comunidades Negras. 
 
Parágrafo 1º.  De la visita se levantará un acta firmada por los funcionarios, el representante legal del 
Consejo Comunitario y los terceros interesados que se hagan presentes en la misma, en la cual se 
consignarán sucintamente los anteriores aspectos y las constancias que las partes consideren 
pertinentes. 
 
Parágrafo 2º.  En el evento de encontrarse que dentro del territorio solicitado en titulación colectiva 
habitan dos o más comunidades negras, indígenas u otras, se adelantará un proceso de concertación 
para la delimitación del territorio de cada una de ellas, de lo cual se dejará constancia en el acta 
correspondiente. 
 
Si en el plazo de un mes después de haberse firmado el acta, se logra un acuerdo entre las 
comunidades, estas deberán informar de ello a la oficina respectiva del Incora para que se continúe 
con el proceso de titulación. 
 
En caso de no llegarse a un acuerdo entre las comunidades, se deberá conformar una comisión mixta 
con representantes de las comunidades involucradas y sus organizaciones, el Incora, la Dirección de 
Asuntos para las Comunidades Negras y cuando sea pertinente la Dirección de Asuntos Indígenas, 
para que en un término de noventa (90) días se proceda a definir la delimitación del respectivo 
territorio. 
 
Artículo 23. Informe técnico de la visita. En un término no mayor de treinta (30) días hábiles después 
de concluida la visita, los funcionarios que la practicaron deberán rendir un informe técnico que 
contenga los siguientes aspectos. 
 
1. Nombre, ubicación y descripción del área física, determinando la calidad de los suelos y zonas 
susceptibles de aprovechamiento agropecuario, minero y forestal. 
 
2. Aspectos etnohistóricos de la comunidad. 
 
3. Descripción sociocultural. 
 
4. Descripción demográfica (censo y listado de personas y familias). 
 
5. Aspectos socioeconómicos. 
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6. Tenencia de la tierra: 
 
a) Características de la tenencia; 
 
b) Tipo de explotación. 
 
7. Plano y linderos técnicos del área que será otorgada mediante el título de propiedad colectiva. 
 
8. Estudio de la situación jurídica de los territorios objeto de titulación. 
 
9. Alternativas con miras a solucionar los problemas de tenencia de tierra de los campesinos de 
escasos recursos económicos que resulten afectados con la titulación del territorio a la comunidad 
negra. 
 
10. Otros aspectos que se consideren de importancia. 
 
11. Conclusiones y recomendaciones. 
 
Parágrafo 1º.  El Incora realizará por medio de funcionarios de su dependencia, o con personas 
naturales o jurídicas vinculadas por contrato, el plano a que hace referencia este artículo. Podrá 
además aceptar planos aportados por la comunidad o elaborados por otros organismos públicos o 
privados, siempre que se ajusten a las normas técnicas expedidas por la Junta Directiva del Incora. 
 
Parágrafo 2º.  El Incora hará entrega de una copia del informe técnico de la visita a la Junta del 
Consejo Comunitario respectivo en un término no superior a treinta (30) días, contados a partir de su 
presentación. 
 
Artículo 24.  Oposición a la titulación colectiva. A partir del auto que acepta la solicitud de titulación 
colectiva, y hasta el momento de la fijación del negocio en lista, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 27 del presente Decreto quienes se crean con derecho, conforme a la ley, podrán formular 
oposición a la titulación, acompañando al escrito respectivo la prueba en que funden su pretensión. 
Vencido dicho término, precluye la oportunidad para oponerse a la solicitud de titulación. 
 
Artículo 25.  Trámite de la oposición. Con base en el memorial de oposición y las pruebas que 
presente el opositor, el Incora ordenará dar traslado al representante legal de la comunidad 
peticionaria y al Procurador Agrario por tres (3) días, para que formulen las alegaciones 
correspondientes, soliciten la práctica de las pruebas que pretendan hacer valer y adjunten los 
documentos pertinentes. 
 
Vencido el término del traslado, se decretarán las pruebas que fueren admisibles o las que el Incora 
de oficio considere necesarias, para lo cual se señalará un término de diez (10) días hábiles. 
 
Vencido el término probatorio y practicadas las pruebas en que se funde la oposición, se procederá a 
resolver sobre la misma. 
 
Artículo 26.  Resolución de la oposición. Cuando el opositor alegare que el inmueble objeto de la 
solicitud de titulación es de propiedad privada, o reclame dominio sobre el mismo, total o 
parcialmente, deberá aportar las pruebas que para el efecto exija el régimen legal vigente, y en la 
inspección ocular que se practique en el trámite de oposición, se procederá a verificar si el predio 
cuya propiedad demanda el opositor se halla incluido en todo o en parte dentro del territorio solicitado 
en titulación, así como a establecer otros hechos o circunstancias de las que pueda deducirse su 
dominio. 
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Si de los documentos aportados por el opositor y demás pruebas practicadas no llegare a acreditarse 
propiedad privada, conforme a lo exigido en las normas citadas en el inciso anterior, se rechazará la 
oposición y se continuará el procedimiento. 
 
Artículo 27.  Revisión previa al concepto de la Comisión Técnica. Recibido el informe técnico del 
funcionario que realizó la visita, y elaborado el plano respectivo, el Incora verificará la procedencia 
legal de la titulación colectiva y fijará el negocio en lista por cinco (5) días hábiles en la oficina del 
Incora que adelante el procedimiento, y mediante auto ordenará enviar el expediente a la Comisión 
Técnica. 
 
Artículo 28.  Evaluación de las solicitudes y determinación de los límites del territorio por parte de la 
Comisión Técnica. La Comisión Técnica de que trata el artículo 13 de este Decreto, con base en la 
solicitud presentada, el informe del Consejo Comunitario y las diligencias adelantadas por el Incora, 
hará la evaluación técnica de la solicitud y determinará los límites del territorio que será otorgado 
mediante el título de propiedad colectiva a la comunidad negra correspondiente. 
 
Si con los documentos señalados anteriormente no hay suficientes elementos de juicio para que la 
Comisión Técnica haga la evaluación, ésta podrá realizar por sí o por intermedio de las Unidades de 
Apoyo las diligencias que considere convenientes o solicitar a las entidades públicas y privadas que 
aporten las pruebas que estime necesarias. 
 
En todo caso la evaluación deberá realizarse en un término de treinta (30) días contados a partir del 
momento en que reciba el expediente de parte del Incora. Si hubiere lugar a la realización de pruebas 
adicionales este término se contará a partir de la obtención de las mismas. 
 
Artículo 29.  Resolución constitutiva. Dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de recibo del 
concepto de la Comisión Técnica, del Incora, mediante resolución motivada, titulará en calidad de 
Tierras de las Comunidades Negras, los territorios baldíos ocupados colectivamente por la respectiva 
comunidad. 
 
Dicha providencia contendrá, entre otros, los siguientes puntos: 
 
1. Designación de la comunidad beneficiaria. 
 
2. Ubicación, área y linderos del territorio que se titula a la comunidad negra. 
 
3. Carácter y régimen legal de las Tierras de las Comunidades Negras. 
 
4. Nombre de terceros encontrados en el momento de la vista dentro del terreno que se titula, tiempo 
de posesión y tipo de explotación. 
 
5. Indicación de las principales normas especiales que regulan la propiedad y administración de las 
Tierras de las Comunidades Negras, así como las normas generales relacionadas con la 
conservación de los recursos naturales y demás que determinan la legislación ambiental y la Ley 70 
de 1993. 
 
Parágrafo 1º.  Si concluido el trámite se establece que no se dan los requisitos señalados por la Ley 
70 de 1993 para decretar tal titulación, el Incora así lo declarará mediante resolución motivada. 
 
Parágrafo 2º.  Esta providencia se notificará al representante legal del Consejo Comunitario y al 
Procurador Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios, y contra ella proceden los recursos de 
ley. 
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Artículo 30.  Publicación y registro. Las resoluciones a que se refieren los artículos precedentes, se 
publicarán en el DIARIO OFICIAL y por una vez en un medio de comunicación de amplia difusión en 
el lugar donde se realiza la titulación y se inscribirá, en un término no mayor de diez (10) días, en la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente al lugar de ubicación del territorio 
titulado. El Registrador devolverá al Incora el original y una copia de la resolución, con la 
correspondiente anotación de su registro. 
 
Artículo 31.  Gratuidad. Los servicios de titulación colectiva en favor de las comunidades negras de 
que trata el presente Decreto, por mandato de la Ley 70 de 1993, serán gratuitos y por la inscripción y 
publicación de las resoluciones de titulación que expida el Incora no se cobrará derecho alguno. 
 

CAPITULO V 
 

MANEJO Y ADMINISTRACION DE LAS TIERRAS TITULADAS 
 
Artículo 32.  Manejo y administración. El territorio titulado como Tierras de las Comunidades Negras 
será manejado y administrado por la Junta del Consejo Comunitario con base en el reglamento 
interno aprobado por la Asamblea General. La Junta del Consejo Comunitario deberá establecer 
mecanismos de administración y manejo que garanticen la equidad y justicia en el reconocimiento y 
asignación de áreas de trabajo para las familias, que evite la concentración de las tierras en pocas 
manos y que permita un aprovechamiento sostenible de los recursos naturales del cual se beneficien 
todos los integrantes de la comunidad, en cumplimiento de la función social y ecológica de la 
propiedad, conforme se reglamente el Capítulo IV de la ley 70 de 1993. 
 
El reglamento deberá considerar una distribución equitativa de las zonas agrícolas, forestales, 
mineras y de los recursos hidrobiológicos, respetando las áreas que al momento de la visita sean 
usufructuadas por cada familia, reservando sectores para adjudicaciones futuras, y cumpliendo con 
las disposiciones legales vigentes y el sistema de derecho propio de las comunidades. 
 
Artículo 33.  Enajenación. Solo podrán enajenarse el usufructo sobre las áreas correspondientes a 
un grupo familiar o a un miembro de la comunidad por parte del titular o titulares de este derecho con 
la aprobación de la junta del Consejo Comunitario por las causas establecidas en la Ley 70 de 1993 y 
en el reglamento interno del Consejo Comunitario. 
 
El ejercicio del derecho preferencial de adquisición de usufructo únicamente podrá recaer en otro 
miembro de la comunidad respectiva o en su defecto en otro miembro del grupo étnico con el 
propósito de preservar la integridad de las Tierras de las Comunidades Negras y la entidad cultural de 
las mismas. 
 
Artículo 34.  Poseedores de mala fe. Las ocupaciones que se adelanten por personas no 
pertenecientes al grupo étnico negro sobre las tierras adjudicadas en propiedad colectiva a las 
Comunidades Negras de que trata la Ley 70 de 1993 no darán derecho al interesado para obtener la 
titulación ni el reconocimiento de mejoras y para todos los efectos legales se considerará como 
poseedor de mala fe. 
 

CAPITULO VI 
 
PROCEDIMIENTO PARA LA EMISION DEL CONCEPTO PREVIO POR PARTE DE LA COMISION 
TECNICA, PARA EL TRAMITE DE LICENCIAS, CONCESIONES, AUTORIZACIONES Y 
EXPLOTACION DE LOS RECURSOS NATURALES Y ACCESO A LOS RECURSOS GENETICOS 
 
Artículo 35.  Elementos básicos para el concepto previo. La Comisión Técnica deberá verificar. 
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1. Si el proyecto objeto de la solicitud de otorgamiento de licencia ambiental, concesión, permiso, 
autorización o de celebración de contratos de aprovechamiento y explotación de los recursos 
naturales y genéticos, se encuentran en zonas susceptibles de ser tituladas como Tierras de 
Comunidades Negras, a fin de hacer efectivo el derecho de prelación de que trata la ley. 
 
2. Si el proyecto se encuentra dentro de las áreas señaladas en el artículo 6º de la Ley 70 de 1993. 
 
3. Si el proyecto trata de especies vedadas o prohibidas, de acuerdo con la legislación vigente. 
 
4. Los demás que la Comisión Técnica considere conveniente. 
 
Artículo 36.  Procedimiento. A partir de la vigencia del presente Decreto, la autoridad ambiental o 
minera competente, hará llegar a la Comisión un concepto técnico preliminar, en un término no 
superior a treinta (30) días siguientes a la admisión de la solicitud. 
 
Recibida la información anterior, la Comisión procederá a solicitar a las entidades o autoridades las 
pruebas e informaciones pertinentes que deberán serle remitidas en un plazo no mayor de treinta (30) 
días, so pena de causal de mala conducta. La Comisión Técnica emitirá concepto en un término no 
superior a sesenta (60) días, contados a partir de la fecha de recibo de la solicitud por parte de la 
misma y procederá a remitirlo a la entidad competente para que se surta el trámite respectivo. 
 
Parágrafo transitorio.  Todas aquellas solicitudes de permisos, concesiones, autorizaciones, licencias 
ambientales y títulos mineros que se encuentren pendientes de decidir al momento de la expedición 
de este Decreto, se tramitarán por el procedimiento establecido en el mismo y deberán ser resueltas 
con prioridad a cualquier otra solicitud. 
 
Artículo 37.  Derecho preferencial de aprovechamiento de los recursos naturales. Cuando la 
Comisión Técnica determine que las solicitudes de otorgamiento de licencias, permisos, concesiones 
o autorizaciones de aprovechamiento de recursos naturales renovables, se presentan sobre tierras 
susceptibles de ser tituladas colectivamente a Comunidades Negras, solo podrán ser otorgadas en 
beneficio de la comunidad respectiva, previo cumplimiento del procedimiento establecido en este 
Decreto, a través del Consejo Comunitario, o en caso de no haberse conformado este, de los 
representantes de las comunidades negras involucradas. 
 
Para el caso de las solicitudes de exploración y explotación minera, una vez la Comisión Técnica 
verifique que se encuentra en territorio susceptible de ser titulado como Tierras de las Comunidades 
Negras, la Comisión Técnica informará, por escrito, al Consejo Comunitario respectivo o en caso de 
no haberse constituido éste, a los representantes de las comunidades involucradas, para posterior 
ejercicio del derecho de prelación a que se refiere el artículo 27 de la Ley 70 de 1993. 
 
Artículo 38.  Obligatoriedad del concepto. El concepto técnico favorable no obliga a la entidad 
encargada de resolver la solicitud, pero si fuere desfavorable no podrá concederse la licencia, 
concesión, permiso o autorización al peticionario. 
 

CAPITULO VII 
 

DISPOSICIONES VARIAS 
 
Artículo 39.  Apoyo a la identificación de zonas con condiciones similares. El Gobierno Nacional 
apropiará los recursos necesarios para que las organizaciones de base de comunidades negras 
identifiquen las zonas con condiciones similares a que se refiere el artículo 1º de la Ley 70 de 1993 y 
para que desarrollen los procesos de investigación y consulta concernientes a precisar la realidad 
territorial, económica, sociocultural y ambiental de las comunidades negras en dichas áreas. 
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Artículo 40.  Fomento al desarrollo. Con miras a propender por el desarrollo económico, social, 
cultural y ambiental de las comunidades negras de que trata este Decreto, las entidades integrantes 
del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, creado por la Ley 160 de 
1994, adoptarán programas especiales para dar cumplimiento a las actividades de que trata el 
artículo 3º de la misma ley. 
 
Los planes, programas y proyectos de desarrollo económico, social, cultural y ambiental de los 
Consejos Comunitarios se incluirán y armonizarán con los planes de desarrollo de los entes 
territoriales respectivos. 
 
Artículo 41.  Apoyo al proceso organizativo de las comunidades negras. El Estado, a través de la 
Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior y las demás entidades 
competentes, garantizará las condiciones para que las comunidades beneficiarias del presente 
Decreto se organicen con miras a acceder a la titulación colectiva y propendan por su desarrollo 
social y cultural. 
 
Artículo 42.  Divulgación. La Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del 
Interior y las demás entidades competentes, a través de los medios de comunicación, de las 
Corporaciones Autónomas Regionales, de las alcaldías municipales, de las organizaciones de base 
de las comunidades negras y, en general, de todos los sectores sociales existentes en territorios de 
comunidades negras, divulgará el contenido de este decreto, a fin de preparar las condiciones que 
hagan posible su aplicación inmediata. 
 
Artículo 43.  Vigencia. El presente Decreto rige a partir de su publicación y deroga las normas que le 
sean contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. Dado en Santafé de Bogotá D.C., a 12 de octubre de 1995. 
 
 
ERNESTO SAMPER PIZANO 
El Ministro del Interior, Horacio Serpa Uribe. 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,  Guillermo Perry Rubio. 
El Ministro de Agricultura, Gustavo Castro Guerrero.  
El Ministro de Minas y Energía, Rodrigo Villamizar Alvargonzález. 
La Ministra del Medio Ambiente,    Cecilia López Montaño. 
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DECRETO NUMERO 2248 DE 1995 
(diciembre 22) 

 
por el cual se subroga el Decreto 1371 de 1994, se establecen los parámetros para el Registro de 
Organizaciones de base de las Comunidades Negras y se dictan otras disposiciones. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, y 
en especial las que le confiere los artículos 189 numeral 11 de la Constitución Política y 45 de la Ley 
70 de 1993, 
 

DECRETA: 
 

CAPITULO I 
 

DE LA COMISIÓN CONSULTIVA DE ALTO NIVEL 
 
Artículo 1o. Conformación. La Comisión Consultiva de Alto Nivel para las Comunidades Negras 
prevista en el artículo 45 de la Ley 70 de 1993, adscrita al Ministerio del Interior, se integrará de la 
siguiente manera: 
 
- El Viceministro del Interior o su delegado, quien la presidirá; 
 
- El Viceministro del Medio Ambiente o su delegado; 
 
- El Viceministro de Educación o su delegado; 
 
- El Viceministro de Agricultura y Desarrollo Rural Campesino o su delegado; 
 
- El Viceministro de Minas y Energía o su delegado; 
 
- El Viceministro de Vivienda y Desarrollo Urbano del Ministerio de Desarrollo Económico o su 
delegado; 
 
- El Subdirector del Departamento Nacional de Planeación o su delegado; 
 
- El Gerente del Instituto Nacional de la Reforma Agraria «Incora» o su delegado; 
 
- El Director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi o su delegado; 
 
- El Director del Instituto Colombiano de Antropología o su delegado; 
 
- El Director de la Red de Solidaridad o su delegado; 
 
- El Director de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior o su delegado; 
 
- El Director del Plan Pacífico o su delegado; 
 
- Dos (2) representantes a la Cámara elegidos por circunscripción especial para las Comunidades 
Negras, de conformidad con el artículo 66 de la Ley 70 de 1993; 
 
- Cuatro (4) representantes de las Comunidades Negras por la Costa Atlántica; 
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- Cinco (5) representantes de las Comunidades Negras por el Departamento del Chocó; 
 
- Tres (3) representantes de las Comunidades Negras por el Departamento del Valle;. 
 
- Tres (3) representantes de las Comunidades Negras por el Departamento del Cauca; 
 
- Tres (3) representantes de las Comunidades Negras por el Departamento del Nariño; 
 
- Dos (2) representantes de las Comunidades Negras por el Departamento de Antioquia; 
 
- Un (1) representante de San Andrés, Providencia y Santa Catalina; 
 
- Un (1) representante por el Departamento de Risaralda; 
 
- Un ( 1 ) representante de las Comunidades Negras por cada uno de los Departamentos distintos a 
los mencionados que constituyan Comisiones Consultivas Departamentales de conformidad con lo 
establecido en el Capítulo II del presente Decreto; 
 
- Dos (2) representantes de las Comunidades Negras por el Distrito Capital de Santafé de Bogotá. 
 
Parágrafo 1o.  La Comisión Consultiva de Alto Nivel podrá invitar a sus sesiones a los servidores 
públicos de orden nacional y a las demás personas que considere puedan contribuir al adecuado 
desarrollo de sus funciones. 
 
Parágrafo 1o.  transitorio. El período de las personas que a la fecha de vigencia de este decreto 
hagan parte de la Comisión de Alto Nivel, elegidas por las comisiones de base de las comunidades 
negras, vencerá el treinta y uno (31) de diciembre de 1996. 
 
Parágrafo 2o.  transitorio. Amplíase la Comisión Consultiva de Alto Nivel con las siguientes 
personas: Rosalba Castillo, Mauricio Campo Ríos, Deyanira Peña, Arnaldo Bioho, Ruby Quiñónez, 
Manuel Ignacio Moreno, Jair Valencia, Walter Balanta y Pedro Ferrán . 
 
Artículo 2o.  La elección de los representantes de las comunidades negras para el siguiente período 
se hará en sesión pública convocada y presidida por el gobernador del respectivo departamento, 
previa divulgación en un medio de amplia circulación regional con un mes antes de la elección. 
 
Artículo 3o.  A partir del primero  (1o.) de enero de 1997 los representantes de las comunidades 
negras ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel tendrán un período de duración de tres (3) años. 
 
Artículo 4o.  Representantes de las Comunidades Negras ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel. 
Los representantes designados por las organizaciones de base de las Comunidades Negras ante las 
Comisiones Consultivas Departamentales y Regionales, designarán entre sus miembros y para 
períodos de tres (3) años los representantes de las mismas comunidades ante la Comisión Consultiva 
de Alto Nivel. 
 
Las Secretarías Técnicas de la Comisiones Consultivas, Regionales, Departamentales y Distrital de 
Santafé de Bogotá comunicarán al Ministerio del Interior las designaciones de los representantes de 
las comunidades negras ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel, para los efectos de su integración. 
 
Artículo 5o.  Funciones de la Comisión Consultiva de Alto Nivel. La Comisión Consultiva de Alto Nivel 
tendrá las siguientes funciones: 
 
1. Servir de instancia de diálogo entre las comunidades negras y el Gobierno Nacional. 
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2. Constituirse en mecanismo de difusión de la información oficial hacia las comunidades negras y de 
interlocución con niveles directivos del orden nacional. 
 
3. Promover, impulsar, hacer seguimiento y evaluación a las normas que desarrollan los derechos de 
las comunidades negras. 
 
4. Contribuir a la solución de los problemas de tierras que afectan a las comunidades negras de todo 
el país e impulsar los programas de titulación colectiva que se adelanten en favor de estas 
comunidades. 
 
5. Establecer mecanismos de coordinación con las autoridades y entidades nacionales y territoriales 
para hacer efectivo el cumplimiento de los derechos sociales, económicos, políticos, culturales y 
territoriales de las comunidades negras. 
 
6. Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades negras y el Estado dentro del marco de la 
democracia participativa y sin detrimento de la autonomía de la administración pública y de la 
utilización de los mecanismos de participación ciudadana. 
 
7. Servir de espacio para el debate de los proyectos de decretos reglamentarios de la Ley 70 de 1993, 
antes de que los mismos sean sometidos a la consideración del Gobierno Nacional. A ese efecto la 
Comisión deberá promover la difusión y consulta de tales proyectos con las organizaciones de base 
de las comunidades negras. 
 
Artículo 6o.  Funcionamiento. La Comisión Consultiva de Alto Nivel se dará su propio reglamento 
interno, en el cual regulará su funcionamiento, las sesiones ordinarias y extraordinarias y el 
procedimiento para su convocación. 
 
Artículo 7o.  Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de la Comisión Consultiva de Alto Nivel sera 
ejercida por la Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior. 
 

CAPITULO II 
 

DE LAS COMISIONES CONSULTIVAS REGIONALES, DEPARTAMENTALES Y DEL DISTRITO 
CAPITAL DE SANTAFE DE BOGOTÁ 

 
Artículo 8o.  Conformación. Las Comisiones Consultivas Regionales, Departamentales y Distrital de 
Santafé de Bogotá, estarán conformadas por un número no superior a treinta (30) representantes 
designados por las organizaciones de base de la respectiva región, departamento o el Distrito de 
Santafé de Bogotá según sea el caso. Para ello, podrán observarse criterios de subregionalización, 
zonificación, municipalización, cuencas, agremiación o localidades, de tal forma que se adecuen a las 
dinámicas particulares. 
 
Parágrafo 1o.  Las Comisiones Consultivas no podrán estar integradas por más de un representante 
por organización. 
 
Artículo 9o.  En cada región, departamento o el Distrito de Santafé de Bogotá en donde existan 
organizaciones de base que representen a las comunidades negras se conformará una Comisión 
Consultiva, integrada de la siguiente manera: 
 
- El Gobernador del respectivo departamento o el Secretario de Gobierno, quien la presidirá; 
 
- Un representante de los alcaldes de los municipios con presencia de Comunidades Negras del 
respectivo departamento, escogido por la Federación Colombiana de Municipios; 
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- Un representante de los rectores de las universidades públicas; 
 
- El Gerente Regional del Incora; 
 
- El Director de la respectiva Corporación Autónoma Regional; 
 
- Un representante del Corpes regional respectivo; 
 
- El Delegado departamental o coordinador zonal de la Red Nacional de Solidaridad; 
 
- Un Delegado del director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi; 
 
- Los delegados por las organizaciones de base de conformidad con el artículo octavo (8o.) del 
presente decreto. Los cuales tendrán un período de tres (3) años contados a partir del primero (1o.) 
de enero de 1997. 
 
Parágrafo 1o.  Las Comisiones Consultivas Regionales se integrarán de la misma forma que las 
Departamentales y a ellas concurrirán los delegados de los respectivos Departamentos. 
 
Parágrafo 2o.  La Comisión Consultiva Distrital de Santafé de Bogotá se conformará en su caso, por 
el Alcalde Mayor, quien la presidirá; un (1) representante de los alcaldes locales; el Director de la Car; 
el delegado de la Red Nacional de Solidaridad; el director del Departamento Administrativo de 
Bienestar Social; director del Instituto Distrital de Cultura y Turismo, Recreación y Deportes; el director 
del Departamento Administrativo del Medio Ambiente y el director del Instituto Distrital de Desarrollo 
Urbano; el Director de la Caja de Vivienda Popular y el Directordel Departamento Administrativo de 
Acción Comunal. 
 
Parágrafo 3o.  Las Comisiones Consultivas Regionales, Departamentales y Distrital de Santafé de 
Bogotá podrán invitar a sus sesiones a los servidores públicos y a las demás personas que 
consideren pueden contribuir para el adecuado desarrollo de sus funciones. 
 
Artículo 10. Funciones. Las Comisiones Consultivas Regionales, Departamentales y la del Distrito 
Capital, constituirán escenarios de diálogo y búsqueda de soluciones a los problemas y conflictos que 
se presenten en su respectiva circunscripción territorial, que afecten a las comunidades negras, así 
como convertirse en instancia de apoyo en la divulgación y aplicación de los avances de la Ley 70/93, 
todo ello dentro del marco y sin detrimento de la autonomía de la administración pública y de 
utilización de los mecanismos de participación ciudadana. 
 
Constituirán así mismo, espacios de interlocución entre las instancias territoriales y nacionales para 
transmitir a estas últimas, a través de la Comisión Consultiva de Alto Nivel, los asuntos regionales que 
sean de competencia de la Nación y que requieran su atención. 
 
Artículo 11. Funcionamiento.  Cada Comisión Consultiva, establecerá su reglamento interno, en el 
cual determinará sus reglas de funcionamiento. 
 
Artículo 12. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de las Comisiones Consultivas Regionales, 
Departamentales y la Distrital de Santafé de Bogotá será ejercida por los delegados departamentales 
o coordinadores zonales de la Red Nacional de Solidaridad o la entidad encargada de desarrollar la 
política social del Gobierno Nacional. 
 

CAPITULO III 
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DEL REGISTRO DE ORGANIZACIONES DE BASE DE LAS COMUNIDADES NEGRAS 
 
Artículo 13. Inscripción. Las Secretanas Técnicas de cada una de las Comisiones Consultivas 
Regionales, Departamentales y la Distrital de Santafé de Bogotá, llevarán un registro de las 
organizaciones. Sólo podrán inscribirse en él, las organizaciones de base de las Comunidades 
Negras constituidas por miembros de las mismas que: 
 
a) Reivindiquen y promuevan los derechos territoriales, culturales, económicos, políticos, sociales, 
ambientales, la participación y toma de decisiones autónomas de las Comunidades Negras o 
Afrocolombianas desde la perspectiva étnica, dentro del marco de la diversidad etnocultural que 
caracteriza al país; 
 
b) Tengan más de un año de haberse conformado como tales. 
 
Artículo 14. Para inscribirse en el Registro Unico de Organizaciones de Comunidades Negras en las 
Comisiones Consultivas, se requiere presentar solicitud de admisión por escrito ante la Secretaría 
Técnica respectiva la cual deberá estar acompañada de los siguientes documentos: 
 
a) Formulario único de registro el cual será suministrado por la Dirección de Asuntos para las 
Comunidades Negras del Ministerio del Interior; 
 
b) Certificado de existencia y representación legal o copia del acta de constitución de la Organización, 
indicando la fecha de constitución; 
 
c) Nombres y firmas de los asociados que integren la organización en número mínimo de (15);  
 
d) Copia de los estatutos de la organización; 
 
e) Estructura interna y procedimientos para la elección de sus representantes, y la toma de 
decisiones; 
 
f) Nombres de sus voceros o representantes elegidos democráticamente; 
 
g) Plan de actividades anual; 
 
h) Dirección para correspondencia. 
 
Artículo 15. La Secretaría Técnica respectiva verificará la documentación presentada y de 
encontrarla conforme a los requerimientos la enviará a la Dirección de Asuntos para las Comunidades 
Negras del Ministerio del Interior quien procederá a realizar la inscripción en el registro único nacional. 
 
Parágrafo 1o. Si la solicitud de inscripción fuere denegada los interesados podrán recurrir a la 
Comisión Consultiva de Alto Nivel, para que ésta tome la decisión correspondiente de conformidad 
con el reglamento interno. 
 
Parágrafo 2o.  Para efectos de la inscripción ninguna persona podrá hacer parte de más de una 
organización. 
 

CAPITULO IV 
 

DISPOSICIONES FINALES 
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Artículo 16. Carácter y domicilio de las Comisiones. La Comisión Consultiva de Alto Nivel, las 
Comisiones Consultivas Regionales, Departamentales y Distrital de Santafé de Bogotá tendrán 
carácter permanente y su domicilio será el que determine su reglamento interno. 
 
Artículo 17. De las Comisiones Consultivas Regionales. Dos o más departamentos donde existan 
organizaciones de base de comunidades negras, podrán constituirse en comisión consultiva regional, 
siempre y cuando no existan Consultivas Departamentales. 
 
Artículo 18. Las sesiones de las Comisiones Consultivas Regionales se rotarán entre los 
departamentos que las integran de conformidad con su reglamento interno. 
 
Artículo 19. El registro de organizaciones de comunidades negras formará parte del registro único de 
organizaciones de conformidad con las disposiciones que expida el Gobierno Nacional. 
 
Artículo 20. Para los efectos del presente decreto se entiende por: 
 
1. Organizaciones de Base. Son asociaciones integradas por personas de la Comunidad Negra, que 
actúan a nivel local, reivindicando y promoviendo los derechos territoriales, culturales, económicos, 
políticos, sociales, ambientales y la participación y toma de decisiones autónomas de este grupo 
étnico. 
 
Artículo 21. Para todos los efectos que se requiera la nominación, designación o elección de 
representantes de las Comunidades Negras, para acceder a espacios institucionales derivados de la 
Ley 70 de 1993, se deberá informar a los delegados de la Comunidad Negra ante la respectiva 
Comisión Consultiva en su espacio autónomo, Nacional, Regional, Departamental o Distrital para que 
proceda a la nominación, designación o elección la cual en todo caso deberá contar con el aval de por 
lo menos la mitad más uno de los representantes de las Comunidades Negras inscritos en la 
respectiva Secretaría Técnica. 
 
Parágrafo. La anterior disposición no es aplicable en los casos que exista procedimiento especial.  
 
Artículo Unico Transitorio.  Las Comisiones Consultivas Regionales, Departamentales y Distrital de 
Santafé de Bogotá, se adecuarán al presente decreto en un término no superior a 60 días a partir de 
la fecha de la expedición y sus períodos corresponderán al de la Consultiva de Alto Nivel. 
 
Artículo 22. El presente decreto rige a partir de la fecha, subroga al Decreto 1371 de 1994 y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Publiquese cúmplase. 
 
Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a los 22 días de diciembre de 1995. 
 
                                           ERNESTO SAMPERPIZANO 
 
El Ministro del Interior, 
                                           Horacio Serpa Uribe. 
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DECRETO NUMERO 1627 DE 1996 
(septiembre 10) 

 
Por el cual se reglamenta el artículo 40 de la Ley 70 de 1993 

  
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, 
en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, el artículo 40 
de la Ley 70 de 1993, y 
 

CONSIDERANDO: 
 

Que el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación Colombiana. 
 
Que el artículo 13 de la Comisión Política Nacional señala “ Todas las personas nacen libres e 
iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosofía. El Estado promoverá las condiciones 
para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados...”; 
 
Que el artículo 70 de la Constitución Política Nacional establece “ El Estado tiene el deber de 
promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades 
por medio de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en 
todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional. 
 
La Cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad. El Estado reconoce la 
igualdad y dignidad de todas las que convienen en el país. El Estado promoverá la investigación, la 
ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la Nación. 
 
Que el Artículo 40 de la Ley 70 de 1993 contempla “ El Gobierno destinará las partidas 
presupuestales para garantizar mayores oportunidades de acceso a la educación superior a los 
miembros de las Comunidades Negras. Así mismo diseñará mecanismos de fomento para la 
capacitación técnica, tecnológica y superior, con destino a las Comunidades Negras en los distintos 
niveles de capacitación. Para este efecto, se creará entre otros, un Fondo Especial de Becas para 
educación superior administrado por el Icetex, destinado a estudiantes en las Comunidades Negras 
de escasos recursos y que destaquen por su desempeño académico”. 
 
 

DECRETA: 
 

CAPITULO PRIMERO 
 

Del Fondo 
 
Artículo 1o. Creación. Créase el Fondo Especial de Créditos Educativos administrados por el Icetex 
para estudiantes de las Comunidades Negras de escasos recursos económicos, que se destaquen 
por su desempeño académico con buena formación educativa, para el acceso a la educación 
superior conducente a la capacitación técnica, tecnológica, artes y oficios, en desarrollo del artículo 
40 de la Ley 70 de 1993. 
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Artículo 2o. Naturaleza. El Fondo Especial de Créditos Educativos, es un mecanismo por medio del 
cual se facilitará el acceso de estudiantes de las Comunidades Negras a procesos de selección y 
cualificación en diferentes niveles educativos, con miras a garantizarles el derecho a tener igualdad 
de oportunidades en relación con el resto de la sociedad colombiana. 
 
Artículo 3o. Objeto.  
 
a. Contribuír al mejoramiento de las condiciones educativas de los estudiantes de las 
Comunidades Negras  para garantizar un buen rendimiento en el proceso de formación, tanto 
académico como social. 
 
b. Fomentar el desarrollo étnico, económico y social de los estudiantes de las Comunidades 
Negras   mediante un proceso teórico-práctico que lo articule al trabajo comunitario. 
 
c.  Facilitar el acceso y permanencia de Las comunidades negras a la educación superior y así 
apoyar la  orientación de sus propias formas de desarrollo. 
__ 
Artículo 4o.. Beneficiarios. Podrán acceder a estos créditos todos los estudiantes de las 
Comunidades Negras que cumplan con los siguientes requisitos: 
 
 
a.- Pertenecer al grupo étnico negro 
b.- Carecer de recursos suficientes para financiar los estudios. 
c.- Que el programa a realizar satisfaga una necesidad en la formación de recursos humanos 
calificados por  la región. 
d.- Cuando se trate de adelantar un programa de educación superior o postgrado, demostrar que 
los  estudios para los cuales solicita el crédito están relacionados con los trabajos que benefician 
a las  Comunidades Negras. 
e.- No tener apoyo económico por parte de un ente Nacional o extranjero similar a este. 
 
Artículo 5o..Documentos Requeridos:  
 
a.  Formulario de solicitud de créditos del Icetex, debidamente diligenciado. 
b. Fotocopia del documento de identidad. 
c. Constancia de admisión a centro docente o institución debidamente acreditada por el Estado. 
d. Proyecto de trabajo comunitario, social o académico. 
 
Artículo 6o. Modalidades Educativas. El Crédito Educativo se concede para Educación formal, no 
formal, presencial o a distancia en los niveles siguientes: 
 
1.- Pregrado en Colombia: 
 a. Capacitación técnica, artes y oficios. 
 b. Tecnológica 
 c. Educación Superior. 
2.- Postgrado en Colombia o en el Exterior: 
 a. Especialización 
 b. Maestría 
 c. Doctorado y Post-doctorado. 
 
3.-  Actualización Profesional 
 
Artículo 7o.. Autorización de desembolso. Los desembolsos serán autorizados así: 
 
a. Matrícula 
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b. Sostenimiento 
 
c. Materiales de Estudio 
 
d. Transporte 
 
e. Sostenimiento de un año adicional para trabajo de grado de acuerdo a la exigencia de la 
Universidad. 
 
Parágrafo 1o.: Los Créditos autorizados serán de un giro por semestre de manera ágil y oportuna. 
  
Parágrafo 2o.: En ningún caso se podrá otorgar más de dos beneficios de los contemplados en el 
presente artículo. 
 
Artículo 8o.: Formas de pago del crédito educativo. El Crédito educativo otorgado se pagará por el 
beneficiario mediante trabajo comunitario, social o académico certificado por la Comisión 
Pedagógica Departamental correspondiente, una organización de base inscrita ante la Comisión 
Consultiva respectiva o por el personero municipal donde no existan ningunas de las anteriores. 
 
En caso contrario el beneficiario deberá pagar por el monto del crédito otorgado más los intereses 
pactados. 
 
Artículo 9o.: Documentos necesarios para la renovación del crédito educativo. Para la renovación 
del crédito el estudiante debe presentar al Icetex: 
 
a- Informe demostrativo sobre el trabajo comunitario, académico o social certificado por 
cualquiera de las  instancias a que de refiere el artículo anterior o recibo de pago del crédito 
anterior. 
 
b.- Certificado de calificación del último periódo académico. 
 
c.- Constancia del valor de la matrícula cuando se trate de renovación del crédito. 
 
 
Artículo 10o. Obligaciones de los beneficiarios: 
 
a.- Aprobar satisfactoriamente el programa para el cual se adjudica el crédito; 
 
b.- Invertir los dineros girados exclusivamente en los fines pactados; 
 
c.- Presentar a la oficina del Icetex  respectivamente el Certificado de Calificación del semestre 
cursado y la  constancia de matrícula. 
 
d.- Informar oportunamente las causas sobre:  Realización  de  cursos  vacacionales  
relacionados  con  el  programa que en la Universidad desarrolle, aplazamiento del semestre, 
cancelación del semestre, pérdida  del mismo, vinculación a otra carrera simultánea o no, retiro 
definitivo de la Universidad. 
 
e.- Presentar certificado de calificaciones o informes pertinentes al desarrollo del programa 
cuando estos  sean solicitados por el Icetex; 
 
f.- Informar mediante comunicación escrita al Icetex sobre la suspensión temporal o definitiva 
de los  estudios, explicando los motivos que la ocasionan; 
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g.-  Actualizar periódicamente la información personal frente al Icetex, semestral o anualmente, 
dependiendo  del período académico; 
 
h.- Informar al Icetex sobre cualquier ingreso adicional, becas, comisiones de estudio  y otra 
clase de apoyo  económico que se reciba durante la obtención del crédito. 
 
i.- En caso de que el beneficiario pretenda cambiar de programa de estudio o de centro 
docente, debe  informar tal hecho oportunamente mediante comunicación escrita 
debidamente motivada al Icetex. 
 
j.- Al terminar los estudios averiguar sobre su estado de cuenta en el Icetex, antes de seis (6) 
meses. 
 
k..- Los Estudiantes beneficiarios del Crédito Educativo presentarán a la Comunidad Negra los 
servicios afines  con la carrera según los compromisos que establezcan, al aceptar el 
beneficiario, trabajos organizativos,  acádemicos o sociales en periodos vacacionales o al finalizar 
sus estudios. 
 
En cualquier caso, este trabajo será objeto de seguimiento que tiene como base el informe realizado 
por el beneficiario refrendado por la organización registrada ante la respectiva Comisión Consultiva 
Departamental o Regional o el personero municipal donde no exista. Este trabajo comunitario será 
reconocido, valorado y avalado por el proceso académico de la Universidad. 
 
 
Artículo 11. Suspensión temporal del crédito. El crédito se podrá suspender por Las siguientes 
causas: 
 
a. Retiro temporal del programa. 
 
b. Incumplimiento en la presentación de constancia de matrícula, o la no actualización de la 
información ante el  Icetex; 
 
c. Solicitud del beneficiario debidamente motivada. 
 
 
Artículo 12. Cancelación definitiva del crédito. El Crédito se cancelará definitivamente por: 
 
a. Expresa voluntad del beneficiario; 
 
b. Finalización del programa de estudios para el cual se concedió el crédito; 
 
c. Adulteración de documentos o presentación de informaciones falsas; 
 
d. Utilización del crédito para fines distintos para el cual fue concedido; 
 
e.  No informar al Icetex sobre ingreso adicional por becas comisiones de estudios; 
 
f. Incumplimiento del trabajo comunitario, académico y social; 
 
g. Pérdida del semestre. 
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Artículo 13. Criterio para la Selección: Para la selección de los beneficiarios se tendrán en cuenta 
los siguientes criterios: 
 
a. Excelencia académica: Promedio del Bachillerato o Universidad (30%), acreditado mediante 
la  presentación de las pruebas del ICFES o el certificado de notas; 
 
b. Bajos recursos económicos comprobados (20%); 
 
c. Area prioritaria para el desarrollo del país y de las Comunidades Negras (3.5%); 
 
d. Priorizar los programas de formación o capacitación que aporten a la solución de problemas 
en la  Comunidad (3.5%); 
  
e. Demostrar trabajo comunitario o desarrollo de identidad a través de la organización registrada 
ante la  respectiva Comisión Consultiva Departamental o Regional o el personero Municipal donde no 
exista.  (25%); 
 
f. Dificultad de acceso a la Educación Superior (18%). 
 
 

CAPITULO SEGUNDO 
 

De la financiación y administración del Fondo  
  
Artículo 14. Fuente de financiación del Fondo. El Fondo operará con recursos provenientes de la 
Nación y podrá recibir aportes de personas jurídicas, naturales, nacionales y extranjeras y de 
organismos multilaterales. Así como también se obtendrá dineros por recaudos derivados por el 
incumplimiento. 
 
Artículo 15. De la Junta Asesora del Fondo. El Fondo tendrá una Junta Asesora Nacional integrada 
por: 
 
a. El Director del Icetex o su delegado, quién la presidirá; 
 
b. El Director de Asuntos de Comunidades Negras del Ministerio del Interior o su delegado; 
 
c. Dos miembros de la Comisión Pedagógica para Las Comunidades Negras; 
 
d. El Rector de la Universidad Nacional o su delegado hasta tanto el Consejo de Educación 
Superior (CESU)  defina un delegado; 
 
e. Un representante de los estudiantes beneficiarios. 
 
 
Artículo 16. Funciones de la Junta Asesora del Fondo.  
 
a. Seleccionar los beneficiarios del crédito de acuerdo a los formularios que envíen los comités 
regionales  del Icetex. 
 
b.        Velar por el buen aprovechamiento de los recursos. 
 
c.       Gestionar los recursos económicos necesarios para el funcionamiento del fondo; 
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d.       Elaborar el presupuesto de distribución y funcionamiento del fondo con base en los criterios 
establecidos            y teniendo en cuenta los diferentes niveles de formación y las necesidades 
educativas regionales; 
 
e.       Evaluar  el desarrollo del proyecto de financiación del  crédito  educativo  y  presentar  
propuesta  para su          incrementación; 
 
f.-      Darse su propio reglamento; 
 
g.-      Conceptuar sobre los informes de los trabajos comunitarios, sociales  o  académicos  que  
presentan  los            beneficiarios del fondo de créditos; 
 
 
Artículo 17.. De los Comités Asesores Regionales y de sus Funciones: Los comités regionales 
actuarán donde se encuentre ubicada una Regional del Icetex y estará compuesto por: 
 
a. El Director Regional del Icetex, quien lo presidirá; 
 
b. El jefe Regional de Créditos del Icetex; 
 
c. Tres representantes de las Comunidades Negras ante la respectiva Comisión Pedagógica; 
 
d. Un estudiante beneficiario del Fondo. 
 
 

FUNCIONES:  
 
a. Estudiar, analizar y preseleccionar a los posibles beneficiarios del crédito educativo; 
 
b. Conceder cambio de programa, otorgar Las prórrogas por suspensión temporal; 
 
c. Supervisar el adecuado manejo del Proyecto; 
 
d. Presentar y avalar los informes con destino a la Junta Administradora Nacional. 
 
 
Artículo 18. El gobierno garantizará previa concertación con las Universidades estatales un 
porcentaje mínimo de cupos para estudiantes de las Comunidades Negras, con el objeto de 
asegurar una participación equitativa de dichas comunidades en estas instituciones. 
 
Artículo 19.  Funcionamiento. el fondo iniciará su funcionamiento a partir del año 1996, con un 
monto de quinientos doce millones quinientos mil pesos m/cte ($512.500.000,oo), de conformidad 
con lo establecido en la Ley General de Presupuesto para el año 1996, proyecto Asistencia a 
Comunidades negras con créditos educativos pregrado y postgrado código 01240-0310-0705-003. 
 
Artículo 20.. Divulgación. La dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del 
Interior, el Icetex y las demás entidades competentes, a través de los medios de comunicación de las 
Alcaldías Municipales, de las organizaciones de Comunidades Negras y en general de todos los 
sectores sociales existentes en territorios de Comunidades Negras, divulgarán el contenido de este 
decreto, a fin de preparar las condiciones que hagan posible su aplicación. 
 
Artículo 21. Vigencia. El Presente Decreto rige a partir de su publicación y deroga las normas que le 
sean contrarias. 
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Publíquese y cúmplase 
 
 
Dado en Santafé de Bogotá, D.C, a los 10 de septiembre de 1996. 
 
 
ERNESTO SAMPER PIZANO 
 
 
Ministro del Interior,  
 
Horacio  Serpa Uribe 
 
 
Ministra de Educación Nacional 
 
Olga Duque de Ospina. 
 
Ministro de Hacienda y Crédito Público: José Antonio Ocampo Gaviria. 
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DIARIO OFICIAL. AÑO CXXXIV. N. 43431. 17, NOVIEMBRE, 1998. PAG. 1 

DECRETO NUMERO 2253 DE 1998 

(noviembre 9) 

por el cual se crea la Comisión de Estudios para formular el Plan de Desarrollo de las 
Comunidades Negras. 

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades conferidas por el numeral 11 
del artículo 189 de la Constitución Política de Colombia y el artículo 57 de la Ley 70 de 1993, y 

CONSIDERANDO: 

 Que la Ley 70 de 1993, "por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución 
Política", dispuso en su artículo 57 que el Gobierno Nacional creará una Comisión de Estudios 
para la formulación del Plan de Desarrollo de las Comunidades Negras, la cual comenzará a 
operar una vez sea elegido Presidente de la República y hasta la aprobación del Plan Nacional de 
Desarrollo en el Conpes, debiendo tenerse en cuenta las propuestas de dichas comunidades; 

Que las Comunidades Negras, una vez acordados los términos de referencia y la metodología de 
selección de los miembros de la Comisión, delegaron en la subcomisión de Desarrollo de la 
comisión consultiva de alto nivel, el proceso de estudio y elección de los miembros de dicha 
comisión, previa convocatoria sobre el particular, 

DECRETA: 

Artículo 1º. Creación. Créase la Comisión de Estudios para formular el Plan de Desarrollo de las 
Comunidades Negras para el período 1998-2002, la cual funcionará por un término de 5 meses a 
partir de la expedición del presente decreto. 

Artículo 2º. Conformación. La Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo de 
las Comunidades Negras, se conformará de la siguiente manera: 

Coordinador General: Rosa Carlina García Anaya 

Expertos:   

Área Educativa: Daniel Garcés Aragón 

Área Administración Pública: José Robinson Tejedor 
Orozco 

Área de Salud: Gustavo Makanaky 

Área Ambiental: Ricardo Castillo Torres 

Área Social: Ruth del C. Arriaga Córdoba 

Coordinadores Regionales:   

Región Costa Atlántica: Ana Griselda Torres Salgado 

Departamentos Valle, Nariño y Cauca Zona Norte,    



 54 

Centro, y Sur: Juan Carlos Campuzano 

Departamentos Valle, Nariño y Cauca Zona Costera: Jaime Perea 

Región Chocó, Urabá y Risaralda: Edison Vergara 

Región de Orinoquia y Amazonia: Arley José Quiñones Ortiz 

Región de Bogotá, Santanderes y Zona 
Cundiboyacense: 

Jorge Campaz 

Región Antioquia y Viejo Caldas: Estella del C. Mejía P. 

San Andrés y Providencia: Dulph Mitchell 

Artículo 3º. Sede. La Comisión de Estudios tendrá como sede la ciudad de Santa Fe de Bogotá y 
funcionará conforme al reglamento de trabajo que la misma adopte. 

Artículo 4º. Financiación. El Gobierno Nacional, a través del Departamento Nacional de 
Planeación y demás entidades comprometidas con la Planeación y desarrollo de las Comunidades 
Negras, asignará los recursos necesarios para el funcionamiento de la Comisión de Estudios. 

Artículo 5º. Faltas absolutas. En caso de falta absoluta de alguno de los miembros de la Comisión 
de Estudios para formular el Plan de Desarrollo de las Comunidades Negras, la Subcomisión de 
Planeación y Desarrollo de la Comisión Consultiva de Alto Nivel de Comunidades Negras, hará 
una nueva designación teniendo en cuenta las recomendaciones hechas por las Comunidades 
Negras. 

Artículo 6º. Son causales de falta absoluta, la muerte, la renuncia aceptada, la inhabilidad para el 
ejercicio de las funciones públicas o la incapacidad física permanente. 

Artículo 7º. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su expedición, subroga el Decreto 
2314 de 1994 y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

Publíquese y cúmplase. 

Dado en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 9 de noviembre de 1998. 

  

ANDRES PASTRANA ARANGO 

El Ministro del Interior, 

Néstor Humberto Martínez Neira. 

El Director del Departamento Nacional de Planeación, 
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DECRETO NUMERO 3050 DE 2002 
(diciembre 12) 

 
por el cual se reglamenta el artículo 57 de la Ley 70 de 1993. 

 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales y 
legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y 
por el artículo 57 de la Ley 70 de 1993, 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1°. Conformación de la Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo 
de las Comunidades Negras. Corresponde al Departamento Nacional de Planeación coordinar la 
conformación de la Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo de las 
Comunidades Negras de que trata el artículo 57 de la Ley 70 de 1993. 
 
Dicha Comisión se conformará por una (1) sola vez cada cuatro (4) años y su duración será hasta 
la aprobación del Plan Nacional de Desarrollo en el Consejo Nacional de Política Económica y 
Social, Conpes. 
 
Artículo 2°. Integración. La Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo de las 
Comunidades Negras es una comisión técnica con amplio conocimiento de las realidades de las 
comunidades negras. Dicha Comisión se designará de acuerdo con lo establecido en el artículo 21 
del Decreto 2248 de 1995, integrándose así: 
 
1. Dos (2) delegados de la Comisión Consultiva Nacional de Alto Nivel. 
2. Un (1) experto en derechos humanos. 
3. Un (1) experto en el tema territorio y medio ambiente. 
4. Un (1) experto en el tema identidad. 
5. Un (1) experto en el tema de participación. 
6. Un (1) experto en el tema de desarrollo social y económico. 
7. Una (1) experta en el tema de género y generación. 
 
Artículo 3°. Sesiones. Una vez sea elegido el Presidente de la República y hasta la aprobación del 
Plan de Desarrollo la Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo de las 
Comunidades Negras, sesionará por lo menos dos (2) veces al mes. 
 
De toda sesión del Comité se levantará el acta respectiva, la cual deberá ser suscrita por la 
totalidad de los asistentes. 
 
En la primera sesión del comité, se levantará un acta de constitución en la cual deberá 
establecerse el nombre de cada uno de los integrantes de dicho comité, de conformidad con el 
artículo 2° del presente decreto. 
 
Artículo 4°. Quórum. La Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo de las 
Comunidades Negras podrá deliberar sobre cualquier asunto con la presencia de por lo menos la 
cuarta (¼) parte de sus miembros y sólo podrá decidir con la asistencia de la mayoría simple de 
los integrantes. 
 
Artículo 5°. Reglamento. Cada Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo 
de las Comunidades Negras podrá adoptar su programa de trabajo y reglamento de 
funcionamiento. 
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Artículo 6°. Función. La Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo de 
Comunidades Negras será la responsable de la formulación y consolidación del Plan de Desarrollo 
de las Comunidades Negras que servirá de insumo para la formulación del Plan Nacional de 
Desarrollo en cada cuatrienio. 
 
El Plan de Desarrollo de las Comunidades Negras deberá ser entregado, a más tardar, ocho días 
antes de la presentación del Plan Nacional de Desarrollo al Conpes. 
 
Con el fin de consolidar la propuesta del Plan de Desarrollo de las Comunidades Negras la 
Comisión de Estudios garantizará la participación de las comunidades negras organizadas a través 
de los mecanismos existentes y demás que se habiliten para tal fin. 
 
Artículo 7°. Sede. La Comisión de Estudios para la formulación del Plan de Desarrollo de las 
comunidades negras tendrá como sede la ciudad de Bogotá, D. C., y sesionará en las oficinas que 
le asigne el Departamento Nacional de Planeación. 
 
Artículo 8°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a 12 de diciembre de 2002. 
 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
 
El Ministro de Justicia y del Derecho, encargado de las funciones del Ministro del Interior, 
 
Fernando Londoño Hoyos. 
 
El Director del Departamento Nacional de Planeación, 
 
Santiago Montenegro Trujillo. 
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DECRETO NUMERO 1523 DE 2003 
(junio 6) 

 
por el cual se reglamenta el procedimiento de elección del representante y suplente de las 
comunidades negras ante los consejos directivos de las Corporaciones Autónomas Regionales y 
se adoptan otras disposiciones. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y 
legales y en especial de las facultades conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la 
Constitución Política y el artículo 56 de la Ley 70 de 1993, 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley 70 de 1993 reconoció a las comunidades negras que han venido ocupando tierras 
baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus 
prácticas tradicionales de producción, el derecho a la propiedad colectiva, así como los demás 
derechos que como grupo étnico le corresponden;  
 
Que el artículo 56 de la Ley 70 de 1993, dispuso que las comunidades negras que han venido 
ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, 
tendrán un (1) representante ante los Consejos Directivos de las Corporaciones Autónomas 
Regionales que tengan jurisdicción sobre las áreas donde se adjudiquen propiedades colectivas a 
dichas comunidades; 
 
Que el parágrafo 2º del artículo 26 de la Ley 99 de 1993 señala que “en la conformación de los 
Consejos Directivos de las Corporaciones Autónomas Regionales, se tendrán en cuenta las 
disposiciones de la Ley 70 de 1993”; 
 
Que se hace necesario reglamentar el procedimiento de elección del representante de las 
comunidades negras antes señaladas, ante los Consejos Directivos de las Corporaciones 
Autónomas Regionales, 
 

DECRETA: 
 
Artículo 1º. Convocatoria. Para la elección del representante y suplente de las comunidades 
negras a que se refiere el artículo 56 de la Ley 70 de 1993, ante el Consejo Directivo de las 
Corporaciones Autónomas Regionales, el Director General de la respectiva Corporación formulará 
invitación pública a los respectivos Consejos Comunitarios, en la cual se indicarán los requisitos 
para participar en la elección, así como el lugar, fecha y hora para la celebración de la reunión en 
la cual se hará la elección. 
 
La convocatoria se publicará en una sola oportunidad en un diario de amplia circulación regional o 
nacional con treinta (30) días de anterioridad a la fecha de realización de la elección, y se difundirá 
por una sola vez por medio radial o televisivo. 
 
Artículo 2º. Requisitos. Los Consejos Comunitarios que aspiren a participar en la elección del 
representante y suplente, ante el Consejo Directivo, allegarán a la Corporación Autónoma Regional 
respectiva, con anterioridad mínima de quince (15) días a la fecha de la elección, los siguientes 
documentos: 
 
a) Certificación expedida por el alcalde municipal correspondiente, en la que conste la ubicación 
del Consejo Comunitario, la inscripción de la Junta y de su representante legal; 
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b) Certificación expedida por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, sobre la 
existencia de territorios colectivos legalmente titulados o en trámite de adjudicación a las 
comunidades negras de la respectiva jurisdicción; 
 
c) Allegar original o copia del documento en el cual conste la designación del miembro de la 
comunidad postulado como candidato. 
 
Artículo 3º. Revisión de la documentación. La Corporación Autónoma Regional revisará los 
documentos presentados y verificará el cumplimiento de los requisitos exigidos. Posteriormente, 
elaborará un informe al respecto, el cual será presentado el día de la reunión de elección. 
 
Artículo 4º. Plazo para la celebración de la reunión de elección. La elección del representante y 
suplente, de los Consejos Comunitarios ante los Consejos Directivos de las Corporaciones 
Autónomas Regionales, se realizará por los representantes legales de los Consejos Comunitarios 
y se llevará a cabo dentro de los primeros quince (15) días del mes de septiembre del año anterior 
a la iniciación del período respectivo. 
 
Artículo 5º. Elección. Las comunidades negras, en la reunión pertinente, adoptarán la forma de 
elección de su representante y suplente ante los Consejos Directivos de las Corporaciones 
Autónomas Regionales. 
 
Cuando a la elección no asistiere ningún representante legal de los consejos comunitarios o por 
cualquier causa imputable a los mismos, no se eligieren sus representantes, el Director General de 
la Corporación Autónoma Regional dejará constancia del hecho en un acta y realizará una nueva 
convocatoria pública dentro de los quince (15) días calendario siguientes, aplicando el 
procedimiento previsto en el presente decreto. 
 
Parágrafo 1º. En este último evento, deberá continuar asistiendo al Consejo Directivo el 
representante de los Consejos Comunitarios que se encuentre en ejercicio del cargo y hasta tanto 
se elija su reemplazo. 
 
 
Parágrafo 2º. Independientemente de la forma de elección que adopten las comunidades negras, 
su representante y suplente ante el Consejo Directivo de la respectiva Corporación Autónoma 
Regional, serán en su orden los que obtengan la mayor votación. 
 
Artículo 6º. Trámite de la elección. El trámite será el siguiente: 
 
a) El Director General de la Corporación Autónoma Regional instalará la reunión para elección 
dentro de la hora fijada en la convocatoria pública y procederá a dar lectura del informe resultante 
de la revisión de la documentación aportada por los Consejos Comunitarios participantes. 
 
Los representantes legales de los Consejos Comunitarios que hayan cumplido los requisitos 
consignados en el presente decreto tendrán voz y voto, en la reunión de elección del representante 
y suplente; 
 
b) Instalada la reunión de elección por el Director General, los representantes legales de los 
Consejos Comunitarios se procederá a efectuar la designación del presidente y secretario de la 
reunión; 
 
c) Los candidatos podrán intervenir en la reunión, con el fin de exponer los aspectos que 
consideren pertinentes; 
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d) Se procederá a la elección de representante y suplente, de conformidad con lo establecido en el 
presente decreto. 
 
De la reunión se levantará un acta que será suscrita por el Presidente y Secretario designados por 
los representantes legales de los Consejos Comunitarios. 
 
Parágrafo. La Corporación Autónoma Regional respectiva prestará el apoyo logístico necesario 
para llevar a buen término la reunión de elección. 
 
Artículo 7º. Período del representante. El período del representante y suplente de los Consejos 
Comunitarios ante el Consejo Directivo de las Corporaciones Autónomas Regionales será de tres 
(3) años. Se iniciará el 1º de enero del año siguiente al de su elección y concluirá el 31 de 
diciembre del tercer año de dicho período. 
 
Artículo 8º. Faltas temporales. Constituyen faltas temporales de los representantes de las 
comunidades negras, las siguientes: 
 
a) Incapacidad física transitoria; 
 
b) Ausencia forzada e involuntaria; 
 
c) Decisión emanada de autoridad competente. 
 
Artículo 9º. Faltas absolutas. Constituyen faltas absolutas de los representantes de las 
comunidades negras, las siguientes: 
 
a) Renuncia; 
 
b) Declaratoria de nulidad de la elección; 
 
c) Condena a pena privativa de la libertad; 
 
d) Interdicción judicial; 
 
e) Incapacidad física permanente; 
 
f) Inasistencia a dos reuniones consecutivas del Consejo Directivo sin justa causa; 
 
g) Muerte. 
 
Artículo 10. Forma de suplir las faltas temporales y absolutas. En casos de falta temporal del 
representante de las comunidades negras, lo reemplazará su suplente por el término que dure la 
ausencia. 
 
En caso de falta absoluta del representante, el suplente ejercerá sus funciones por el tiempo 
restante. 
 
Artículo 11. Transitorio. La convocatoria para la elección del representante y del suplente de los 
Consejos Comunitarios ante el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional del Valle 
del Cauca, CVC, se hará dentro de los veinte (20) días calendario siguientes a la publicación del 
presente decreto. 
 
Parágrafo. La entrega de documentos de que trata el artículo 2º se hará dentro de los cinco (5) 
días calendario anteriores a la fecha establecida para la reunión de elección. 
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El representante y el suplente serán elegidos por el tiempo restante del actual período que termina 
el 31 de diciembre de 2003, y por el siguiente período que comienza a partir del 1º de enero de 
2004. 
 
Artículo 12. Vigencia y derogatoria. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a 6 de junio de 2003. 
 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
 
El Ministro del Interior y de Justicia, 
Fernando Londoño Hoyos. 
 
El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
Cecilia Rodríguez González-Rubio. 
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DIARIO OFICIAL AÑO CXLI. N. 46039. 22, SEPTIEMBRE, 2005. PAG. 24 
 

DECRETO NUMERO 3323 DE 2005 
(septiembre 21) 

 
Por el cual se reglamenta el proceso de selección mediante concurso para el ingreso de 
etnoeducadores afrocolombianos y raizales a la carrera docente, se determinan criterios para su 
aplicación y se dictan otras disposiciones. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales y 
legales, en especial las conferidas por los artículos 7°, 8°, 10, 13, 26, 27, 67, 68, 70, el numeral 11 
del artículo 189 y el artículo 125 de la Constitución Política, la Ley 21 de 1991, la Ley 70 de 1993, 
los artículos 62 y 115 de la Ley 115 de 1994, el numeral 5.7 del artículo 5° de la Ley 715 de 2001 y 
el Decreto-ley 1278 de 2002, 
 

DECRETA: 
 
Artículo 1°. Objeto. El presente decreto reglamenta el concurso de méritos para seleccionar 
docentes y directivos docentes etnoeducadores afrocolombianos y raizales, con el fin de proveer la 
planta de cargos organizada conjuntamente por la Nación y las entidades territoriales certificadas 
en el servicio educativo estatal, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto-ley 1278 de 2002 y 
el Decreto 804 de 1995. 
 
Parágrafo. Los concursos para la provisión de los cargos necesarios se realizarán en cada entidad 
territorial donde existan vacantes previamente reservadas para etnoeducadores afrocolombianos y 
raizales y estas hayan sido reportadas al Ministerio de Educación Nacional. Los etnoeducadores 
afrocolombianos y raizales seleccionados por las entidades territoriales serán nombrados en 
período de prueba en la planta de cargos respectiva, mediante acto administrativo. En todo caso 
por necesidad del servicio, las entidades territoriales certificadas pueden trasladar al docente o 
directivo docente entre los diferentes establecimientos educativos de su jurisdicción, que atiendan 
población afrocolombiana y raizal. En el caso de territorios colectivos o consejos comunitarios se 
requiere previo aval de la autoridad respectiva. 
 
Artículo 2°. Principios. Los concursos para la selección de docentes y directivos docentes 
afrocolombianos y raizales estarán sujetos a los principios de objetividad, imparcialidad, 
confiabilidad, transparencia e igualdad de oportunidades; así como los establecidos en el artículo 
2° del Decreto 804 de 1995, y los principios de territorialidad e identidad establecidos en los 
Lineamientos Generales para la Etnoeducación en las Comunidades Afrocolombianas. 
 
Artículo 3°. Estructura del concurso. Los concursos para la provisión de cargos de docentes y 
directivos docentes etnoeducadores afrocolombianos y raizales del servicio educativo estatal, 
tendrán en su orden, las siguientes etapas: 
 
a) Convocatoria; 
 
b) Inscripción y publicación de admitidos a las pruebas; 
 
c) Prueba integral etnoeducativa; 
 
d) Publicación de resultados de la prueba integral etnoeducativa; 
 
e) Valoración de antecedentes y entrevista; 
 
g) Conformación y publicación de listas de elegibles; 
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h) Nombramiento en período de prueba. 
 

Artículo 4°. Determinación de cargos por proveer. Mediante concurso deberán proveerse los 

cargos vacantes de las plantas de cargos organizadas conjuntamente por la Nación y la entidad 
territorial certificada en los términos del artículo 37 de la Ley 715 de 2001. Las entidades 
territoriales certificadas que atiendan población afrocolombiana y raizal, antes de la convocatoria 
del concurso correspondiente identificarán las vacantes conjuntamente con autoridades 
representativas afrocolombianas y raizales, de conformidad con los artículos 10, 11 y 13 del 
Decreto 804 de 1995. Una vez identificadas, las entidades territoriales deberán reservarlas para la 
realización del concurso especial a que se refiere este decreto, con la especificación por nivel, 
ciclo, áreas y especialidad; y reportar tal información al Ministerio de Educación Nacional. 
 
Parágrafo. En caso de que una entidad territorial certificada provea cargos reportados 
previamente al Ministerio de Educación Nacional como reservados para la atención del servicio 
educativo de la población afrocolombiana y raizal, o cargos que excedan las plantas aprobadas 
conjuntamente, no podrán financiarlas con recursos del Sistema General de Participaciones. 
 
Artículo 5°. Convocatoria  para  provisión de cargos  vacantes. Las entidades territoriales 
certificadas realizarán la convocatoria a los concursos de selección de los docentes y directivos 
docentes afrocolombianos y raizales para el servicio educativo estatal, de acuerdo con el 
cronograma que fije el Ministerio de Educación Nacional para la aplicación de la prueba integral 
etnoeducativa que diseñará, adoptará y aplicará el Instituto Colombiano para el Fomento de la 
Educación Superior. 
 
Parágrafo. La entidad territorial certificada sólo podrá efectuar las convocatorias en su jurisdicción, 
para los cargos vacantes de manera definitiva, o que se encuentren provistos mediante 
nombramiento provisional, pertenecientes a la planta organizada conjuntamente con la Nación, 
previo certificado de disponibilidad presupuestal para la provisión de dichos cargos. 
 

Artículo 6°. Procedimiento de las convocatorias. Las entidades territoriales certificadas 

efectuarán las convocatorias mediante invitación pública a los interesados en acceder a los cargos 
vacantes reservados para etnoeducadores afrocolombianos y raizales. 
 
El acto administrativo de la convocatoria deberá contener los aspectos reguladores del concurso y 
sus normas son de obligatorio cumplimiento tanto para la entidad convocante como para los 
aspirantes. 
 
La convocatoria debe contener al menos la siguiente información: 
 
a) Fecha de fijación; 
 
b) Número de cargos vacantes que serán provistos para docentes etnoeducadores 
afrocolombianos y raizales, incluyendo nivel, ciclo, área y especialidad; 
 
c) Número de cargos vacantes que serán provistos para directores rurales, coordinadores y 
rectores etnoeducadores afrocolombianos y raizales; 
 
d) Pruebas que serán aplicadas y su ponderación, de conformidad con lo dispuesto en este 
decreto; 
 
e) Tabla de valoración de antecedentes; 
 
f) Calendario de realización del concurso; 
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g) Firma del gobernador o alcalde de la entidad territorial certificada  
 
h) Número de personas que integrarán la lista de elegibles; 
 
i) Requisitos exigidos para cada uno de los cargos. 
 
La entidad territorial certificada divulgará las convocatorias a través de medios masivos de 
comunicación y de otros mecanismos idóneos para garantizar su difusión tales como medios de 
comunicación comunitarios. Como mínimo deberá publicarse la convocatoria en un diario de 
amplia circulación en la correspondiente jurisdicción y mediante anuncios en emisoras radiales de 
amplia audiencia en la entidad territorial certificada. Además fijará durante cinco (5) días 
calendario, como mínimo, copia de las convocatorias en un lugar público y visible de la Secretaría 
de Educación, gobernación, y en las alcaldías de las cabeceras municipales de la entidad territorial 
convocante, casa de la cultura o sedes de las organizaciones afrocolombianas y raizales que se 
encuentren en la respectiva jurisdicción. 
 

Artículo 7°. Inscripción en el concurso. El aspirante deberá inscribirse a través de la página de 

Internet que para el efecto disponga el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación 
Superior de acuerdo con el procedimiento y condiciones que este determine. La información 
consignada en desarrollo de dicho proceso de inscripción se entenderá suministrada bajo la 
gravedad del juramento, y una vez efectuada la inscripción no podrá ser modificada bajo ninguna 
circunstancia. Los aspirantes asumirán la responsabilidad de la veracidad de los datos 
consignados en el momento de la inscripción, así como de los documentos que acrediten el 
cumplimiento de requisitos. 
 
El aspirante al concurso de docentes indicará la entidad territorial, el nivel de Preescolar, el ciclo 
de Básica Primaria o el área de conocimiento y asignatura del ciclo de Básica Secundaria y Media, 
para el cual concursa. En el caso de las bellas artes y la formación técnica indicará la especialidad. 
Asimismo, el aspirante al concurso de directivos docentes deberá indicar el cargo de director rural, 
coordinador o rector, para el cual concursa. 
 
La constancia de la inscripción efectiva en el concurso a través de la página de Internet, cuya 
impresión podrá efectuar el aspirante, será el número que reporte el sistema al terminar este 
proceso, con el cual se indicará el lugar, fecha y hora de aplicación de las pruebas. 
 
En el acto de convocatoria la entidad territorial certificada establecerá el término para realizar las 
inscripciones, el cual no podrá ser menor de quince (15) días calendario y será fijado de 
conformidad con el cronograma que establezca el Ministerio de Educación Nacional para la 
realización de la prueba integral etnoeducativa que aplicará el Instituto Colombiano para el 
Fomento de la Educación Superior. 
 
El Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior dará a conocer en la página de 
Internet las listas de inscritos citados a la prueba. Las reclamaciones relacionadas con la 
inscripción y citación, deberán ser formuladas ante el Instituto Colombiano para el Fomento de la 
Educación Superior, a través de la dirección electrónica que defina para el efecto, dentro de los 
tres (3) días hábiles siguientes a la presentación en la página de Internet. 
 

Artículo 8°. Requisitos para la inscripción. Podrá inscribirse en el concurso toda persona que 

mantenga conciencia de su identidad como criterio fundamental para determinar su carácter y 
pertenencia étnica afrocolombiana y raizal de acuerdo con lo establecido en el Convenio 169 de la 
OIT, incorporado a la legislación colombiana mediante la Ley 21 de 1991, artículo 1°, literal 2°, así 
como lo establecido en la Ley 70 de 1993 artículo 2°, numeral 5. 
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Artículo 9°. Componentes de la Prueba Integral Etnoeducativa. Los componentes de la prueba 

integral etnoeducativa medirán el conocimiento de los aspirantes en los saberes básicos y 
específicos de dichos pueblos, concretamente en los aspectos de territorialidad, culturas locales, 
interculturalidad, organización social, historia, relaciones interétnicas y diálogo de saberes, así 
como en los principios de etnoeducación, pedagogía, derechos y legislación etnoeducativa básica. 
 
También se evaluarán los niveles de dominio en conocimientos o disciplina específica frente a las 
funciones a desarrollar por el aspirante en el ejercicio de la docencia; aptitud matemática y verbal, 
así como el nivel psicotécnico de interés profesional, vocación, y sentido de apropiación y 
reconocimiento cultural afrocolombiano y raizal. 
 

Parágrafo. Los contenidos específicos de lo afrocolombiano y raizal de la prueba integral 

etnoeducativa serán diseñados en un trabajo conjunto y coordinado entre el Instituto Colombiano 
para el Fomento de la Educación Superior y una comisión representativa de la Comisión 
Pedagógica Nacional conformada para este fin, de no más de cinco (5) integrantes ni menos de 
tres (3), designados para períodos de dos años y que por primera vez deberá conformarse dentro 
de los quince (15) días siguientes a la entrada en vigencia del presente decreto. 
 

Artículo 10. Publicación de resultados de las pruebas. El Instituto Colombiano para el Fomento 

de la Educación Superior dará a conocer en la página de Internet la lista con los resultados de las 
pruebas con dos cifras de aproximación decimal. Así mismo, entregará a las entidades territoriales 
certificadas dichas listas. Las reclamaciones relacionadas con los resultados de las pruebas, 
deberán ser formuladas ante el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, a 
través de la dirección electrónica definida para el efecto, dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la presentación en la página de Internet. 

 
Parágrafo. El Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior anulará los 

resultados de los exámenes en caso de fraude, sustracción del material de examen, suplantación 
de persona o cuando efectuados los controles de aplicación o calificación, se infiera o se 
demuestre la ocurrencia de circunstancias irregulares en su desarrollo que afecten su validez. 

 
Artículo 11. Valoración de antecedentes y entrevista. En el plazo y ante la dependencia que 

establezca la entidad territorial en el acto de convocatoria, el aspirante que haya obtenido el 
puntaje mínimo exigido para superar la prueba integral etnoeducativa presentará los documentos 
que acrediten los requisitos de títulos y experiencia relacionados con el cargo para el cual 
concursa, así como el proyecto etnoeducativo. Cuando la hoja de vida del aspirante repose en los 
archivos de la Secretaría de Educación, no será necesario presentar nuevamente los documentos 
salvo que se requiera su actualización. 
 
La entidad territorial realizará la valoración de antecedentes con el propósito de analizar los 
méritos académicos y la experiencia de los aspirantes. Para este efecto la entidad territorial 
certificada adoptará y difundirá la tabla de valoración de antecedentes de conformidad con los 
criterios que fije conjuntamente la Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades Negras y el 
Ministerio de Educación Nacional. El aspirante deberá acreditar uno de los siguientes títulos: 
Normalista Superior, Licenciado en Educación o título profesional de conformidad con lo 
establecido en el Decreto-ley 1278 de 2002; o título de tecnólogo según lo establecido en el 
Decreto 4235 de 2004 o demás normas que lo sustituyan. 
 
Vencido el plazo de presentación de documentos y verificados los requisitos, la entidad territorial 
publicará, por un término de tres (3) días hábiles, la lista de los aspirantes admitidos a entrevista 
con la indicación del sitio, fecha y hora de su realización. No será citado a entrevista el aspirante 
que se inscriba en un cargo para el cual no cumple requisitos. 
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Establecida la lista de admitidos a la entrevista, las reclamaciones relacionadas con su 
conformación deberán ser presentadas a más tardar el día hábil siguiente al vencimiento del 
término de su publicación y serán resueltas por la entidad territorial. 
 
El aspirante citado presentará una entrevista ante un jurado compuesto por al menos tres 
integrantes, designados por la entidad territorial certificada. Cuando los miembros de este jurado 
sean servidores públicos de la entidad territorial convocante, deberán ser designados mediante 
acto administrativo. Adicionalmente podrán ser designados dos miembros de las organizaciones 
afrocolombianas y raizales de reconocida idoneidad pedagógica. Para el caso de San Basilio de 
Palenque y San Andrés, Providencia y Santa Catalina, las respectivas secretarías de educación 
designarán un comité que evaluará el nivel de competencia del aspirante en lengua materna o 
inglés respectivamente, esta prueba se realizará en el momento de la entrevista. 
 
La entrevista tiene el propósito de apreciar las condiciones personales y profesionales y el grado 
de compenetración con su cultura y quehacer de los aspirantes frente al perfil del cargo 
correspondiente, tendrá tres (3) componentes básicos: Conocimiento del contexto educativo, 
manejo práctico de situaciones educativas y actitud frente al medio en el que ejercerá el cargo. El 
jurado contará con un instrumento previamente elaborado por la entidad territorial certificada según 
el protocolo establecido por el Ministerio de Educación Nacional previa consulta a la Comisión 
Pedagógica Nacional de Comunidades Negras y para el registro de los resultados de la entrevista. 
 
El aspirante en la entrevista deberá efectuar una sustentación verbal del proyecto etnoeducativo, 
aportado en el momento establecido en la convocatoria para presentar los documentos que 
acrediten los requisitos de títulos y experiencia relacionados con el cargo para el cual concursa, 
orientada al buen desarrollo del proceso etnoeducativo afrocolombiano y raizal, cuya presentación 
escrita no podrá sobrepasar el número de cinco páginas y estará basada en los siguientes 
criterios: 
 
a) Demostrar una visión del contexto que muestre conocimiento general de la comunidad con la 
que aspira trabajar; 
 
b) Definir el modelo pedagógico con el cual implementará el proyecto etnoeducativo; 
 
c) Establecer los contenidos curriculares en los cuales basará el proyecto etnoeducativo; 
 
d) Presentar los métodos de evaluación del proyecto etnoeducativo; 
 
e) Describir el aporte que el proyecto etnoeducativo dará a la institución o centro educativo y a la 
comunidad en general; 
 
Artículo 12. Valoración de la prueba. Los resultados que obtengan los aspirantes a cargos de 
docentes y directivos docentes afrocolombianos y raizales del servicio educativo estatal, en cada 
una de las pruebas que a continuación se enumeran, se expresarán en una calificación numérica 
en escala de cero (0) a cien (100) puntos; para su registro y clasificación el puntaje incluirá una 
parte entera y dos (2) decimales. 
 
La calificación mínima para superar la prueba integral etnoeducativa, y por ende ser admitido a la 
entrevista y valoración de antecedentes, es de cincuenta y un puntos (51.00) para cargos 
docentes, y sesenta y un puntos (61.00) para cargos directivos docentes. 
 
La valoración de los resultados de cada uno de los aspirantes, se expresará en escala de cero (0) 
a cien (100) puntos con una parte entera y dos (2) decimales, y será la suma ponderada de las 
calificaciones obtenidas en cada una de las distintas pruebas, con los valores determinados a 
continuación: 
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a) Prueba integral etnoeducativa 60% 

b) Proyecto etnoeducativo 30% 

c) ) Entrevista 5% 

d) Valoración de antecedentes 5% 

 
Parágrafo. La entidad territorial deberá publicar en lugar visible la lista con los resultados del 

conjunto de pruebas, de acuerdo con el calendario que para tal fin haya establecido en la 
convocatoria, sin que dicho término pueda ser inferior a tres (3) días hábiles. 
 

Artículo 13. Listas de elegibles. Cada entidad territorial convocante conformará sendas listas de 

elegibles, así: Para los cargos de director rural, coordinador o rector; para los cargos de docentes 
de educación preescolar; para los cargos de docentes del ciclo de educación básica primaria; para 
los cargos de docentes del ciclo de educación básica secundaria y del nivel de educación media, 
por cada área del conocimiento, en los términos de los artículos 23 y 31 de la Ley 115 de 1994. En 
el caso de las bellas artes y la formación técnica, la lista de elegibles se conformará por 
especialidad. 
 
La lista de elegibles se adoptará mediante acto administrativo que incluirá por lo menos el nombre 
y documento de identidad de quienes hayan superado las pruebas del concurso abierto para cada 
nivel, ciclo, área, especialidad y cargo, en estricto orden descendente de los puntajes obtenidos, 
sin que tal lista pueda exceder tres veces el número de vacantes convocadas por la entidad 
territorial para cada nivel, ciclo, área, especialidad y cargo. 
 
Las reclamaciones que formulen los aspirantes relacionadas con las listas de elegibles, deberán 
ser presentadas ante la Secretaría de Educación de la entidad territorial dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes a su publicación. 
 
Las listas de elegibles tendrán una vigencia de dos (2) años a partir de su publicación y deberán 
ser difundidas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial certificada convocante en 
lugar visible durante un término mínimo de dos (2) meses. 
 
Cuando se presenten puntajes totales iguales en la elaboración en una de las listas de elegibles, 
se resolverá la situación atendiendo, en orden, los siguientes criterios: 
 
a) Haber estado en alguna de las situaciones previstas en el artículo 38 de la Ley 715 de 2001; 
 
b) Mayor puntaje obtenido en la prueba integral etnoeducativa; 
 
c) Mayor puntaje obtenido en la valoración de antecedentes; 
 
d) Mayor puntaje obtenido en la entrevista; 
 
La autoridad nominadora deberá excluir a un aspirante de la lista de elegibles, sin perjuicio de las 
acciones adicionales de carácter disciplinario y penal a que hubiere lugar, cuando haya 
comprobado que la persona incurrió en una o más, de las siguientes situaciones: 
 
a) No cumplir los requisitos exigidos para el ejercicio del cargo para el cual concursa; 
 
b) Estar incurso en una inhabilidad para ejercer el cargo; 
 
c) Haber aportado documentos falsos o adulterados o haber incurrido en falsedad de información; 
 
d) Haber sido suplantado por otra persona en cualquier momento del concurso. 
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Parágrafo 1°. La entidad territorial deberá modificar el acto administrativo a través del cual 

adoptó la lista de elegibles cuando previamente haya constatado la existencia de errores 
aritméticos, mediante acto administrativo debidamente motivado, que deberá publicar y difundir de 
la misma manera. 
 

Parágrafo 2°. Las listas de elegibles sólo tendrán validez para la respectiva entidad territorial 

certificada que realizó los concursos. No obstante, cuando una entidad territorial agote sus listas 
de elegibles y subsistan cargos por proveer, podrá de forma autónoma solicitar los listados de 
elegibles de otras entidades territoriales para proceder al nombramiento en período de prueba, en 
estricto orden de puntajes, a aquellos docentes que acepten el nombramiento. En este caso, si el 
docente o directivo docente no acepta el nombramiento no será causal de exclusión del listado en 
la entidad de origen. 
 
Artículo 14. Reclamaciones por violación de las normas de carrera. Las reclamaciones por la 
presunta violación de las normas que rigen la carrera docente, se efectuarán en los términos del 
artículo 17 del Decreto-ley 1278 de 2002. 
 

Artículo 15. Criterios para la provisión de vacantes. La entidad territorial, al momento de realizar 

la convocatoria, deberá adoptar y publicar mediante acto administrativo los criterios que utilizará 
para proveer los cargos vacantes de docentes y directivos docentes en los establecimientos 
educativos de su jurisdicción, teniendo en cuenta las necesidades del servicio. 
 

Artículo 16. Nombramiento en período de prueba. La entidad territorial deberá adoptar y publicar 

los criterios que utilizará para proveer, mediante nombramiento en periodo de prueba, los cargos 
vacantes de docentes y directivos docentes en los establecimientos educativos de su jurisdicción. 
 
La entidad territorial deberá comunicar el nombramiento en período de prueba dentro de los quince 
(15) días hábiles siguientes a la fecha de publicación de la lista de elegibles o de aquella en la que 
se produzcan nuevas vacantes definitivas. 
 
El aspirante que se encuentre incluido en la lista de elegibles, solo podrá ser nombrado, en el 
nivel, ciclo, área de conocimiento o cargo directivo para el que concursó. 
 
Cuando existan vacantes definitivas y listas de elegibles vigentes para los cargos 
correspondientes, aquellas no se podrán proveer mediante nombramiento provisional o encargo de 
conformidad con lo previsto en el artículo 15 del Decreto-ley 1278 de 2002, y los nombramientos 
provisionales existentes subsistirán solo en cuanto los respectivos cargos no puedan ser provistos 
mediante nombramiento en periodo de prueba o en propiedad. 
 
Los docentes que sean nombrados en período de prueba y se rijan por el Decreto-ley 1278 de 
2002, obtendrán la remuneración establecida por el Gobierno Nacional para el nivel salarial A del 
correspondiente grado según el título académico que acrediten. Los directivos docentes 
adicionalmente devengarán el sobresueldo establecido para el cargo, sin que ello implique para 
unos y otros inscripción en el Escalafón, la cual procederá solamente una vez aprobado el período 
de prueba. 
 
La evaluación del período de prueba del aspirante se efectuará sobre el desempeño de las 
funciones del cargo para el cual concursó y fue nombrado en período de prueba. 
 

Parágrafo 1°. Los docentes que superen el período de prueba en los términos del artículo 31 del 

Decreto-ley 1278 de 2002 y cumplan con los demás requisitos de ley, serán inscritos en el 
Escalafón de Profesionalización Docente y obtendrán la remuneración establecida por el Gobierno 
Nacional para el nivel salarial A del correspondiente grado, según el título académico que 
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acrediten. Los aspirantes que sean nombrados en un cargo docente que no superen el período de 
prueba serán excluidos del servicio. 
 
Los directivos docentes que superen el período de prueba, serán inscritos en el nuevo Escalafón 
de acuerdo con el título que acrediten y obtendrán la remuneración establecida por el Gobierno 
Nacional para el nivel salarial A del correspondiente grado, según el título académico que 
acrediten, salvo los servidores estatales nombrados en propiedad en un cargo público docente 
antes de la vigencia del Decreto-ley 1278 de 2002, quienes, sin solución de continuidad, 
conservarán las condiciones establecidas en el Decreto-ley 2277 de 1979. Su cargo docente o 
directivo docente de origen, sólo podrá ser provisto de manera temporal hasta tanto el servidor 
supere el período de prueba en el nuevo cargo. 
 
Los directivos docentes que no superen el período de prueba, si eran servidores públicos docentes 
nombrados en propiedad, serán regresados a su cargo de origen, los demás serán retirados del 
servicio. 

 
Parágrafo 2°. Una vez comunicado el nombramiento, el designado dispone de un término 

improrrogable de cinco (5) días hábiles para comunicar a la entidad territorial que lo nombró la 
aceptación del cargo y diez (10) días hábiles adicionales para tomar posesión del mismo. En caso 
de no aceptar, la entidad territorial lo excluirá del lista do de elegibles y nombrará y posesionará a 
quien le sigue en la lista de elegibles. 
 

Parágrafo 3°. La vacancia definitiva de cargos solo podrá establecerse después de atender los 

fallos o sentencias judiciales sobre reintegro de personal. 
 

Artículo 17. Nombramiento en período de prueba en territorios colectivos. Los integrantes de la 

lista de elegibles para ser nombrados en periodo de prueba en cargos vacantes en los territorios 
colectivos deberán contar con el aval de reconocimiento cultural expedido por la autoridad 
comunitaria competente del respectivo Consejo Comunitario. El cual deberá ser entregado en la 
entidad territorial certificada dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la publicación de la 
lista de elegibles. En caso de no contar con dicho aval no podrá ser nombrado en la vacante 
correspondiente al territorio colectivo. 
 
El aval será otorgado en audiencia pública, con la presencia de un funcionario comisionado por la 
entidad territorial certificada. De lo ocurrido en la audiencia quedará constancia en un acta que 
será suscrita por las autoridades de los consejos comunitarios y entregada a la Secretaría de 
Educación de la entidad territorial certificada. 
 
Artículo 18. La entidad territorial en el desarrollo del concurso contará con la participación de la 
Comisión Pedagógica Nacional para las Comunidades Negras o sus representantes en los 
términos previstos en el presente decreto. 

 
Artículo 19. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación. 

 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a 21 de septiembre de 2005. 
 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ  La Ministra de Educación Nacional, 
Cecilia María Vélez White. 
 
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública, 
Fernando Grillo Rubiano. 
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DECRETO NUMERO 4007 DE 2006 
 

(noviembre 14) 
 

por el cual se modifican los artículos 2°, 3° y 6° y se deroga el artículo 4° del Decreto 3050 de 
2002. 

 
El Ministro del Interior y de Justicia delegatario de funciones presidenciales en virtud del Decreto 
3932 del 9 de noviembre de 2006, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en 
especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 
57 de la Ley 70 de 1993, 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que en virtud de lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 70 de 1993, se ordenó la formulación de 
un Plan que fije las políticas de largo plazo, las cuales servirán como marco de referencia para las 
políticas del Plan Nacional de Desarrollo; 
 
Que en desarrollo del citado artículo 57, el documento Conpes 3310 “Política de Acción Afirmativa 
para la Población Negra o Afrocolombiana”, de septiembre 20 de 2004, incorporó en sus 
estrategias: “formular el Plan Integral de Largo Plazo para la Población Negra o Afrocolombiana”, 
el cual se encuentra en proceso de formulación; 
 
Que se hace necesaria la armonización del proceso de formulación del Plan Integral de Largo 
Plazo para la Población Negra o Afrocolombiana con el proceso de formulación del Plan de 
Desarrollo de Comunidades Negras, 
 

DECRETA: 
 
Artículo 1°. El artículo 2° del Decreto 3050 de 2002, quedará así: 
 
“Artículo 2°. Integración. La Comisión de Estudios para la Formulación del Plan de Desarrollo de 
las Comunidades Negras es una comisión técnica con un amplio conocimiento de las realidades 
de las comunidades negras. Su integración se definirá de acuerdo con el procedimiento especial 
que para el efecto adopten mediante acta en forma conjunta el Departamento Nacional de 
Planeación, el Ministerio del Interior y de Justicia y los representantes de las Comunidades Negras 
ante la Subcomisión de Planeación y Desarrollo de la Comisión Consultiva de Alto Nivel, en 
cumplimiento de la Ley 70 de 1993”. 
 
Artículo 2°. El artículo 3° del Decreto 3050 de 2002, quedará así: 
 
“Artículo 3°. Sesiones. La Comisión de Estudios operará, una vez se integre, en forma 
permanente hasta la aprobación del Plan Nacional d e Desarrollo en el Conpes. En todo caso, la 
Comisión deberá consignar sus acuerdos en actas que den soporte a los mismos. 
 
La Comisión podrá realizar invitaciones a funcionarios gubernamentales, expertos, académicos, 
representantes de las comunidades y otros sectores sociales”. 
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Artículo 3°. El artículo 6° del Decreto 3050 de 2002, quedará así: 
 
“Artículo 6°. Función. La Comisión de Estudios para la Formulación del Plan de Desarrollo de las 
Comunidades Negras, será la responsable de la formulación y la consolidación del Plan de 
Desarrollo de las Comunidades Negras, de acuerdo con lo establecido en el artículo 57 de la Ley 
70 de 1993. 
 
El Plan de Desarrollo de las Comunidades Negras deberá ser entregado al Departamento Nacional 
de Planeación al menos un mes antes de la presentación del Plan Nacional de Desarrollo al 
Conpes, de manera que sea factible presentar sus propuestas como insumo para el Plan Nacional 
de Desarrollo”. 
 
Parágrafo transitorio. El término descrito en el presente artículo no será aplicable para el período 
2006-2010. 
 
Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación 
y modifica los artículo 2°, 3° y 6° y deroga el artículo 4° del Decreto 3050 de 2002 y todas aquellas 
disposiciones que le sean contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dada en Bogotá, D. C., a 14 de noviembre de 2006. 
 
CARLOS HOLGUIN SARDI 
 
El Ministro del Interior y de Justicia, 
Carlos Holguín Sardi. 
 
La Directora del Departamento Nacional de Planeación, 
Carolina Rentería 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 71 

 
 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXLIV. N. 47123. 25, SEPTIEMBRE, 2008. PAG. 36. 
 

DECRETO NUMERO 3770 DE 2008 
(Septiembre 25) 

 
por el cual se reglamenta la Comisión Consultiva de Alto Nivel de Comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras; se establecen los requisitos para el Registro de Consejos Comunitarios y 
Organizaciones de dichas comunidades y se dictan otras disposiciones. 
 
 
El Ministro del Interior y de Justicia de la República de Colombia, Delegatario de funciones presidenciales, 
en virtud del Decreto 3539 del 16 de septiembre de 2008, en ejercicio de sus facultades constitucionales y 
legales, y en especial las que le confiere el artículo 189 numeral 11 de la Constitución Política y 45 de la Ley 
70 de 1993, 
 

DECRETA: 
 

CAPITULO I 
De la comisión consultiva de alto nivel 

 
Artículo 1°. Conformación. La Comisión Consultiva de Alto Nivel para las Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, prevista en el artículo 45 de la Ley 70 de 1993, adscrita al 
Ministerio del Interior y de Justicia, se integrará de la siguiente manera: 
 
– El Viceministro del Interior o su delegado, quien la presidirá. 
– El Viceministro de Ambiente o su delegado. 
– El Viceministro de Preescolar, Básica y Media o su delegado 
– El Viceministro de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado. 
– El Viceministro de Minas y Energía o su delegado. 
– El Director del Departamento Nacional de Planeación o su delegado. 
– El Director del Programa Presidencial para la Acción Social o su delegado. 
– El Director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi o su delegado. 
– El Director del Instituto Colombiano de Antropología e Historia, ICANH, o su delegado. 
– El Gerente del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, o su delegado. 
– El Director de la Unidad Nacional de Tierras Rurales o su delegado. 
– Los dos (2) Representantes a la Cámara elegidos por circunscripción especial para las Comunidades 
Negras, de que trata la Ley 649 de 2001. 
– Los representantes de los Consejos Comunitarios y de Organizaciones de Base de Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, de conformidad con lo señalado en el artículo 2° del presente 
decreto. 
 
Parágrafo. El Ministerio del Interior y de Justicia cursará invitación a los siguientes funcionarios, cuando los 
temas a consideración por parte de la Comisión Consultiva de Alto Nivel así lo ameriten: 
 
– Los Viceministros de Vivienda y Desarrollo Territorial y de Agua y Saneamiento. 
– Los Viceministros de Turismo y de Desarrollo Empresarial. 
– El Viceministro de Transporte. 
– El Viceministro de Comunicaciones. 
– El Viceministro de Hacienda. 
– El Viceministro de Salud y Bienestar. 
– El Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF. 
– El Director del Servicio Nacional de Aprendizaje, Sena. 
 
Artículo 2°. Criterios para la asignación de Representantes de los Consejos Comunitarios y Organizaciones 
de Base de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, ante la Comisión Consultiva de 
Alto Nivel. Para la representación de los Consejos Comunitarios, y Organizaciones de Base de 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, los departamentos en los que existan 
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Consultivas Departamentales tendrán derecho a un delegado, por derecho propio, y uno más, de acuerdo 
con los criterios siguientes: 
 
a) De acuerdo con su Población: 
 
– Un (1) consultivo adicional por cada doscientos cincuenta mil habitantes afrocolombianos 
autorreconocidos, de conformidad con el censo de población vigente, o fracción superior a ciento veinticinco 
mil que tengan en exceso sobre los primeros doscientos cincuenta mil. 
 
Un (1) consultivo adicional en los casos en que la población departamental de Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras, de acuerdo con el censo de población vigente, sea superior al 
50% del total de la población del respectivo departamento; 
 
b) De acuerdo con el territorio colectivo. Un (1) Consultivo adicional por cada quinientas mil hectáreas 
tituladas a las comunidades negras del respectivo departamento, o fracción de doscientas cincuenta mil 
hectáreas que tengan en exceso sobre las primeras quinientas mil. 
 
Parágrafo 1°. El Distrito Capital de Bogotá contará con dos (2) representantes ante la Comisión Consultiva 
de Alto Nivel. 
 
Parágrafo 2°. Ningún departamento podrá contar con más de seis (6) representantes ante la Comisión 
Consultiva de Alto Nivel. 
 
Parágrafo 3°. La Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 
Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia, con base en los nuevos criterios establecidos en el 
presente decreto, determinará, mediante resolución motivada, el número de representantes ante la Comisión 
Consultiva de Alto Nivel, que le corresponde a cada departamento. 
 
Parágrafo 4°. La Comisión Consultiva de Alto Nivel podrá invitar a sus sesiones a los servidores públicos y a 
las demás personas que considere puedan contribuir al adecuado desarrollo de sus funciones. 
 
Parágrafo 5°. En los casos en que los representantes de las entidades públicas que integran la Comisión 
Consultiva de Alto Nivel, deleguen la representación en otro funcionario, este deberá estar revestido de 
plenos poderes para tomar decisiones en nombre de la entidad que representa. 
 
Parágrafo 6°. De conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la Ley 731 de 2002, en las asambleas 
generales y en las juntas de los Consejos Comunitarios, así como en las Comisiones Consultivas 
Departamentales, Regionales y de Alto Nivel, deberá haber una participación no menor del 30% de mujeres 
afrocolombianas rurales. 
 
Artículo 3°. Invitados Permanentes. La Comisión Consultiva de Alto Nivel tendrá como invitados 
permanentes a sus sesiones a tres (3) líderes afrocolombianos, de Comunidades Negras, Raizales o 
Palenqueras, ex integrantes de la Comisión Especial para las Comunidades Negras, encargada de la 
reglamentación del artículo transitorio 55 de la Constitución Política, creada mediante el Decreto 1332 de 
1992. 
 
Parágrafo. Los invitados permanentes a que alude el artículo anterior tendrán voz pero no tendrán voto. 
 
Artículo 4°. Elección de Representantes de los Consejos Comunitarios y Organizaciones de Base de 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel. 
Los representantes designados por las organizaciones de Base de Comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras y los Consejos Comunitarios ante las Comisiones Consultivas Departamentales y 
Distrital de Bogotá, designarán de entre sus miembros, los representantes de las mismas comunidades ante 
la Comisión Consultiva de Alto Nivel. 
 
Parágrafo. Las respectivas Secretarías Técnicas de las Comisiones Consultivas Departamentales y Distrital 
de Bogotá comunicarán a la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 
Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia, la designación de los representantes de las 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel, 
para los efectos de su integración. 
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Artículo 5°. Funciones de la Comisión Consultiva de Alto Nivel. La Comisión Consultiva de Alto Nivel tendrá 
las siguientes funciones: 
 
1. Servir de instancia de diálogo, concertación e interlocución entre las comunidades que representan y el 
Gobierno Nacional. 
 

2. Constituirse en mecanismo de difusión de la información oficial hacia las comunidades 
que representan y de interlocución con niveles directivos del orden nacional. 
 
3. Promover, impulsar, hacer seguimiento y evaluación a las normas que desarrollan los derechos de las 
comunidades que representan. 
 
4. Contribuir a la solución de los problemas de tierras que afectan a las comunidades que representan de 
todo el país e impulsar los programas de titulación colectiva que se adelanten en favor de estas 
comunidades. 
 
5. Establecer mecanismos de coordinación con las autoridades y entidades nacionales y territoriales para 
hacer efectivo el cumplimiento de los derechos sociales, económicos, políticos, culturales y territoriales de 
las comunidades que representan. 
 
6. Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades que representan y el Estado, dentro del marco de la 
democracia participativa y de la utilización de los mecanismos de participación ciudadana y comunitaria, sin 
detrimento de la autonomía de la administración pública. 
 
7. Servir de espacio para el debate de los proyectos; de decretos reglamentarios de la Ley 70 de 1993, antes 
de que los mismos sean sometidos a la consideración del Gobierno Nacional. A ese efecto la Comisión 
deberá promover la difusión y consulta de tales proyectos con las organizaciones de base de las 
comunidades negras. 
 
8. Servir de instancia de consulta previa de medidas legislativas o administrativas, del ámbito nacional 
susceptibles de afectar directamente a las Comunidades Negras, Raizales, Afrocolombianas o Palenqueras, 
de conformidad con la Ley 21 de 1991, aprobatoria del Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y 
tribales en países independientes. 
 
Artículo 6°. Funcionamiento. La Comisión Consultiva de Alto Nivel se dará su propio reglamento interno, en 
el cual regulará su funcionamiento, las sesiones ordinarias y extraordinarias, el procedimiento para su 
convocatoria y la integración de subcomisiones. 
 
Artículo 7°. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de la Comisión Consultiva de Alto Nivel será ejercida 
por la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del 
Ministerio del Interior y de Justicia. 
 

CAPITULO II 
De las Comisiones Consultivas Departamentales y del Distrito Capital de Bogotá 

 
Artículo 8°. Conformación. En los departamentos en donde existan organizaciones de base y consejos 
comunitarios que representen a las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras, y en 
Bogotá, D. C., se conformará una Comisión Consultiva, integrada de la siguiente manera: 
 
– El Gobernador del respectivo departamento o el Secretario de Gobierno, el Interior o quien haga sus 
veces, quien la presidirá. 
– Un representante de los alcaldes de los municipios con presencia de Comunidades Negras del respectivo 
departamento, escogido por ellos mismos. 
– Un representante de los rectores de las universidades públicas. 
– El Gerente Regional del Incoder. 
– El Director de la respectiva Corporación Autónoma Regional. 
– El delegado departamental o coordinador seccional de Acción Social. 
– Un Delegado del Director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 
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– Los delegados de los consejos comunitarios y las organizaciones de comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, de conformidad con el artículo once (11) del presente decreto; los 
cuales tendrán el mismo periodo de los consultivos de alto nivel. 
 
Parágrafo 1°. La Comisión Consultiva Distrital de Bogotá, D. C., se conformará en su caso, por el Alcalde 
Mayor o el Secretario de Gobierno, quien la presidirá; un (1) representante de los alcaldes locales; el 
Coordinador de Acción Social; el Director del Instituto Distrital de la Participación y Acción Comunal, el 
Director del Instituto Distrital de Cultura y Turismo, Recreación y Deportes y las organizaciones de 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. 
 
Parágrafo 2°. Cuando los temas a consideración por parte de la Comisión Consultiva Distrital de Bogotá, D. 
C., así lo ameriten, la Secretaría Técnica cursará invitación a los siguientes funcionarios: 
 
– Los Secretarios de Hacienda, de Desarrollo Económico, Educación, Salud, Integración Social, Cultura, 
Recreación y Deporte, Ambiente y Hábitat. 
– El Director del Instituto de Desarrollo Urbano. 
 
Parágrafo 3°. Las Comisiones Consultivas Departamentales y Distrital de Bogotá, D. C., podrán invitar a sus 
sesiones a los servidores públicos y a las demás personas que consideren pueden contribuir para el 
adecuado desarrollo de sus funciones. 
 
Artículo 9°. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de las Comisiones Consultivas Departamentales y de 
la Distrital de Bogotá, será ejercida por la dependencia responsable del tema étnico de Comunidades 
Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, en el respectivo departamento o en el Distrito Capital; a 
falta de esta, por la Secretaría de Gobierno, del Interior o la entidad que haga sus veces. 
 
Artículo 10. Número de integrantes. Las Comisiones Consultivas Departamentales y Distrital de Bogotá, 
estarán integradas por un número no superior a treinta (30) representantes designados por las 
organizaciones de base de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, y consejos 
comunitarios del respectivo departamento o de Bogotá, D. C., según sea el caso. Para ello, podrán 
observarse criterios de zonificación, municipalización, cuencas, agremiación o localidades, de tal forma que 
se adecuen a las dinámicas particulares. 
 
En todo caso deberá garantizarse la participación equitativa de los Consejos Comunitarios y las 
organizaciones. 
 
Artículo 11. Forma de elección de los representantes ante las Comisiones Consultivas departamentales y 
Distrital de Bogotá. La elección de los representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras, ante las Comisiones Consultivas, Departamentales y Distrital de Bogotá, se hará en 
sesión pública convocada y presidida por el gobernador del respectivo departamento, el Alcalde Mayor de 
Bogotá, D. C. o su delegado, según corresponda. 
 
Parágrafo 1°. Para los efectos de la elección, dentro de un término de treinta (30) días, previos a la misma, 
se harán tres (3) avisos, por un medio de amplia difusión dentro del respectivo Departamento o Distrito 
Capital. Los avisos indicarán la fecha, hora, sitio y motivo de la convocatoria, y los requisitos para ser 
candidato. 
 
Artículo 12. Funciones. Las Comisiones Consultivas Departamentales y la del Distrito Capital tendrán las 
siguientes funciones: 
 
1. Servir de instancia de diálogo, concertación e interlocución entre las comunidades que representan y el 
Gobierno Departamental o Distrital. 
 
2. Constituirse en mecanismo de difusión de la información oficial hacia las comunidades que representan y 
de interlocución con niveles directivos del orden departamental o distrital. 
 
3. Promover, impulsar, hacer seguimiento: y evaluación a las normas que desarrollan los derechos de las 
comunidades que representan. 
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4. Contribuir a la solución de los problemas de tierras que afectan a las comunidades de su departamento o 
distrito, e impulsar los programas de titulación colectiva que se adelanten en favor de estas comunidades. 
 
5. Establecer mecanismos de coordinación con las autoridades y entidades departamentales, distritales y 
territoriales para hacer efectivo el cumplimiento de los derechos sociales, económicos, políticos, culturales y 
territoriales de las comunidades que representan 
 
6. Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades que representan y el Estado, dentro del marco de la 
democracia participativa y de la utilización de los mecanismos de participación ciudadana y comunitaria. 
 
7. Servir de instancia de consulta previa de medidas legislativas o administrativas, del ámbito Departamental 
o Distrital, según proceda, susceptibles de afectar directamente a las Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras, de conformidad con la Ley 21 de 1991, aprobatoria del Convenio 
169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes. 
 
Artículo 13. Funcionamiento. Cada Comisión Consultiva establecerá su reglamento interno, en el cual 
determinará sus reglas de funcionamiento. 
 

CAPITULO III 
Del Registro Unico de Organizaciones de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 

Palenqueras y Consejos Comunitarios 
 

Artículo 14. Registro único. La Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales 
y Palenqueras, o la dependencia que haga sus veces, llevará un Registro Único de Consejos Comunitarios y 
Organizaciones de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. 
 
Sólo podrán inscribirse en tal Registro, aquellas organizaciones que cumplan con los siguientes requisitos: 
 
a) Tener dentro de sus objetivos reivindicar y promover los derechos humanos, territoriales, sociales, 
económicos, culturales, ambientales y/o políticos de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o 
Palenqueras, desde la perspectiva étnica, dentro del marco de la diversidad etnocultural que caracteriza al 
país; 
 
b) Tengan más de un año de haberse conformado como tales; 
 
c) Allegar el formulario único de registro, debidamente diligenciado, el cual será suministrado por la Dirección 
de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y 
de Justicia, o la dependencia que haga sus veces; 
 
d) Acta de constitución de la organización, con la relación de sus integrantes, con sus respectivas firmas, 
número de documento de identidad, domicilio, en número no inferior a quince (15) miembros; 
 
e) Los Estatutos de la organización, los cuales no podrán omitir los siguientes aspectos: 
 
I. Estructura interna de la organización. 
II. Procedimiento para la elección de sus representantes y dignatarios. 
III. Procedimiento para la toma de decisiones; 
f) Nombres de sus voceros o representantes elegidos democráticamente; 
g) Plan de actividades anual; 
h) Dirección para correspondencia. 
 
Parágrafo. En los Estatutos de las organizaciones a que alude el presente artículo, se deberá establecer 
expresamente que las personas que integran la organización, deben ser miembros de Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras. 
 
Artículo 15. Registro de Consejos Comunitarios. Para la inscripción de los Consejos Comunitarios se 
requiere: 
 
a) Diligenciar el Formulario Unico de Registro, el cual será suministrado por la Dirección de Asuntos para 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia; 
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b) Copia del acta de elección de la Junta del Consejo Comunitario, suscrita por el Alcalde, o certificación del 
registro de la misma en el libro que para tal efecto lleva la Alcaldía respectiva, de conformidad con el 
parágrafo 1° del artículo 9° del Decreto número 1745 de 1995; 
 
c) Copia de la resolución de adjudicación del respectivo territorio colectivo o certificación en que conste que 
la solicitud de adjudicación del mismo se encuentra en trámite. 
 
Parágrafo 1°. La Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 
Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces, será la única entidad 
competente para expedir la respectiva resolución de inscripción de Consejos Comunitarios. Para ello deberá 
verificar la documentación presentada y de encontrarla conforme a los requerimientos procederá a expedir la 
respectiva resolución. 
 
Parágrafo 2°. Las Alcaldías Municipales deberán remitir en un término no mayor a treinta (30) días, a la 
Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio 
del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces, la información sobre las novedades y modificaciones en el 
registro de que trata el parágrafo 1° del artículo 9° del Decreto número 1745 de 1995. 
 
Artículo 16. Requisitos de ingreso y permanencia en el Registro Unico de Consejos Comunitarios y de 
Organizaciones de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras. Para ingresar y 
permanecer en el Registro Unico de Consejos Comunitarios y de Organizaciones de Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras, se deberá contar con la respectiva resolución expedida por la 
Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, y cumplir con lo 
establecido en el artículo 17 del presente decreto. 
 
Artículo 17. Actualización de documentos. Las organizaciones de base de Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras de que trata el presente decreto, deberán actualizar anualmente 
su plan de actividades, la relación de sus miembros, y los datos relacionados con la dirección y 
representación legal de la respectiva organización, y reportar tal información a la Dirección de Asuntos para 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, dentro de los tres (3) primeros meses de 
cada año. 
 
Artículo 18. Reporte de cambios en la estructura de administración, dirección y/o representación. Cuando 
los Consejos Comunitarios o las Organizaciones de Base de Comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales o Palenqueras produzcan cambios, totales o parciales, en su Junta, del Representante Legal o en 
cualquiera de sus órganos de dirección o administración, éstos deberán ser informados a la Dirección de 
Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, dentro de un término de 
treinta (30) días. 
 
Parágrafo. Cuando se trate de novedades en la Junta de los consejos comunitarios, la información deberá 
ser remitida por la respectiva alcaldía a la Dirección de Asuntos para  
 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, dentro de los términos establecidos en el 
parágrafo 2° del artículo 15 del presente decreto. 
 
Artículo 19. Suspensión del Registro. La Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia, procederá a suspender, 
previo el procedimiento previsto en el artículo 35 del Código Contencioso Administrativo, hasta por un 
término de seis (6) meses, mediante resolución motivada, a las organizaciones que incumplan lo establecido 
en el artículo 17 de este decreto. Las organizaciones que, vencidos los seis (6) meses de suspensión que le 
fue impuesta, continúen sin reportar la actualización de su información, serán retiradas definitivamente del 
registro único, mediante resolución motivada. 
 

CAPITULO IV 
Disposiciones finales 

 
Artículo 20. Subcomisiones. Para su operatividad, las comisiones consultivas se organizarán en 
subcomisiones. 
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Parágrafo. La Comisión Consultiva de Alto Nivel tendrá una Subcomisión de Consulta Previa, de que trata la 
Ley 21 de 1991; integrada por cinco (5) consultivos delegados por los voceros de las comunidades negras 
ante dicha instancia, para la coordinación y realización de los procesos de consulta de las medidas 
legislativas o administrativas del orden nacional, la cual desarrollará sus funciones de conformidad con las 
orientaciones y delegaciones que le impartan los delegados de las comunidades negras ante la Comisión 
Consultiva de Alto Nivel. 
 
Artículo 21. Instancias de representación. Son instancias de representación de las Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras: 
 
a) Los consejos comunitarios, en su doble condición de autoridad de administración interna de los territorios 
colectivos, y de organización de base por excelencia; 
b) Las organizaciones de base de que trata el presente decreto: 
c) Las comisiones consultivas departamentales, distrital de Bogotá, y de Alto Nivel, y 
d) Las comisiones pedagógicas nacional y departamentales, según proceda. 
 
Artículo 22. Período. El período de los representantes de las organizaciones de base de Comunidades 
Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, y de los Consejos Comunitarios, ante las Comisiones 
Consultivas departamentales, Distrital de Bogotá y de Alto Nivel será institucional de tres (3) años, contados 
a partir del primero (1°) de noviembre de 2008. 
 
Artículo 23. Cesación de la representación. Vencido el período de los representantes de las organizaciones 
de base de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, y de los Consejos 
Comunitarios, ante las Comisiones Consultivas departamentales, distrital de Bogotá y de Alto Nivel, sin que 
estos hayan sido reemplazados o ratificados mediante el procedimiento de elección contemplado en el 
artículo 11 del presente decreto, cesarán automáticamente en el ejercicio de la representación. 
 
Artículo 24. Reelección. A partir del período que inicia el primero (1°) de noviembre de 2012, los 
representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, ante las Comisiones 
Consultivas, no podrán ser reelegidos en forma inmediata. 
 
Artículo 25. Elecciones simultáneas. Los representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras, ante las Comisiones Consultivas no podrán ser elegidos simultáneamente, durante 
su respectivo período como Consultivo, a más de un espacio institucional en representación de dichas 
comunidades, incluida las Subcomisión de Consulta Previa de que trata el artículo 20 del presente decreto. 
 
Artículo 26. Representación en espacios institucionales. Para todos los efectos que se requiera la 
nominación, designación o elección de representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales o Palenqueras, para acceder a espacios institucionales de concertación o interlocución entre el 
Estado y dichas comunidades, se deberá informar con una antelación no inferior de quince (15) días a los 
delegados de dichas Comunidades para que en su espacio autónomo Nacional, Departamental o Distrital 
procedan a la nominación, designación o elección; decisión que en todo caso se podrá tomar por consenso o 
por votación, caso en el cual deberá realizarse con al menos la mitad más uno de los votos de los 
consultivos. 
 
Parágrafo. Las representaciones de los actuales consultivos a los espacios de que trata el presente artículo 
vencen el 31 de octubre de 2008. 
 
Artículo 27. Acreditación afiliación en salud. Los representantes de las Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, ante las Comisiones Consultivas de Alto Nivel, Departamentales y 
Distrital de Bogotá, al momento de su posesión deberán acreditar su afiliación al régimen contributivo o al 
subsidiado de salud. 
 
Artículo 28. Sesiones y domicilio de las Comisiones. La Comisión Consultiva de Alto Nivel, las Comisiones 
Consultivas Departamentales y la Distrital de Bogotá, sesionarán, de manera ordinaria, dos (2) veces al año; 
su domicilio será el que determine su reglamento interno. 
 
Artículo 29. Actualización de documentos. A partir del año 2009, los Consejos Comunitarios deberán, dentro 
de los primeros tres (3) meses de cada año, actualizar el reglamento interno y el censo de su comunidad, de 
acuerdo con las novedades que se hayan presentado durante el año anterior, y reportar dicha información a 
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la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio 
del Interior y de Justicia. Para los efectos del reporte de la información del censo de la comunidad, la 
Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras suministrará los 
respectivos formularios. En caso de no haber novedades, así deberán reportarlo dentro del precitado 
término. 
 
Artículo 30. Financiación. Las instituciones públicas del nivel nacional, departamental, municipal y del 
Distrito de Bogotá, destinarán los recursos económicos, técnicos y logísticos suficientes para el buen 
funcionamiento de las Comisiones Consultivas, según sus competencias y necesidades específicas de 
interlocución y concertación. 
 
Artículo 31. Definiciones. Para los efectos del presente decreto se entiende por: 
 
1. Consejo Comunitario. Es la máxima autoridad de administración interna de las tierras de comunidades 
negras. 
 
2. Organizaciones de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. Son asociaciones 
comunitarias integradas por personas de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o 
Palenqueras; que reivindican y promueven los derechos étnicos y humanos de estas comunidades. 
 
3. Organizaciones de Segundo Nivel son asociaciones de consejos comunitarios, constituidos de 
conformidad con el Decreto 1745 de 1995, y las organizaciones que agrupan a más de dos (2) 
organizaciones, inscritas en el Registro Unico de la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia, siempre y cuando el área 
de influencia de dichas organizaciones corresponda a más de la tercera parte de los departamentos donde 
existan comisiones consultivas. 
 
Artículo transitorio 1. Dentro de los tres (3) meses siguientes a la expedición del presente decreto, se 
deberá proceder a la elección de los representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales 
o Palenqueras ante las comisiones consultivas departamentales, distrital y de alto nivel. En caso, de no 
darse cumplimiento a lo dispuesto en la presente disposición, se dará aplicación a lo establecido en el 
artículo 23 del presente decreto. 
 
Artículo transitorio 2. Las organizaciones de base, se adecuarán a las disposiciones del presente decreto 
dentro de los tres (3) meses siguientes a la entrada en vigencia del mismo, en caso contrario, serán 
excluidas del Registro Unico de Consejos Comunitarios y Organizaciones de Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia. Para tal efecto, la Dirección 
de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, hará los requerimientos 
que sean necesarios, expedirá las resoluciones respectivas y efectuará las notificaciones que sean del caso. 
Se exceptúan de esta disposición: a) Los consejos comunitarios, y b) Las organizaciones de base que 
cuentan con resolución de inscripción expedida con posterioridad al 1° de enero de 2006. 
 
Artículo transitorio 3. Las Comisiones Consultivas Departamentales y Distrital de Bogotá, adoptarán su 
reglamento interno dentro de los tres (3) primeros meses siguientes a su conformación. Copia de dicho 
reglamento interno deberá ser remitida, por la respectiva Secretaría Técnica, a la Dirección de Asuntos para 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. 
 
Artículo transitorio 4. La Comisión Consultiva de Alto Nivel adoptará su reglamento interno en la primera 
sesión que realice a partir del 1° de noviembre de 2008. 
 

Artículo 32. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga los 
Decretos 2248 de 1995; 2344 de 1996 y las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a 25 de septiembre de 2008. 
 
FABIO VALENCIA COSSIO 
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El Ministro del Interior y de Justicia, 
Fabio Valencia Cossio. 
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OTROS DOCUMENTOS DE INTERES DE LA POBLACIÓN AFRO 
 
 
 

DIARIO OFICIAL. AÑO CXXVIII. N. 40538. 12, AGOSTO, 1992. PAG. 1 
 

DECRETO NUMERO 1332 DE 1992      (agosto 11) 
 

POR EL CUAL SE CREA LA COMISION ESPECIAL PARA LAS COMUNIDADES 
NEGRAS, DE QUE TRATA EL ARTICULO TRANSITORIO NUMERO 55 DE LA 
CONSTITUCION POLITICA, SOBRE EL RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS 
TERRITORIALES Y CULTURALES; ECONOMICOS, POLITICOS Y SOCIALES DEL 
PUEBLO NEGRO DE COLOMBIA; Y SE ESTABLECEN LAS FUNCIONES Y 
ATRIBUCIONES DE LA MISMA. 
 
 
El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades que le  
confiere el artículo 55 transitorio de la Constitución Política, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación,  
de conformidad con lo establecido en el artículo 7°. de la Constitución  
Política; 
 
 
Que uno de los fines esenciales del Estado, es facilitar la participación de  
todos en las decisiones que les afectan y en la vida económica, política,  
administrativa y cultural de la Nación (artículo 2° de la Constitución  
Política); 
 
 
Que de conformidad con los artículos 58 y 60 de la Constitución Política, es  
obligación del Estado garantizar la protección, promoción y acceso de los  
ciudadanos a las formas asociativas y solidarias de propiedad; 
 
 
Que el Estado reconoce el aporte de los pueblos negros de Colombia a la  
formación de nuestra nacionalidad, a la diversidad cultural, a la armonía  
social y ecológica; 
 
 
Que el artículo transitorio 55 de la Constitución Política ordena al Gobierno  
Nacional la creación de una comisión especial, con participación de los  
representantes de las comunidades interesadas, para efecto de los desarrollos  
legales del mismo; 
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Que se hace necesaria la unificación de la legislación existente sobre el  
desarrollo del artículo transitorio 55 de la Constitución Política para lograr  
una mayor certeza legislativa. 
 
 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°. Créase la Comisión Especial para las Comunidades Negras, prevista  
en el artículo transitorio 55 de la Constitución Política, La cual está  
integrada así: 
 
a) El Ministro de Gobierno o su Delegado; quien la presidirá; 
 
b) El Gerente General del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, o  
su delegado; 
 
c) El Director del Departamento Nacional de Planeación, DNP, o su  
representante; 
 
d) El Director del Inderena o su representante 
 
e) El Director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o su delegado; 
 
f) El Director del Instituto de Investigaciones Culturales y Antropológicas,  
ICAN o su delegado; 
 
g) Los señores Gustavo de Roux, Jaime Arocha, Otilia Dueñas, Edgar Eulises  
Torres Murillo, Omar Torres Angulo, Jesús Rosero Ruano, Piedad Córdoba de  
Castro, Guillermo Panchano, Silvio Garcés y Luis Jaime Perea Ramos; 
 
h) Tres (3) representantes por cada una de las comisiones consultivas de que  
trata el artículo 3°. del presente Decreto, designados por ellas. 
 
 
Artículo 2°. La Comisión tendrá las siguientes funciones: 
 
a) Darse su propio reglamento, el cual será aprobado por mayoría; 
 
b) Cumplir las funciones previstas en el artículo transitorio 55 de la  
Constitución Política; 
 
c) Identificar y proponer mecanismos para la protección de la identidad  
cultural y los derechos de las Comunidades Negras; 
 
 
d) Proponer a las autoridades competentes programas de fomento del desarrollo  
económico y social de las Comunidades Negras. 
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Artículo 3°. En cada uno de los Departamentos de Chocó. Valle. Cauca y Nariño  
habrá una Comisión Consultiva, conformada por las organizaciones que se señalan  
más adelante, la cual tendrá por objeto hacerle recomendaciones particulares a  
la Comisión Especial para el cumplimiento de sus funciones en relación con  
particularidades de las Comunidades Negras en cada uno de dichos Departamentos. 
 
 
Las Comisiones Consultivas serán las siguientes: 
 
a) Comisión Consultiva del Departamento del Chocó la cual estará integrada por:  
Asociación Campesina Integral del Atrato, ACIA; Asociación Campesina del San  
Juan, Acadesan; Organización de Población Negra de la Costa Pacifica;  
Asociación Campesina del Alto Baudó, Acaba; Organización Campesina del Bajo  
Atrato, Ocaba; Organización de Barrios Populares del Chocó, Obapo; Asociación  
Departamental de Usuarios Campesinos, ADUC; 
 
b) Comisión Consultiva del Departamento del Valle, la cual estará integrada  
por: Comité de Defensa de los intereses del río Cajambre, Codinca; Asociación  
Popular de Negros Unidos del río Yurumanguí, Aponury; Organización por la  
Defensa de los intereses de las comunidades Negras del río Naya, Odeincan;  
Comité Campesino de río Raposo; Comité Pro-defensa del río Anchicayá; Comité  
Campesino de Papayal El Progreso y dos (2) representantes elegidos por el  
Concejo de Buenaventura; 
 
c) Comisión Consultiva del Departamento del Cauca la cual estará integrada por:  
Movimiento Cultural Cinecio Mina, Asociación Prodesarrollo del Saija, Comité  
Prodesarrollo del Municipio de López de Micay, Cauca, Comité Prointereses de la  
Costa Caucana, "Coprica" y por la Fundación para el desarrollo de la Costa  
Pacífica Caucana; 
 
d) Comisión Consultiva del Departamento del Nariño, La cual está integrada por:  
Coagro Pacífico Tumaco; Asociación Campesina del Río Satinga; Asociación  
Campesina del Patía; Asociación Campesina de Barbacoa; Asociación Campesina del  
Río Mira; Asociación de Campesinos de San José Payán; Asociación de Campesinos  
Negros de Mosquera; Asociación de Campesinos de Francisco Pizarro; Asociación  
Campesina de Iscuandé; Asociación Campesina de Tolá; Asociación Campesina del  
Charco y por la Asociación de Carboneros y Leñaderos de Tumaco. 
 
 
Parágrafo. Previo estudio y concepto favorable de la Comisión Especial, podrán  
crearse comisiones consultivas en otras zonas del país que presenten similares  
condiciones a las de las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del  
Pacífico. 
 
Artículo 4°. La Comisión podrá celebrar audiencias para escuchar a los voceros  
de las organizaciones sociales interesadas en formularle propuestas en relación  
con los temas de su competencia. Las solicitudes de audiencia serán tramitadas  
por conducto de la Secretaria Técnica. 
 
El trámite de las solicitudes de audiencia y la realización de las mismas  
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cuando a ello hubiere lugar, serán regulados en el reglamento interno de la  
Comisión. 
 
Artículo 5°. ADSCRIPCION. La Comisión a que se refiere el presente Decreto,  
estará adscrita al Ministerio de Gobierno, el cual podrá, en consecuencia,  
desarrollar toda clase de actividades para permitir el cabal cumplimiento de  
las funciones de dicha Comisión. 
 
 
La Secretaria Técnica de la Comisión estará a cargo del Instituto de  
Investigaciones Culturales y Antropológicas, ICAN. 
 
Artículo 6°. DOMICILIO. La Comisión funcionará con sede principal en la ciudad  
de Santafé de Bogotá, D. C., y podrá sesionar en cualquier lugar del territorio  
nacional. 
 
Artículo 7°. DURACION. La Comisión Especial para las Comunidades Negras  
sesionará hasta el día 7 de julio de 1993. 
 
Artículo 8°. VIGENCIA. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su  
publicación y subroga los Decretos 555 y 726 de 1992. 
 
 
Publíquese y cúmplase. 
Dado en Santafé de Bogotá, D. C., a 11 de agosto de 1992. 
 
CESAR GAVIRIA TRUJILLO 
 
El Ministro de Gobierno, 
HUMBERTO DE LA CALLE LOMBANA. 
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DECRETO NUMERO 2313 DE 1994                (octubre 13) 

 
por el cual se adiciona la estructura interna del Ministerio de Gobierno con la  
Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras y se le asignan funciones. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades  
constitucionales y legales, y en especial las que le confieren los artículos  
189 numeral 16 de la Constitución Política y 67 de la Ley 70 de 1993, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º. Adiciónase la estructura interna del Ministerio de Gobierno,  
establecida por el Decreto número 2035 de 1992, con la Dirección de Asuntos  
para las Comunidades Negras, creada por el artículo 67 de la Ley 70 de 1993. 
 
Artículo 2º. La Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras desarrollará  
las siguientes funciones: 
 
a) Formular y someter a la aprobación del Ministro de Gobierno para su adopción  
por parte del Gobierno Nacional, la política en materia de comunidades negras,  
teniendo en cuenta las recomendaciones y sugerencias que surjan de la Comisión  
Consultiva de Alto Nivel; 
 
b) Promover acciones, tanto de parte del Ministerio, como de las demás agencias  
del Estado para que las comunidades negras del país sean atendidas debidamente  
por los programas de acción del Gobierno Nacional y tenidas en cuenta en los  
presupuestos de las diferentes dependencias que guarden relación con programas  
de las comunidades negras, así como evaluar la implementación de dichas  
políticas en coordinación con las entidades públicas con presencia en las zonas  
de comunidades negras que ejecuten proyectos. En este sentido velar por el  
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley 70 de 1993; 
 
c) Coordinar acciones con las distintas entidades públicas, privadas y  
extranjeras para la implementación y ejecución de programas para las  
comunidades negras y prestar apoyo al desarrollo autogestionario de dichas  
comunidades; 
 
d) Velar por el respeto y cumplimiento de los principios de igualdad, identidad  
y autonomía cultural de las comunidades negras. En este sentido intervenir en  
la solución de conflictos que afecten los derechos de estas comunidades; 
 
e) Recopilar y divulgar las normas que regulan los derechos de las comunidades  
negras, como grupo étnico, así como las recomendaciones adoptadas por el  
Gobierno Nacional, la Comisión Consultiva de Alto Nivel y los organismos  
internacionales referentes a la población de las comunidades negras, y  
propender por su actualización y cumplimiento; 
 
f) Fortalecer el sentido solidario y el proceso organizativo interno de las  
comunidades negras, prestando asesoría y asistencia a sus organizaciones y a  
las oficinas de asuntos para las comunidades negras en las entidades  
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territoriales; 
 
 
g) Ejercer la Secretaría Técnica de la Comisión Consultiva de Alto Nivel, en  
los términos establecidos por el Decreto número 1371 de 1994; 
 
h) Elaborar y actualizar permanentemente un registro de las organizaciones de  
las comunidades negras, con miras a prestarles el apoyo necesario; 
 
i) Realizar estudios y coordinar esfuerzos con el Instituto Colombiano de  
Antropología con el propósito de afianzar los conocimientos sobre la cultura de  
las comunidades negras, y propender por la defensa de sus derechos y el  
desarrollo de su identidad cultural; 
 
j) Coordinar las acciones relacionadas con las comunidades negras que  
corresponden al Gobierno Nacional y velar por el cumplimiento de las funciones  
asignadas a sus distintas entidades y orgamsmos. 
 
Artículo 3º. El Director para Asuntos de las Comunidades Negras tendrá asiento  
en el Conpes, en los términos establecidos en el numeral 2º del artículo 3º del  
Decreto número 627 de 1974. 
 
Artículo 4º. El presente Decreto comienza a regir en la fecha de su publicación  
y adiciona el Decreto 2035 de 1992 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 13 de octubre de 1994. 
 
ERNESTO SAMPER PIZANO 
 
El Ministrode Gobierno, 
 
Horacio Serpa Uribe. 
 
El Director del Departamento 
Administrativo de la Función Pública, 
 
Eduardo González Montoya. 
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DECRETO NUMERO 2314 DE 1994 
(octubre 13) 
 
por el cual se crea la Comisión de Estudios para formular el Plan de Desarrollo  
de las Comunidades Negras. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades conferidas  
por los artículos 189, numeral 11 de la Constitución Política y 57 de la Ley 70  
de 1993, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley 70 de 1993 "por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de  
la Constitución Política", dispuso en su artículo 57 que el Gobierno Nacional  
creará una Comisión de Estudios para la formulación de un Plan de Desarrollo de  
las Comunidades Negras, que funcionará hasta cuando sea aprobado el Plan  
Nacional de Desarrollo en el Conpes, y que para su conformación se tendrán en  
cuenta las propuestas de dichas comunidades; 
 
Que las comunidades negras, una vez acordados los términos de referencia y la  
metodología de selección de los miembros de la Comisión, presentaron las hojas  
de vida de los candidatos para que fueran revisadas por el Comité  
Interinstitucional designado al efecto, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º. Créase la Comisión de Estudios para formular el Plan de Desarrollo  
de las Comunidades Negras, que funcionará hasta cuando sea aprobado el Plan  
Nacional de Desarrollo en el Conpes, de conformidad, con el artículo 57 de la  
Ley 70 de 1993. 
 
Artículo 2º. Son miembros de la Comisión: 
 
a) EXPERTOS 
William Klinger, Planificador Ambiental. 
Tiberio Perea, Asesor Area Social. 
Bolívar Riascos, Asesor Area Salud, 
Rosa Carlina García, Planificador 
Vicente Murrain, Economista 
 
b) TECNICOS COMUNITARIOS 
Angel David Britton 
César Gabalo 
Yesid Ibarra González 
Mario Martínez 
Arnubio Díaz 
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Gustavo de Jesús Jiménez 
Jairo Mario Murillo 
Humberto González. 
 
c) ASISTENTE ADMINISTRATIVO 
Margoth Villarreal. 
 
Artículo 3º Los doctores Gustavo de Roux y Manuel Zapata Olivella serán  
Asesores ad honórem de la Comisión de Estudios para formular el Plan de  
Desarrollo de las Comunidades Negras. 
 
Artículo 4º. Una vez se instale la Comisión, el Coordinador de la misma será  
designado por los expertos indicados en el artículo 2º de este Decreto. 
 
La Comisión funcionará conforme al reglamento de trabajo que ella misma adopte  
de acuerdo a los términos de referencia preparados para el efecto por el  
Departamento Nacional de Planeación con la participación de representantes de  
las comunidades negras. 
 
Artículo 5º En caso de falta absoluta de algunos de los miembros de la Comisión  
de Estudios para formular el Plan de Desarrollo de las comunidades negras, o en  
caso de que no acepten la designación que por este Decreto se hace, el  
Presidente de la República hará una nueva teniendo en cuenta las  
recomendaciones hechas por las Comunidades Negras. 
 
Artículo 6º Son causales de falta absoluta la muerte, la renuncia aceptada, la  
inhabilidad para el ejercicio de funciones públicas o la incapacidad física  
permanente. 
 
Artículo 7º Este Decreto rige desde la fecha de su publicación. 

 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 13 de octubre de 1994. 
 
ERNESTO SAMPER PIZANO 
El Ministro de Gobierno, 
 
Horacio Serpa Uribe. 
 
El Director del Departamento 
Nacional de Planeación, 
 
José Antonio Ocampo Gaviria. 
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DECRETO NUMERO 804 DE 1995 

(mayo 18) 
 
por medio del cual se reglamenta la atención educativa para grupos étnicos. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades  
previstas en el ordinal 11 del artículo 189 de la Constitución Política, en  
concordancia con lo dispuesto en los artículos 55 a 63 de la Ley 115 de 1994, y 
 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley 115 de 1994 establece que la educación es un proceso de formación  
permanente, personal, cultural y social que se fundamenta en una concepción  
integral de la persona humana, de su dignidad, de sus derechos y de sus  
deberes; 
 
 
Que la Constitución Política de Colombia reconoce el país como pluriétnico y  
multicultural, oficializa las lenguas de los grupos étnicos en sus territorios,  
establece el derecho de los grupos étnicos con tradiciones lingüísticas propias  
a una educación bilingüe, institucionaliza la participación de las comunidades  
en la dirección y administración de la educación y establece el derecho que  
tienen a una formación que respete y desarrolle su identidad cultural; 
 
 
Que la Ley 115 de 1994 prevé atención educativa para los grupos que integran la  
nacionalidad, con estrategias pedagógicas acordes con su cultura, su lengua,  
sus tradiciones y sus fueros propios y autóctonos, y 
 
 
Que se hace necesario articular los procesos educativos de los grupos étnicos  
con el sistema educativo nacional, con el debido respeto de sus creencias y  
tradiciones, 
 
 
DECRETA: 
 
CAPITULO I 
 
ASPECTOS GENERALES. 
 
Artículo 1º. La educación para grupos étnicos hace parte del servicio público  
educativo y se sustenta en un compromiso de elaboración colectiva, donde los  
distintos miembros de la comunidad en general, intercambian saberes y vivencias  
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con miras a mantener, recrear y desarrollar un proyecto global de vida de  
acuerdo con su cultura, su lengua, sus tradiciones y sus fueros propios y  
autóctonos. 
 
 
Artículo 2º. Son principios de la etnoeducación: 
 
a) Integralidad, entendida como la concepción global que cada pueblo posee y  
que posibilita una relación armónica y recíproca entre los hombres, su realidad  
social y la naturaleza; 
 
b) Diversidad lingüística, entendida como las formas de ver, concebir y  
construir el mundo que tienen los grupos étnicos, expresadas a través de las  
lenguas que hacen parte de la realidad nacional en igualdad de condiciones; 
 
c) Autonomía, entendida como el derecho de los grupos étnicos para desarrollar  
sus procesos etnoeducativos; 
 
d) Participación comunitaria, entendida como la capacidad de los grupos étnicos  
para orientar, desarrollar y evaluar sus procesos etnoeducativos, ejerciendo su  
autonomía; 
 
e) Interculturalidad, entendida como la capacidad de conocer la cultura propia  
y otras culturas que interactúan y se enriquecen de manera dinámica y  
recíproca, contribuyendo a plasmar en la realidad social, una coexistencia en  
igualdad de condiciones y respeto mutuo; 
 
f) Flexibilidad, entendida como la construcción permanente de los procesos  
etnoeducativos, acordes con los valores culturales, necesidades y  
particularidades de los grupos étnicos; 
 
g) Progresividad, entendida como la dinámica de los procesos etnoeducativos  
generada por la investigación, que articulados coherentemente se consolidan y  
contribuyen al desarrollo del conocimiento, y 
 
h) Solidaridad, entendida como la cohesión del grupo al rededor de sus  
vivencias que le permite fortalecerse y mantener su existencia, en relación con  
los demás grupos sociales. 
 
Artículo 3º. En las entidades territoriales donde existan asentamientos de  
comunidades indígenas, negras y/o raizales, se deberá incluir en los  
respectivos planes de desarrollo educativo, propuestas de etnoeducación para  
atender esta población, teniendo en cuenta la distribución de competencias  
previstas en la Ley 60 de 1993. 
 
Dichos planes deberán consultar las particularidades de las culturas de los  
grupos étnicos, atendiendo la concepción multiétnica y cultural de la Nación y  
garantizarán el cumplimiento de lo dispuesto en el presente Decreto. 
 
Artículo 4º. La atención educativa para los grupos étnicos, ya sea formal, no  
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formal o informal, se regirá por lo dispuesto en la Ley 115 de 1994 sus  
decretos reglamentarios, en especial el Decreto 1860 de 1994 y las normas que  
lo modifiquen o sustituyan y lo previsto de manera particular en el presente  
Decreto. 
 
 
CAPITULO II 
 
ETNOEDUCADORES. 
 
Artículo 5º. La formación de etnoeducadores constituye un proceso permanente  
de construcción e intercambio de saberes que se fundamenta en la concepción de  
educador prevista en el artículo 104 de la Ley 115 de 1994 y en los criterios  
definidos en los artículos 56 y 58 de la misma. 
 
Artículo 6º. El proceso de formación de etnoeducadores se regirá por las  
orientaciones que señale el Ministerio de Educación Nacional y en especial por  
las siguientes: 
 
a) Generar y apropiar los diferentes elementos que les permitan fortalecer y  
dinamizar el proyecto global de vida en las comunidades de los grupos étnicos; 
 
b) Identificar, diseñar y llevar a cabo investigaciones y propiciar  
herramientas que contribuyan a respetar y desarrollar la identidad de los  
grupos étnicos en donde presten sus servicios, dentro del marco de la  
diversidad nacional; 
 
c) Profundizar en la identificación de formas pedagógicas propias y  
desarrollarlas a través de la práctica educativa cotidiana; 
 
d) Fundamentar el conocimiento y uso permanentes de la lengua vernácula de las  
comunidades con tradiciones lingüísticas propias, en donde vayan a  
desempeñarse; 
 
e) Adquirir y valorar los criterios, instrumentos y medios que permitan liderar  
la construcción y evaluación de los proyectos educativos en las instituciones  
donde prestarán sus servicios. 
 
Artículo 7º. Cuando en los proyectos educativos de las instituciones de  
educación superior que ofrezcan programas de pregrado en educación o de las  
escuelas normales superiores, se contemple la formación de personas  
provenientes de los grupos étnicos para que presten el servicio en sus  
respectivas comunidades, deberán, además de la formación requerida para todo docente, 
ofrecer un componente de formación específica en etnoeducación. 
 
No obstante lo anterior y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 de  
la Ley 115 de 1994, el Consejo Nacional de Educación Superior, CESU, y el  
Ministerio de Educación Nacional respectivamente, fijarán los criterios para la  
acreditación de programas de licenciatura en etnoeducación o de normalista  
superior en etnoeducación. 
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Parágrafo. Los programas dirigidos a la formación de etnoeducadores contarán  
con áreas de enseñanza e investigación sobre la lengua del o los grupos étnicos  
según sea la zona de influencia de la institución formadora. 
 
 
Artículo 8º. La Nación, en coordinación con las entidades territoriales y en  
concertación con las autoridades de los grupos étnicos previstas en el artículo  
10 de este Decreto, creará, organizará y desarrollará programas especiales de  
formación de etnoeducadores en aquellos departamentos y distritos en donde se  
encuentren localizados grupos étnicos, si ninguna institución de educación  
superior o escuela normal superior atiende este servicio. 
 
Tales programas se adelantarán a través de las instituciones de educación  
superior o de las escuelas normales de la respectiva jurisdicción departamental  
o distrital, o en su defecto, de la que permita más fácil acceso a la demanda  
de estudiantes de aquella y se mantendrán, hasta el momento en que los  
establecimientos de educación antes mencionados, establezcan los suyos propios  
 
Parágrafo. Los programas que a la fecha de expedición del presente Decreto,  
vienen adelantándose dentro del sistema especial de profesionalización para  
maestros indígenas, continuarán ejecutándose hasta su terminación y se  
ajustarán a las normas de la Ley 115 de 1994 y disposiciones reglamentarias, de  
acuerdo con las instrucciones que imparta al respecto el Ministerio de  
Educación Nacional. 
 
 
Artículo 9º. En los departamentos y distritos con población indígena, negra  
y/o raizal, los comités de capacitación de docentes a que se refiere el  
artículo 111 de la Ley 115 de 1994, organizarán proyectos específicos de  
actualización, especialización e investigación para etnoeducadores. 
 
 
Artículo 10. Para los efectos previstos en el artículo 62 de la Ley 115 de  
1994, son autoridades competentes de las comunidades de los grupos étnicos para  
concertar la selección de los docentes con las autoridades de las entidades  
territoriales, las siguientes: 
 
 
a) El Consejo de Mayores y/o las que establezcan las organizaciones de las  
comunidades que integran la Comisión Consultiva Departamental o Regional, con  
la asesoría de las organizaciones representativas y de los comités de  
etnoeducación de las comunidades negras y raizales, y 
 
b) Las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas, con la asesoría de  
sus organizaciones y/o de los comités de etnoeducación de la comunidad, donde  
los hubiere. 
 
Artículo 11. Los docentes para cada grupo étnico serán seleccionados teniendo  
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en cuenta sus usos y costumbres, el grado de compenetración con su cultura,  
compromiso, vocación, responsabilidad, sentido de pertenencia a su pueblo,  
capacidad investigativa, pedagógica y de articulación con los conocimientos y  
saberes de otras culturas. 
 
En consecuencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 62 de la Ley 115  de 1994, 
se seleccionarán a los educadores para laborar en sus territorios,  
preferiblemente entre los miembros de las comunidades en ellas radicadas. 
 
En las comunidades con tradición lingüística propia, el maestro debe ser  
bilingüe, para lo cual deberá acreditar conocimientos y manejo de la lengua de  
la comunidad y del castellano. 
 
Artículo 12. De conformidad con lo previsto en los artículos 62, 115 y 116 de  
la Ley 115 de 1994 y en las normas especiales vigentes que rigen la vinculación  
de etnoeducadores, para el nombramiento de docentes indígenas y de directivos  
docentes indígenas con el fin de prestar sus servicios en sus respectivas  
comunidades, podrá excepcionarse del requisito del título de licenciado o de  
normalista y del concurso. 
 
 
En el evento de existir personal escalafonado, titulado o en formación dentro  
de los miembros del respectivo grupo étnico que se encuentren en capacidad y  
disponibilidad para prestar el servicio como etnoeducadores, éste tendrá  
prelación para ser vinculado. 
 
Artículo 13. Los concursos para nombramiento de docentes de las comunidades  
negras y raizales, deben responder a los criterios previamente establecidos por  
las instancias de concertación de las mismas. 
 
 
CAPITULO III 
 
ORIENTACIONES CURRICULARES ESPECIALES. 
 
Artículo 14. El currículo de la etnoeducación, además de lo previsto en la Ley  
115 de 1994 y en el Decreto 1860 del mismo año y de lo dispuesto en el presente  
Decreto, se fundamenta en la territorialidad, la autonomía, la lengua, la  
concepción de vida de cada pueblo, su historia e identidad según sus usos y  
costumbres. Su diseño o construcción será el producto de la investigación en  
donde participen la comunidad, en general, la comunidad educativa en  
particular, sus autoridades y organizaciones tradicionales. 
 
El Ministerio de Educación Nacional, conjuntamente con los departamentos y  
distritos, brindará la asesoría especializada correspondiente . 
 
Artículo 15. La formulación de los currículos de etnoeducación se fundamentará  
en las disposiciones de la Ley 115 de 1994 y en las conceptualizaciones sobre  
educación elaboradas por los grupos étnicos, atendiendo sus usos y costumbres,  
las lenguas nativas y la lógica implícita en su pensamiento. 
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Artículo 16. La creación de alfabetos oficiales de las lenguas y de los grupos  
étnicos como base para la construcción del currículo de la etnoeducación,  
deberá ser resultado de la concertación social y de la investigación colectiva. 
 
 
CAPITULO IV 
 
ADMINISTRACIÓN Y GESTIÓN INSTITUCIONALES. 
 
Artículo 17. De conformidad con los artículos 55 y 86 de la Ley 115 de 1994,  
los proyectos educativos institucionales de los establecimientos educativos  
para los grupos étnicos, definirán los calendarios académicos de acuerdo con  
las formas propias de trabajo, los calendarios ecológicos, las concepciones  
particulares de tiempo y espacio y las condiciones geográficas y climáticas  
respectivas  
 
Estos calendarios deberán cumplir con las semanas lectivas, las horas efectivas  
de actividad pedagógica y actividades lúdicas, culturales y sociales de  
contenido educativo, señaladas en el artículo 57 del Decreto 1860 de 1994. 
 
Artículo 18. En la organización y funcionamiento del gobierno escolar y en la  
definición del manual de convivencia en los establecimientos educativos para  
los grupos étnicos, se deberán tener en cuenta sus creencias, tradiciones, usos  
y costumbres. 
 
 
Artículo 19. La infraestructura física requerida para la atención educativa a  
los grupos étnicos, debe ser concertada con las comunidades, de acuerdo con las  
características geográficas, las concepciones de tiempo y espacio y en general  
con los usos y costumbres de las mismas. 
 
 
Artículo 20. La elaboración, selección, adquisición de materiales educativos,  
textos, equipos y demás recursos didácticos, deben tener en cuenta las  
particularidades culturales de cada grupo étnico y llevarse a cabo en  
concertación con las instancias previstas en el artículo 10 el presente  
Decreto. 
 
 
Artículo 21. Las organizaciones de los grupos étnicos que al momento de entrar  
en vigencia la Ley 115 de 1994, venían desarrollando proyectos o programas  
educativos orientados hacia la educación por niveles y grados, podrán solicitar  
su reconocimiento como establecimientos educativos de carácter comunitario y  
como tales deberán ajustarse a las disposiciones de carácter pedagógico,  
organizativo y administrativo, contenidas en las normas legales y  
reglamentarias vigentes. 
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El Ministerio de Educación Nacional y las Secretarías de Educación  
Departamentales y Distritales, prestarán la asesoría necesaria para facilitar  
el cumplimiento de esta disposición. 
 
 
Artículo 22. Cuando fuere necesaria la celebración de contratos para la  
prestación de servicios educativos en las comunidades de los grupos étnicos, se  
preferirá contratar con las comunidades u organizaciones de los mismos que  
tengan experiencia educativa. 
 
 
De todas maneras dichos contratos tendrán en cuenta los criterios establecidos  
en el artículo 63 de la Ley 115 de 1994. 
 
 
Artículo 23. Los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y de Educación  
Nacional y las autoridades de las entidades territoriales, de acuerdo con sus  
competencias, asignarán las partidas presupuestales necesarias para el  
cumplimiento de lo previsto en este Decreto. 
 
 
Artículo 24. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación y  
deroga las normas que le sean contrarias. 
 
 
Publíquese, comuníquese y cúmplase. 
 
Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 18 de mayo de 1995. 
 
ERNESTO SAMPER PIZANO 
 
El Ministro de Educación Nacional, 
Arturo Sarabia Better. 
 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público. 
Guillermo Perry Rubio. 
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DECRETO NUMERO 2249 DE 1995          (diciembre 22) 
 
por el cual se conforma la Comisión Pedagógica de Comunidades Negras de que trata el artículo 42 
de la Ley 70 de 1993. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales y legales, y en 
especial las que les confiere los artículos 189 numeral 11 de la Constitución Política y el artículo 42 de 
la Ley 70 de 1993, y 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que según el artículo 7 de la Constitución Política Nacional «El Estado reconoce y protege la 
diversidad étnica y cultural de la Nación Colombiana»; 
 
Que el artículo 8 de la Constitución Política Nacional preceptúa que: «Es obligación del Estado y de 
las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación»; 
 
Que la Ley 70 de 1993 en su capítulo VI, artículo 42 dispuso que el Ministro de Educación Nacional 
formulará y ejecutará una política de etnoeducación para las comunidades negras y creara una 
Comisión Pedagógica, que asesore dicha política con representantes de las comunidades; 
 
Que la Ley 115 de 1994 en su capítulo III establece «que la educación para grupos étnicos es 
entendida como la educación que se ofrece a los grupos o comunidades que integran la nacionalidad 
y que poseen una cultura, una lengua, una tradición y unos fueros propios», 
 

DECRETA: 
 

CAPITULO I     DE LA COMISIÓN PEDAGÓGICA NACIONAL 
 

Artículo 1o.- Créase la Comisión Pedagógica Nacional que ordena el artículo 42 de la Ley 70 de 
1993, adscrita al Ministerio del Interior, la cual se integrará de la siguiente manera: 
 
1. El Ministro de Educación Nacional o el Viceministro, quien la presidirá. 
 
2. El Director de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior o su delegado. 
 
3. Un representante de la instancia del Ministerio de 
Educación Nacional encargada de la educación para grupos étnicos. 
 
4. Un representante del Consejo Nacional de Educación Superior (C.E.S.U.) 
 
5. El Director de Colcultura o su delegado o la dependencia que haga sus veces. 
 
6. Tres representantes por la Región Costa Atlántica. 
 
7. Dos (2) delegados por cada uno de los departamentos de: Chocó, Nariño, Valle del Cauca, Cauca, 
Antioquia y San Andrés, Providencia y Santa Catalina. 
 
8. Un representante por el Distrito de Santafé de Bogotá. 
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Parágrafo 1o.- La Comisión Pedagógica Nacional podrá invitar a sus sesiones a entidades y 
servidores públicos del orden Nacional como Directores de Departamentos Administrativos, Gerentes 
de Institutos Descentralizados, el Ministro de Hacienda, Planeación Nacional, el Icfes, el Icetex, 
Colciencias, y el Ican, entre otros, y a las demás personas que considere puedan contribuir al 
adecuado desarrollo de sus funciones. 
 
Parágrafo 2o.- Otros departamentos con organizaciones de base de comunidades negras que 
conformen Comisiones Consultivas Departamentales podrán enviar un representante a la Comisión 
Pedagógica Nacional. 
 
Artículo 2o.- Representantes de las Comunidades Negras ante la Comisión Pedagógica Nacional. 
Los representantes serán elegidos por las organizaciones de base de las comunidades negras ante 
las Comisiones Consultivas Departamentales y Regionales, quienes deberán poseer reconocimiento 
en experiencia organizativas y etnoeducativas en sus territorios. Esta elección se hará dentro de los 
treinta (30) días siguientes a la vigencia del presente decreto.  
 
Parágrafo 1o.- Para efectos de la elección de los Delegados a la Comisión Pedagógica Nacional, el 
Ministerio de Educación Nacional a través de la instancia encargada de la educación para grupos 
étnicos, registrará en un término de ocho (8) días el acta de la elección realizada. 
 
Artículo 3o.- Duración de la Comisión Pedagógica Nacional. La Comisión tendrá un carácter 
permanente y sus miembros serán elegidos por período de dos (2) años. Las Consultivas 
Departamentales y Regionales de que trata el artículo 45 de la Ley 70 de 1993 podrán revocar el 
cargo en cualquier tiempo a los representantes ante la Comisión Pedagógica Nacional, cuando éstos 
incumplan en sus funciones. 
 
Artículo 4o.- Funciones de la Comisión Pedagógica Nacional. La Comisión Pedagógica tendrá las 
siguientes funciones: 
 
1. Asesorar la elaboración, formulación y ejecución de políticas de etnoeducación y la construcción de 
los currículos correspondientes para la prestación del servicio educativo, acorde a las necesidades, 
intereses o expectativas de las comunidades negras. 
 
2. Brindar asesoría y seguimiento a las políticas educativas para las comunidades afrocolombianas, 
proponiendo porque su ejecución responda a los parámetros establecidos en su formulación y 
respetando su diversidad cultural y autonomía. 
 
3. Asesorar a las comunidades en la elaboración de propuestas de creación de instituciones 
educativas y medios de comunicación propios conforme al artículo 35 de la Ley 70 de 1993. 
 
4. Acompañar la formulación del diseño de la cátedra de estudios afrocolombianos garantizando la 
participación de las comunidades negras y velar por la ejecución de ésta en todos lo niveles de los 
planteles educativos en Colombia. 
 
5. Impulsar la constitución y el funcionamiento de la Universidad del Pacífico. 
 
6. Coordinar con la Comisión Consultiva de Alto Nivel de que trata el artículo 45 de la Ley 70 de 1993 
y gestionar la reglamentación y desarrollo de la Ley 70 en materia educativa. 
 
7. Elaborar recomendaciones de políticas, planes y proyectos para la educación a todos los niveles, 
que responda al fortalecimiento de la identidad y a la satisfacción de las necesidades, intereses y 
expectativas de las comunidades negras. 
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Artículo 5o.- Funcionamiento. La Comisión Pedagógica designará un coordinador entre los 
representantes de las comunidades negras y se dará su propio reglamento interno. 
 
Artículo 6o.- Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica estará a cargo del Ministerio de Educación 
Nacional a través de la instancia encargada de la Educación para los Grupos Etnicos. 
 
El Ministerio de Educación Nacional hará las apropiaciones necesarias, para el buen funcionamiento 
de la Comisión Pedagógica Nacional. 
 

CAPITULO II       DE LAS COMISIONES PEDAGÓGICAS DEPARTAMENTALES 
 

Artículo 7o.- Conformación. En los departamentos a que hace referencia el Capítulo I de este 
Decreto se conformarán Comisiones Pedagógicas Departamentales o Regionales, las cuales estarán 
bajo la coordinación de las Comisiones Consultivas Departamentales o Regionales y las Secretarías 
de Educación respectivas, integrándose de la siguiente manera: 
 
- Un (1) representante de las Alcaldías del Departamento o de las Alcaldías de la región según fuere 
el caso. 
 
- Un (1) representante de la Secretaría de Educación Departamental. 
 
- Un (1) representante de los Centros Experimentales Pilotos de los respectivos Departamentos o la 
Dependencia que asuma sus funciones. 
 
- Un (1) representante de las Universidades Oficiales del departamento. 
 
- Dos (2) representantes de los Comités de Educación o Etnoeducación de las Organizaciones de las 
Comunidades Negras comprometidos con experiencias etnoeducativas en los respectivos 
departamentos o regiones; nombrados por aquéllas, por períodos de dos (2) años. 
 
Parágrafo. El Ministerio de Educación garantizará los recursos necesarios para el buen 
funcionamiento de las Comisiones a que se refiere el presente Decreto. 
 
Parágrafo 1o.- La designación de los representantes de las comunidades negras y de los raizales de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina, podrá ser revocada por los comités de las organizaciones 
que los eligieron. 
 
Parágrafo 2o.- Las Comisiones Pedagógicas Departamentales podrán invitar a los servidores públicos 
del orden departamental o municipal y las demás personas que considere puedan contribuir al 
adecuado desarrollo de sus funciones. 
 
Artículo 8o.- Funciones de las Comisiones Pedagógicas Departamentales: 
 
1. Asesorar la implementación de los lineamentos y políticas de la educación para comunidades 
negras en coordinación con la Comisión Pedagógica Nacional. 
 
2. Acompañar a las comunidades afrocolombianas en los procesos etnoeducativos, en la elaboración 
de modelos educativos propios y en el desarrollo de programas deportivos, recreativos y culturales. 
 
3. Promover en las comunidades negras la participación, el seguimiento y la evaluación de los 
procesos de investigación en la región con el objeto de que asuman los procesos y definan 
conjuntamente la aplicabilidad de los resultados de la investigación de acuerdo a sus propios 
intereses. 
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4. Elaborar propuestas de reglamentación de la Ley 70 en los aspectos de identidad y demás normas 
concordantes. 
 
5. Propender para que según la Ley 115 de 1994, las políticas de Educación Departamentales, 
Distritales y Municipales para la orientación de la educación para los grupos étnicos, beneficien a las 
comunidades negras. 
 
Artículo 9o.- Concertar con las Secretarías de Educación Departamentales, Distritales y Municipales 
la orientación de la educación para los grupos étnicos conforme a las políticas establecidas por la Ley 
70 de 1993 y la Ley 115 de 1994. 
 
Artículo 10.- El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a los 22 días de diciembre de 1995. 
 
                                        ERNESTO SAMPER PIZANO 
 
El Ministro del Interior, 
                                          Horacio Serpa Uribe. 
 
La Ministra de Educación, 
                                             María Emma Mejía. 

-  
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DECRETO NUMERO 1122 DE 1998   (junio 18) 

 
 por el cual se expiden normas para el desarrollo de la Cátedra de Estudios 

Afrocolombianos, en todos los establecimientos de educación formal del país y se dictan 
otras disposiciones. 

 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le confieren 
los numerales 11 y 21 del artículo 189 de la Constitución Política, en desarrollo de lo 
dispuesto por el artículo 39 de la Ley 70 de 1993, y 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 7º de la Constitución Política reconoce y protege la diversidad étnica y 
cultural de la Nación colombiana; 
 
Que es propósito de la Ley 70 de 1993, establecer mecanismos para la protección de la 
identidad cultural y de los derechos de las comunidades negras de Colombia como grupo 
étnico, con el fin de garantizarles condiciones reales de igualdad de oportunidades; 
 
Que el artículo 39 de la mencionada ley establece la obligatoriedad de incluir en los 
diferentes niveles educativos, la Cátedra de Estudios Afrocolombianos, como parte del 
área de Sociales, y 
 
Que el artículo 14 de la Ley 115 de 1994 establece como obligatorio en los niveles de 
educación preescolar, básica y media, el fomento de las diversas culturas, lo cual hace 
necesario que se adopten medidas tendientes a su articulación con lo dispuesto en la Ley 
70 de 1993, 
 

DECRETA: 
 
Artículo 1º. Todos los establecimientos estatales y privados de educación formal que 
ofrezcan los niveles de preescolar, básica y media, incluirán en sus respectivos proyectos 
educativos institucionales la Cátedra de Estudios Afrocolombianos, atendiendo lo 
dispuesto en el artículo 39 de la Ley 70 de 1993 y lo establecido en el presente decreto. 
 
Artículo 2º. La Cátedra de Estudios Afrocolombianos comprenderá un conjunto de temas, 
problemas y actividades pedagógicas relativos a la cultura propia de las comunidades 
negras, y se desarrollarán como parte integral de los procesos curriculares del segundo 
grupo de áreas obligatorias y fundamentales establecidas en el artículo 23 de la Ley 115 
de 1994, correspondiente a ciencias sociales, historia, geografía, constitución política y 
democracia. 
 
También podrá efectuarse mediante proyectos pedagógicos que permitan correlacionar e 
integrar procesos culturales propios de las comunidades negras con experiencias, 



 100 

conocimientos y actitudes generados en las áreas y asignaturas del plan de estudios del 
respectivo establecimiento educativo. 
 
Parágrafo. En armonía con lo dispuesto por el artículo 43 del Decreto 1860 de 1994, las 
instituciones educativas estatales deberán tener en cuenta lo establecido en este artículo, 
en el momento de seleccionar los textos y materiales, para uso de los estudiantes. 
 
Artículo 3º. Compete al Consejo Directivo de cada establecimiento educativo, con la 
asesoría de los demás órganos del Gobierno Escolar, asegurar que en los niveles y 
grados del servicio educativo ofrecido, los educandos cumplan con los siguientes 
propósitos generales, en desarrollo de los distintos temas, problemas y proyectos 
pedagógicos relacionados con los estudios afrocolombianos: 
 
a) Conocimiento y difusión de saberes, prácticas, valores, mitos y leyendas construidos 
ancestralmente por las comunidades negras que favorezcan su identidad y la 
interculturalidad en el marco de la diversidad étnica y cultural del país; 
 
b) Reconocimiento de los aportes a la historia y a la cultura colombiana, realizados por las 
comunidades negras; 
 
c) Fomento de las contribuciones de las comunidades afrocolombianas en la conservación 
y uso y cuidado de la biodiversidad y el medio ambiente para el desarrollo científico y 
técnico. 
 
Artículo 4º. Los establecimientos educativos estatales y privados incorporarán en sus 
respectivos proyectos educativos institucionales, los lineamientos curriculares que 
establezca el Ministerio de Educación nacional, con la asesoría de la Comisión 
Pedagógica Nacional de Comunidades negras, en relación con el desarrollo de los temas, 
problemas y proyectos pedagógicos vinculados con los estudios afrocolombianos, 
atendiendo, entre otros criterios, los siguientes: 
 
a) Los principios constitucionales de igualdad y de no discriminación, como base de la 
equiparación de oportunidades; 
 
b) El contexto socio-cultural y económico en donde se ubica el establecimiento educativo, 
con pleno reconocimiento de las diferencias; 
 
c) Los soportes técnico-pedagógicos y los resultados de investigaciones étnicas, que 
permitan el acercamiento, la comprensión y la valoración cultural. 
 
Artículo 5º. Corresponde a los Comités de Capacitación de Docentes Departamentales y 
Distritales, reglamentados mediante Decreto 709 de 1996, en coordinación con las 
Comisiones Pedagógicas Departamentales, Distritales y Regionales de Comunidades 
Negras, la identificación y análisis de las necesidades de actualización, especialización, 
investigación y perfeccionamiento de los educadores en su respectiva jurisdicción, para 
que las instituciones educativas estatales puedan adelantar de manera efectiva, el 
desarrollo de los temas, problemas y actividades pedagógicas relacionados con los 
estudios afrocolombianos. 
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Dichos Comités deberán tener en cuenta lo dispuesto en el presente decreto, al momento 
de definir los requerimientos de forma, contenido y calidad para el registro y aceptación de 
los programas de formación permanente o en servicio que ofrezcan las instituciones de 
educación superior o los organismos autorizados para ello. 
 
Igualmente las juntas departamentales y distritales de educación deberán atender lo 
dispuesto en este decreto, al momento de aprobar los planes de profesionalización, 
especialización y perfeccionamiento para el personal docente, de conformidad con lo 
regulado en el artículo 158 de la Ley 115 de 1994 y observando lo establecido en el 
Decreto 804 de 1995. 
 
Artículo 6º. Para efectos de los dispuesto en el inciso primero del artículo 39 de la Ley 70 
de 1993, el Ministerio de Educación Nacional, atendiendo orientaciones del Ministerio de 
Cultura y de la Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades Negras, diseñará 
procedimientos e instrumentos para recopilar, organizar, registrar y difundir estudios 
investigaciones y en general, material bibliográfico, hemerográfico y audiovisual 
relacionado con los procesos y las prácticas culturales propias de las comunidades negras 
como soporte del servicio público educativo, para el cabal cumplimiento de lo regulado en 
el presente decreto. 
 
Artículo 7º. Las secretarías de educación departamentales, distritales y municipales 
prestarán asesoría pedagógica, brindarán apoyo especial a los establecimientos 
educativos de la respectiva jurisdicción y recopilarán diferentes experiencias e 
investigaciones derivadas del desarrollo de los temas, problemas y proyectos pedagógicos 
relacionados con los estudios afrocolombianos y difundirán los resultados de aquellas más 
significativas. 
 
Artículo 8º. El Ministerio de Educación Nacional, con la asesoría de la Comisión 
Pedagógica Nacional de Comunidades Negras, promoverá anualmente un foro de carácter 
nacional, con el fin de obtener un inventario de iniciativas y de dar a conocer las distintas 
experiencias relacionadas con el desarrollo de los estudios afrocolombianos. 
 
Artículo 9º. Las escuelas normales superiores y las instituciones de educación superior 
que posean una facultad de educación u otra unidad académica dedicada a la educación, 
tendrán en cuenta experiencias, contenidos y prácticas pedagógicas relacionas con los 
estudios afrocolombianos, en el momento de elaborar los correspondientes currículos y 
planes de estudio, atendiendo los requisitos de creación y funcionamiento de sus 
respectivos programas académicos de formación de docentes. 
 
Artículo 10. El Ministerio de Educación Nacional y las secretarías de educación 
departamentales, distritales y municipales, proporcionarán criterios y orientaciones para el 
cabal cumplimiento de lo dispuesto en el presente decreto y ejercerán la debida inspección 
y vigilancia, según sus competencias. 
 
Artículo 11. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Santa Fe de Bogotá, D. C, a 18 de junio de 1998. 
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DECRETO NUMERO 1320 DE 1998 
 

(julio 13) 
 

por el cual se reglamenta la consulta previa con las comunidades indígenas y negras para 
la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio. 

 
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus atribuciones constitucionales y 
legales, en especial de las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 y el parágrafo del 
artículo 330 de la Constitución Política, en desarrollo de lo dispuesto en el numeral 2º del 
artículo 15 de la Ley 21 de 1991, en el artículo 44 de la Ley 70 de 1993 y en el artículo 76 
de la Ley 99 de 1993, 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 7º de la Constitución Política señala que: "El Estado reconoce y protege la 
diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana": 
 
Que el parágrafo del artículo 330 de la Constitución Política establece: "La explotación de 
los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad 
cultural, social y económica de las comunidades indígenas. En las decisiones que se 
adopten respecto de dicha explotación el gobierno propiciará la participación de los 
representantes de las respectivas comunidades". 
 
Que el numeral 3º del artículo 7º de la Ley 21 de 1991, por la cual se aprueba el Convenio 
Nº 169 de 1987 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales, dispone que: "Los gobiernos 
deberán velar porque, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con 
los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el 
medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos 
pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios 
fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas". 
 
Que igualmente, el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 21 de 1991 establece que: "En caso 
de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o recursos del subsuelo, o 
tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán 
establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a 
fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados y en qué medida, 
antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los 
recursos existentes en sus tierras...". 
 
Que el artículo 17 de la Ley 70 de 1993 preceptúa que a partir de su vigencia y hasta tanto 
no se haya adjudicado en debida forma la propiedad colectiva a una comunidad negra que 
ocupe un terreno en los términos que la misma establece, no se adjudicarán las tierras 
ocupadas por dicha comunidad ni se otorgarán autorizaciones para explotar en ella 
recursos naturales, sin concepto previo de la Comisión conformada por el Instituto 
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Colombiano para la Reforma Agraria, Incora, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, y el 
Ministerio del Medio Ambiente. 
 
Que el artículo 35 del Decreto 1745 de 1995 sobre elementos básicos para el concepto 
previo por parte de la Comisión Técnica, en su numeral 1º establece que esta Comisión 
verificará "si el proyecto objeto de la solicitud de otorgamiento de licencia ambiental, 
concesión, permiso, autorización o de celebración de contratos de aprovechamiento y 
explotación de los recursos naturales y genéticos (sic), se encuentra en zonas 
susceptibles de ser tituladas como tierras de comunidades negras, a fin de hacer efectivo 
el derecho de prelación de que trata la ley". 
 
Que de igual forma, el artículo 44 de la Ley 70 de 1993 establece: "Como un mecanismo 
de protección de la identidad cultural, las comunidades negras participarán en el diseño, 
elaboración y evaluación de los estudios de impactos ambiental, socioeconómico y 
cultural, que se realicen sobre los proyectos que se pretendan adelantar en las áreas a 
que se refiere esta ley". 
 
Que el artículo 76 de la Ley 99 de 1993 estipula que: "La explotación de los recursos 
naturales deberá hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las 
comunidades indígenas y de las negras tradicionales de acuerdo con la Ley 70 de 1993 y 
el artículo 330 de la Constitución Nacional, y las decisiones sobre la materia se tomarán, 
previa consulta a los representantes de tales comunidades". 
 
Que se hace necesario reglamentar de manera especial la consulta previa a las 
comunidades indígenas y negras tradicionales mediante un procedimiento específico que 
permita a las autoridades ambientales ejercer su competencia en esa materia y cumplir el 
mandato contenido en el artículo 76 de la Ley 99 de 1993, 
 

DECRETA: 
 

CAPITULO I 
 

Disposiciones generales 
 
Artículo 1º. Objeto. La consulta previa tiene por objeto analizar el impacto económico, 
ambiental, social y cultural que puede ocasionarse a una comunidad indígena o negra por 
la explotación de recursos naturales dentro de su territorio, conforme a la definición del 
artículo 2º del presente decreto, y las medidas propuestas para proteger su integridad. 
 
Artículo 2º. Determinación de territorio. La consulta previa se realizará cuando el 
proyecto, obra o actividad se pretenda desarrollar en zonas de resguardo o reservas 
indígenas o en zonas adjudicadas en propiedad colectiva a comunidades negras. 
Igualmente, se realizará consulta previa cuando el proyecto, obra o actividad se pretenda 
desarrollar en zonas no tituladas y habitadas en forma regular y permanente por dichas 
comunidades indígenas o negras, de conformidad con lo establecido en el siguiente 
artículo. 
 
Artículo 3º. Identificación de comunidades indígenas y negras. Cuando el proyecto, obra o 
actividad se pretenda realizar en zonas no tituladas y habitadas en forma regular y 
permanente por comunidades indígenas o negras susceptibles de ser afectadas con el 
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proyecto, le corresponde al Ministerio del Interior certificar la presencia de dichas 
comunidades, el pueblo al que pertenecen, su representación y ubicación geográfica. El 
Instituto Colombiano para la Reforma Agraria - Incora, certificará sobre la existencia de 
territorio legalmente constituido. 
 
Las anteriores entidades, expedirán dicha certificación dentro de los quince (15) días 
hábiles siguientes a la radicación de la solicitud que para el efecto haga el interesado en el 
proyecto obra o actividad, la cual contendrá: 
 
A Identificación del interesado: 
 
a) Fecha de la solicitud; 
 
b) Breve descripción del proyecto, obra o actividad; 
 
c) Identificación del área de influencia directa del proyecto, obra o actividad, acompañada 
de un mapa que precise su localización con coordenadas geográficas o con sistemas 
Gauss. 
 
Parágrafo 1º. De no expedirse las certificaciones por parte de la entidades previstas en 
este artículo, en el término señalado, podrán iniciarse los estudios respectivos. No 
obstante , si durante la realización del estudio el interesado verifica la presencia de tales 
comunidades indígenas o negras dentro del área de influencia directa de su proyecto, obra 
o actividad, deberá integrarlas a los estudios correspondientes, en la forma y para los 
efectos previstos en este decreto e informará al Ministerio del Interior para garantizar la 
participación de tales comunidades en la elaboración de los respectivos estudios. 
 
Parágrafo 2º. En caso de existir discrepancia en torno a la identificación del área de 
influencia directa del proyecto, obra o actividad, serán las autoridades ambientales 
competentes quienes lo deteminen. 
 
Parágrafo 3º. Las certificaciones de que trata el presente artículo se expedirán 
transitoriamente, mientras el Ministerio del Interior en coordinación con el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi-IGAG y el Instituto Colombiano para la Reforma Agraria 
Incora, elaboran una cartografía georeferenciada a escala apropiada respecto de las áreas 
donde existan comunidades indígenas o negras de las que trata la Ley 70 de 1993, en los 
términos de ocupación territorial de que tratan los artículos 2º y 3º del presente Decreto. 
Para este efecto, dichas entidades dispondrán de un término de seis (6) meses contados a 
partir de la expedición del presente decreto. La cartografía de que trata este parágrafo 
deberá ser actualizada cada seis (6) meses. 
 
Artículo 4º. Extensión del procedimiento. Cuando los estudios ambientales determinen 
que de las actividades proyectadas se derivan impactos económicos, sociales o culturales 
sobre las comunidades indígenas o negras, de conformidad con las definiciones de este 
decreto y dentro del ámbito territorial de los artículos 2º y 3º del mismo, se aplicará el 
procedimiento establecido en los artículos siguientes. 
 
 

CAPITULO IV 
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Consulta previa en materia de Licencias Ambientales o establecimiento de planes de 
manejo ambiental 

 
Artículo 5º. Participación de las Comunidades Indígenas y negras en la elaboración de los 
estudios ambientales. El responsable del proyecto, obra o actividad que deba realizar 
consulta previa, elaborará los estudios ambientales con la participación de los 
representantes de las comunidades indígenas o negras. 
 
Para el caso de las comunidades indígenas con la participación de los representantes 
legales o las autoridades tradicionales y frente a las comunidades negras con la 
participación de los miembros de la Junta del Consejo Comunitario o, en su defecto, con 
los líderes reconocidos por la comunidad de base. 
 
El responsable del proyecto, obra o actividad acreditará con la presentación de los 
estudios ambientales, la forma y procedimiento en que vinculó a los representantes de las 
comunidades indígenas y negras en la elaboración de los mismos, para lo cual deberá 
enviarles invitación escrita. 
 
Transcurridos veinte (20) días de enviada la invitación sin obtener respuesta de parte de 
los pueblos indígenas o comunidades negras, el responsable del proyecto, obra o 
actividad informará al Ministerio del Interior para que verifique dentro de los diez (10) días 
siguientes al recibo de la comunicación, si existe voluntad de participación de los 
representantes de dichas comunidades y lo informará al interesado. 
 
En caso que los representantes de las comunidades indígenas y/o negras se nieguen a 
participar, u omitan dar respuesta dentro de los términos antes previstos, el interesado 
elaborará el estudio ambiental prescindiendo de tal participación. 
 
Artículo 6º. Términos de referencia. Dentro de los términos de referencia que expida la 
autoridad ambiental para la elaboración de los estudios ambientales se incluirán los 
lineamientos necesarios para analizar el componente socioeconómico y cultural de las 
comunidades indígenas o negras. 
 
Artículo 7º. Proyectos que cuentan con términos de referencia genéricos. Cuando el 
proyecto, obra o actividad, cuente con términos de referencia genéricos expedidos por la 
autoridad ambiental respectiva, el interesado deberá informar al Ministerio del Interior 
sobre la participación de las comunidades indígenas o negras susceptibles de ser 
afectadas, en la elaboración de los estudios. 
 
Artículo 8º. Solicitud de licencia ambiental o de establecimiento del plan de manejo 
ambiental. Cuando se pretenda desarrollar un proyecto, obra o actividad dentro del ámbito 
territorial previsto en los artículos 2º y 3º de este decreto, a la solicitud de licencia 
ambiental o de establecimiento del Plan de Manejo Ambiental, se anexará las 
certificaciones de que trata el artículo 3º del presente decreto. 
 
Artículo 9º. Proyectos que no cuentan con términos de referencia genéricos. Recibida la 
solicitud de términos de referencia y establecida la necesidad de hacer consulta previa, la 
autoridad ambiental competente al momento de expedirlos, informará al Ministerio del 
Interior sobre la participación de las 
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comunidades indígenas y/o negras susceptibles de ser afectadas, en la elaboración de los 
estudios. 
 
Artículo 10. Contenido de los estudios ambientales frente al componente socioeconómico 
y cultural. En relación con el componente socioeconómico y cultural, los estudios 
ambientales deberán contener por lo menos lo siguiente: 
 
1. En el diagnóstico ambiental de alternativas: 
 
Características de la cultura de las comunidades indígenas y/o negras. Este elemento se 
tendrá en cuenta por parte de la autoridad ambiental para escoger la alternativa para 
desarrollar el estudio de impacto ambiental. 
 
2. En el estudio de impacto ambiental o plan de manejo ambiental: 
 
a) Características de la cultura de las comunidades indígenas y/o negras; 
 
b) Los posibles impactos sociales, económicos y culturales que sufrirán las comunidades 
indígenas y/o negras estudiadas, con la realización del proyecto, obra o actividad; 
 
c) Las medidas que se adoptarán para prevenir, corregir, mitigar, controlar o compensar 
los impactos que hayan de ocasionarse. 
 
Artículo 11. Comunicación a la comisión técnica de que trata la Ley 70 de 1993. Hasta 
cuando se adjudique en debida forma la propiedad colectiva de las comunidades negras 
susceptibles de ser afectadas por el proyecto, obra o actividad, la autoridad ambiental 
competente remitirá copia del auto de iniciación de trámite a la Comisión Técnica de que 
trata el artículo 8º de la Ley 70 de 1993, para que emita el concepto exigido en el artículo 
17 de la misma ley. 
 
Artículo 12. Reunión de consulta. Dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de 
la solicitud de licencia ambiental o de establecimiento del Plan de Manejo Ambiental, la 
autoridad ambiental competente comprobará la participación de las comunidades 
interesadas en la elaboración del estudio de Impacto Ambiental, o la no participación, y 
citará a la reunión de consulta previa que deberá celebrarse dentro de los treinta (30) días 
siguientes al auto que así lo ordene preferiblemente en la zona donde se encuentre el 
asentamiento. 
 
Dicha reunión será presidida por la autoridad ambiental competente, y deberá contar con 
la participación del Ministerio del Interior. En ella deberán participar el responsable del 
proyecto, obra o actividad y los representantes de las comunidades indígenas y/o negras 
involucradas en el estudio. 
 
Sin perjuicio de sus facultades constitucionales y legales, podrán ser igualmente invitados 
la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y las demás entidades del 
Estado que posean interés en el asunto, de conformidad con la naturaleza del impacto 
proyectado. 
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Parágrafo 1º. Cuando para un proyecto, obra o actividad hayan de consultarse varias 
comunidades indígenas y negras se realizará una sola reunión de consulta, salvo cuando 
no sea posible realizarla en conjunto por existir conflictos entre ellas. 
 
Parágrafo 2º. La reunión se celebrará en idioma castellano, con traducción a las lenguas 
de las comunidades indígenas y negras presentes, cuando sea del caso. De ella se 
levantará un acta en la que conste el desarrollo de la misma,que será firmada por los 
representantes de las comunidades indígenas y negras; Igualmente será firmada por los 
representantes de la autoridad ambiental competente, del Ministerio del Interior y de las 
autoridades de control que asistan a ella. 
 
Artículo 13. Desarrollo de la reunión. En la reunión de consulta se seguirá el siguiente 
procedimiento: 
 
a) Instalada la reunión y verificada la asistencia, el responsable del proyecto, obra o 
actividad hará una exposición del contenido del estudio respectivo, conespecial énfasis en 
la identificación de los posibles impactos frente a las comunidades indígenas y a las 
comunidades negras, y la propuesta de manejo de los mismos; 
 
b) Acto seguido, se escuchará a los representantes de las comunidades indígenas y 
negras consultadas; 
 
c) Si existe acuerdo en torno a la identificación de impactos y a las medidas propuestas 
dentro del plan de manejo ambiental, y las demás a que hubiere lugar, según el caso, en 
lo relacionado con las comunidades indígenas y negras, se levantará la reunión dejando 
en el acta constancia expresa del hecho; 
 
d) En caso de no existir acuerdo sobre las medidas propuestas dentro del plan de manejo 
ambiental y las demás a que hubiere lugar, la autoridad ambiental competente suspenderá 
la reunión por una sola vez, y por el término máximo de 24 horas, con el fin de que las 
partes evalúen las propuestas. Si después de reanudada la reunión, se llegare a un 
acuerdo deberá darse aplicación a lo establecido en el literal anterior, en caso de que 
continúe el desacuerdo, se procederá de conformidad con el siguiente literal del presente 
artículo; 
 
e) En caso de no existir acuerdo respecto de las medidas contenidas en el Plan de Manejo 
Ambiental, se dará por terminada la reunión dejando en el acta constancia expresa de tal 
hecho y la autoridad ambiental competente decidirá sobre el particular en el acto que 
otorgue o niegue la licencia ambiental; 
 
f) Si cualquiera de las comunidades indígenas o negras involucradas no asiste a la reunión 
de consulta, deberá justificar su inasistencia ante la autoridad ambiental, dentro de los 
ocho (8) días siguientes a la fecha programada para su celebración. En caso de que no 
exista justificación válida se entenderá que se encuentra de acuerdo con las medidas de 
prevención, corrección, mitigación, control o compensación de los impactos que se le 
puedan ocasionar; 
 
g) Justificada la inasistencia, la autoridad ambiental, dentro de los quince (15) días 
siguientes, citará a una nueva reunión para el efecto; 
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h) Agotado el objeto de la reunión, la autoridad ambiental competente, la dará por 
terminada, dejando constancia de lo ocurrido en el acta y continuará con el trámite 
establecido en la Ley 99 de 1993 y en el Decreto 1753 de 1994 o normas que los 
modifiquen o sustituyan, con el objeto de tomar una decisión sobre el otorgamiento o 
negación de la licencia ambiental o del establecimiento del plan de manejo ambiental. 
 

CAPITULO III 
 

Consulta previa frente al documento de evaluación y manejo ambiental 
 
Artículo 14. Documento de evaluación y manejo ambiental. Cuando quiera que se den los 
supuestos del artículo 2º del presente decreto para los proyectos, obras o actividades 
cobijados por lo dispuesto en el Decreto 883 de 1997, se deberá realizar la consulta previa 
con las comunidades indígenas y negras. 
 
En tal caso, el documento de evaluación y manejo ambiental deberá elaborarse de 
conformidad con lo establecido en los artículos 5º y 10 numeral 2 del presente decreto. El 
interesado antes de elaborar el documento de evaluación y manejo ambiental deberá 
informar al Ministerio del Interior para que constate la participación de las comunidades 
indígenas o negras susceptibles de ser afectadas en la elaboración de los estudios. 
 
La consulta previa se realizará una vez elaborado el documento de evaluación y manejo 
ambiental y con anterioridad a la entrega ante la autoridad ambiental competente, en las 
formas y condiciones establecidas en los artículos 11 y 12 del presente decreto. Para tal 
fin se deberá dar aviso oportunamente a la autoridad ambiental competente. 
 
Dentro de los diez (10) días siguientes a la presentación del documento de evaluación y 
manejo ambiental, la autoridad ambiental competente se pronunciará indicando si es 
procedente o no dar inicio a las obras. 
 

CAPITULO IV 
 

Consulta previa en materia de permisos de uso, aprovechamiento o afectación de 
Recursos Naturales Renovables 

 
Artículo 15. Permisos de uso, aprovechamiento o afectación de Recursos Naturales 
Renovables. Cuando se pretenda desarrollar un proyecto, obra o actividad dentro del 
ámbito territorial previsto en los artículos 2º y 30 de este decreto, a la solicitud presentada 
ante la autoridad ambiental competente para acceder al uso, aprovechamiento o 
afectación de los recursos naturales renovables que no vayan implícitos dentro de una 
licencia ambiental, se anexarán las certificaciones de que trata el artículo 3º del presente 
decreto. 
 
Recibida la solicitud y establecida la necesidad de hacer consulta previa, la autoridad 
ambiental competente informará al Ministerio del Interior para efectos de su coordinación. 
Igualmente, la autoridad ambiental competente deberá dar aplicación a lo dispuesto en el 
artículo 11 de este decreto cuando sea del caso. 
 
Artículo 16. Reunión de consulta. Dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de 
recibo de la solicitud de aprovechamiento, uso o afectación de los recursos naturales 
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renovables, la autoridad ambiental competente citará a una reunión de consulta, que 
deberá celebrarse dentro de los quince (15) días siguientes al auto que así lo ordena, en el 
lugar que ella determine, preferiblemente en la zona en donde se encuentre el 
asentamiento. 
 
Deberá participar en tal reunión, el interesado, los representantes de las comunidades 
indígenas y negras involucradas y el Ministerio del Interior, igualmente serán invitados a 
asistir la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo. Podrán asistir 
también otras entidades del Estado que posean interés en el asunto. 
 
Artículo 17. Desarrollo de la reunión de consulta. La reunión de consulta se desarrollará 
de la siguiente manera: 
 
a) Instalada la reunión y verificada la asistencia, el interesado expondrá las condiciones 
técnicas en que pretende usar, aprovechar o afectar los recursos naturales renovables; 
 
b) Acto seguido se escuchará a los representantes de las comunidades indígenas o 
negras consultadas y se determinarán los impactos que se pueden generar con ocasión 
de la actividad y las medidas necesarias para prevenirlos, corregirlos, mitigarlos 
controlarlos o compensarlos; 
 
c) En esta reunión se aplicará lo dispuesto en los literales f) y g) del artículo 13 del 
presente decreto; 
 
d) Agotado el objeto de la reunión, la autoridad ambiental competente la dará por 
terminada, dejando constancia de lo ocurrido en el acta y continuará con el trámite 
establecido en las normas vigentes, con el objeto de tomar una decisión sobre el 
otorgamiento o negación del permiso de uso, aprovechamiento o afectación de los 
recursos naturales renovables. 
 
Artículo 18. Ambito de aplicación. Las disposiciones contenidas en los capítulos III y IV 
del presente decreto no se aplicará cuando se trate de licencias ambientales que 
contengan permisos, concesiones y autorizaciones para el aprovechamiento de los 
recursos naturales. 
 

CAPITULO V 
 

Disposiciones finales 
 
Artículo 19. Comunicación de la decisión. El acto administrativo que otorgue o niegue la 
licencia ambiental, el establecimiento del plan de manejo ambiental o el permiso de uso, 
aprovechamiento o afectación de los recursos naturales renovables deberá ser 
comunicado a los representantes de las comunidades indígenas y negras consultadas. 
 
Artículo 20. Régimen transitorio. Las consultas previas con comunidades indígenas o 
negras cuyo trámite se hubiere iniciado con anterioridad a la vigencia del presente decreto, 
continuarán su desarrollo en la forma acordada. No obstante, el interesado en el proyecto, 
obra o actividad podrá optar por la sujeción al procedimiento establecido en este decreto. 
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Artículo 21. Mecanismos de seguimiento. Sin perjuicio de la plena vigencia del presente 
decreto a partir de la fecha de su publicación, dentro de los seis (6) meses siguientes a 
ella, el Gobierno Nacional propiciará con las comunidades indígenas y negras reuniones 
de participación para recibir de ellas las observaciones y correctivos que podrían 
introducirse a los procesos de consulta previa establecidos en el presente decreto. 
 
Artículo 22. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Santa fe de Bogotá, D.C., a 13 de julio de 1998. 
 
 

ERNESTO SAMPER PIZANO 
 
El Ministro del Interior, 
 

Alfonso López Caballero. 
 
El Ministro de Agricultura, 
 

Antonio Gómez Merlano. 
 
El Ministro de Minas y Energía, 
 

Orlando Cabrales Martínez. 
 
El Viceministro del Medio Ambiente, encargado de las funciones del despacho del Ministro 
del Medio Ambiente, 
 

Fabio Arjona Hincapié. 
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DIARIO OFICIAL. AÑO CXXXVII. N. 44662. 30, DICIEMBRE, 2001. PAG. 46 
 

LEY 725 DE 2001   (diciembre 27) 
 

por la cual se establece el Día Nacional de la Afrocolombianidad 
 

El Congreso de Colombia 
 

DECRETA: 
 

Artículo 1°. Establécese el Día Nacional de la Afrocolombianidad, el cual se celebrará el 
veintiuno (21) de mayo de cada año. 
 
Artículo 2°. En homenaje a los Ciento Cincuenta (150) años de abolición de la esclavitud 
en Colombia consagrada en la Ley 21 de mayo 21 de 1851, en reconocimiento a la 
plurietnicidad de la Nación Colombiana y la necesidad que tiene la población 
afrocolombiana de recuperar su memoria histórica, se desarrollará una campaña de 
conmemoración que incluya a las organizaciones e instituciones que adelanten acciones 
en beneficio de los grupos involucrados en este hecho histórico, cuya coordinación estará 
a cargo de la Dirección General de Comunidades Negras, Minorías Etnicas y Culturales 
del Ministerio del Interior. 
 
Artículo 3°. El Gobierno Nacional queda autorizado para efectuar las apropiaciones 
presupuestales necesarias y realizar los traslados requeridos para el cumplimiento de la 
presente ley.  
 
Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación y sanción.  
 
El Presidente del honorable Senado de la República,    Carlos García Orjuela. 
 
El Secretario General del honorable Senado de la República (E.),    Luis Francisco Boada Gómez. 
 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,    Guillermo Gaviria Zapata. 
 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,   Angelino Lizcano Rivera. 
 
 
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2001. 
 
ANDRES PASTRANA ARANGO 
 
El Ministro del Interior,      Armando Estrada Villa. 
 
La Viceministra Técnica del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Encargada de las Funciones del 
Despacho del Ministro de Hacienda y Crédito Público,        Catalina Crane Durán. 
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DIARIO OFICIAL. AÑO CXLIII. N. 46797. 30, OCTUBRE, 2007. PAG. 1. 
 

DECRETO NUMERO 4181 DE 2007 
(octubre 29) 

 
por el cual se crea la Comisión Intersectorial para el Avance de la Población Afrocolombiana, 

Palenquera y Raizal. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en 
especial las conferidas en el artículo 45 de la Ley 489 de 1998, y 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que el Estado colombiano, mediante la Ley 22 de 1981, aprobó la Convención Internacional sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación racial y comparte las recomendaciones de la Tercera 
Conferencia Mundial contra el Racismo, realizada en Durban, Sudáfrica, en el 2001, en las cuales se pide a 
los Estados implementar un Programa que involucre aspectos básicos como salud, educación, vivienda y 
servicios públicos, generación de empleo e ingresos a favor de las poblaciones discriminadas; 
 
Que en septiembre de 2004, el Consejo Nacional de Política Económica y Social adoptó el Documento 
CONPES 3310 sobre Acción Afirmativa para la Población Afrocolombiana, con el propósito de implementar 
medidas urgentes y prioritarias para atenuar y combatir la precariedad económica y social de dicha 
población; 
 
Que Colombia ha ratificado los ocho (8) Convenios fundamentales de la OIT, en particular el Convenio 
relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación, con base en el cual se deben fomentar las 
condiciones laborales igualitarias para toda la población colombiana; 
 
Que se hace necesario crear una instancia que coordine, oriente y haga recomendaciones dirigidas al 
avance de la población Afrocolombiana, Palenquera y Raizal en los campos económico y social y en la 
protección efectiva de sus derechos; 
 
En mérito de lo expuesto 

DECRETA: 
 
Artículo 1°. Creación de la Comisión Intersectorial para el Avance de la Población Afrocolombiana, 
Palenquera y Raizal. Créase una comisión Intersectorial que se denominará “Comisión Intersectorial para el 
Avance de la Población Afrocolombiana, Palenquera y Raizal”, con el objetivo de evaluar las condiciones de 
vida de la población Afrocolombiana, Palenquera y Raizal y presentar al Gobierno Nacional las 
recomendaciones tendientes a la superación de las barreras que impiden el avance de dicha población, en 
particular de las mujeres y de los niños, en los campos económicos y social, así como la protección y 
realización efectiva de sus derechos civiles. 
 
Para el cumplimiento del anterior objetivo, la Comisión podrá apoyarse en la Academia. 
 
Artículo 2°. Integración. La Comisión Intersectorial para el Avance de la Población Afrocolombiana, 
Palenquera y Raizal estará conformada por: 
 
a) El Vicepresidente de la República, quien la preside; 
 
b) El Ministro del Interior y de Justicia; 
 
c) El Ministro de Relaciones Exteriores; 
 
d) El Ministro de la Protección Social; 
 



 113 

e) La Ministra de Cultura; 
 
f) La Directora del Departamento Nacional de Planeación; 
 
g) El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública; 
 
h) El Alto Consejero para la Acción Social y la Cooperación Internacional; 
 
i) El Director del Programa Presidencial de Promoción, Respeto y Garantía de los Derechos Humanos y de 
Aplicación del Derecho Internacional Humanitario; 
 
j) El Director de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces. 
 
Parágrafo 1°. Los miembros de la Comisión sólo podrán delegar su representación en los Viceministros y en 
el Subdirector General de Planeación. 
 
Parágrafo 2°. A las sesiones de la Comisión asistirán como invitados permanentes un Representante de la 
Bancada Afrocolombiana en el Congreso Colombiano, un Representante de la Comisión Consultiva de Alto 
Nivel Afrocolombiano, un Representante de los Gremios, un Representante de la Asociación de Municipios 
Afrocolombiana, Amanufro, y un Representante de la Academia; así mismo, cuando su presencia sea 
requerida en función de los temas a tratar, la Comisión podrá invitar otros servidores públicos, autoridades 
regionales, representantes de organismos, gremios y agremiaciones afrocolombianas del sector privado 
nacionales e internacionales. 
 
El representante de los gremios y el representante de la academia serán designados por el Vicepresidente 
de la República. 
 
Artículo 3°. Duración y sesiones. La Comisión Intersectorial para el Avance de la Población Afrocolombiana, 
Palenquera y Raizal tendrá una duración de seis (6) meses, contados a partir de la fecha de su instalación, y 
sesionará ordinariamente en dos oportunidades durante dicho lapso por convocatoria de su Presidente. 
 
Artículo 4°. Funciones de la Comisión Intersectorial. Son funciones de la Comisión Intersectorial para el 
Avance de la Población Afrocolombiana, Palenquera y Raizal, las siguientes: 
 
a) Orientar y evaluar los estudios que se requieran para el cumplimiento del objetivo señalado en el artículo 
1° del presente decreto. Para el efecto la Comisión tendrá en cuenta entre otros factores la necesidad de 
identificar las barreras críticas que impiden el avance económico y social de la población afrodescendiente 
en Colombia; las experiencias internacionales exitosas en materia de igualdad de oportunidades para la 
población afrocolombiana; 
 
b) Evaluar los efectos de las normas nacionales e internacionales vigentes de las políticas públicas y de los 
planes, programas, proyectos y presupuestos dirigidos a la población afrocolombianas; 
 
c) Presentar al Presidente de la República las recomendaciones tendientes a la superación de las barreras 
que impiden el avance de la población afrocolombiana en particular de las mujeres y de los niños; 
 
d) Presentar al Presidente de la República, las líneas de acción y los mecanismos idóneos para adoptar las 
recomendaciones que se formulen y para gestionar los recursos dirigidos a su implementación, para lo cual 
deberán tener en cuenta la cooperación internacional. 
 
Artículo 5°. De la Secretaría Técnica. La Comisión tendrá una Secretaría Técnica a cargo del Ministerio del 
Interior y de Justicia, que cumplirá las siguientes funciones: 
 
a) Convocar las Sesiones ordinarias en la forma que señale el Vicepresidente de la República y las 
extraordinarias por solicitud de algunos de los miembros de la Comisión; 
 
b) Hacer seguimiento a los estudios que adelante la Academia y preparar los informes que requiera la 
comisión; 
 
c) Las demás que le sean asignadas por la Comisión. 
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Artículo 6°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a  29 de octubre de 2007. 
 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
 
El Ministro del Interior y de Justicia, 
Carlos Holguín Sardi. 
 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 
Fernando Araújo Perdomo. 
 
El Ministro de la Protección Social, 
Diego Palacio Betancourt. 
 
La Ministra de Cultura, 
Paula Marcela Moreno Zapata. 
 
La Directora del Departamento Nacional de Planeación, 
Carolina Rentería Rodríguez. 
 
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública, 
Fernando Antonio Grillo Rubiano. 

 


